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INFORME DE PONENCIA PARA PRIMER DE-
BATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 80 

DE 2011 SENADO
por medio de la cual se crea el Sistema  

de Protección al Desempleado.
ACUMULADO CON EL PROYECTO DE LEY 

NÚMERO 241 DE 2012 SENADO
por la cual se crea el Mecanismo de Protección  

al Cesante y se dictan otras disposiciones.
Bogotá, D. C., junio 5 de 2012
Doctor
JESÚS MARÍA ESPAÑA VERGARA
Secretario General Comisión Séptima Constitu-

cional
Honorable Senado de la República
Bogotá, D. C.
Referencia: Informe de ponencia para primer 

debate al Proyecto de ley número 80 de 2011 Se-
nado, por medio de la cual se crea el Sistema de 
Protección al Desempleado; acumulado con el Pro-
yecto de ley número 241 de 2012 Senado, por la 
cual se crea el mecanismo de protección al cesante y 
se dictan otras disposiciones.

Apreciado doctor:

manifestar mi conocimiento del texto de la ponencia 
para primer debate al proyecto de ley en referencia, 
e informo mi decisión de adherirme a la ponencia 
radicada el día de hoy en su despacho.

Sin otro particular, me suscribo.
Cordialmente,

Teresita García Romero,
Honorable Senadora de la República.

INFORME DE PONENCIA PARA PRIMER  
DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 

80 DE 2011 SENADO
por medio de la cual se crea el Sistema de Protec-
ción al Desempleado, acumulado con el proyec-
to de ley número 241 de 2012 Senado, por la cual 
se crea el Mecanismo de Protección al Cesante  

y se dictan otras disposiciones.
Bogotá, D. C., junio de 2012
Senador
ANTONIO JOSÉ CORREA 
Presidente
Comisión Séptima 
Senado de la República 
Ciudad
Referencia: Informe de Ponencia para Primer 

Debate al Proyecto de ley número 80 de 2011 Se-
nado, por medio de la cual se crea el Sistema de 
Protección al Desempleado, acumulado con el Pro-
yecto de ley número 241 de 2012 Senado, por la 
cual se crea el Mecanismo de Protección al Cesante 
y se dictan otras disposiciones.

Señor Presidente:
En cumplimiento de la designación que nos fue 

encomendada, presentamos el informe de ponencia 
para primer debate a la Comisión Séptima del Se-
nado al Proyecto de ley número 80 de 2011 Senado, 
por medio de la cual se crea el Sistema de Protec-
ción al Desempleado, acumulado con el Proyecto de 
ley número 241 de 2012 Senado, por la cual se crea 
el Mecanismo de Protección al Cesante y se dictan 
otras disposiciones.

1. Introducción
En el marco de la política de protección laboral, 

de protección al desempleado que cubra los riesgos 
-
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res, que facilite la adecuada inserción de los trabaja-
-

te factible. En este contexto, el DNP y el Ministerio 
del Trabajo, antes Ministerio de la Protección Social, 
han trabajado desde hace más de dos años en el dise-
ño de un esquema de protección al cesante. Este tra-
bajo que fue impulsado por el Gobierno Nacional, a 
través del artículo 169 de la Ley 1450 del 2011- Ley 
del Plan Nacional de Desarrollo, el cual enfatiza la 
necesidad de desarrollar un instrumento para que las 
cesantías cumplan su objetivo principal de proteger 
al trabajador cesante.

El diseño del mecanismo de protección al cesan-
te que se presenta en este proyecto de ley, se basa 
en los estudios técnicos contratados por el DNP y el 
Ministerio del Trabajo durante los años 2010 y 2011, 
donde se incorporan modelos, microsimulaciones, y 
trabajo econométrico desarrollado por expertos tales 
como Martha Misas, Jaime Tenjo, Alejandro Gavi-
ria, César Merchán y Stefano Farné, con el apoyo 
técnico de expertos del Banco Mundial.

El eje principal de este mecanismo es un siste-
ma de Cuentas Individuales complementado con un 
Fondo de Solidaridad. Estos dos elementos están ín-
timamente ligados a un sistema de colocación labo-
ral, a través del Sistema Púbico de Empleo que el 
Ministerio del Trabajo se encuentra implementando, 
el cual facilita los procesos de búsqueda de empleo, 
capacitación y re-entrenamiento para desempleados. 

aportes equivalentes al 4.17% del ingreso mensual 
de los trabajadores, que corresponden un re-direccio-
namiento del 50% de los aportes a cesantías. El Fon-

-
bución de los aportes a las Cajas de Compensación 
Familiar, y garantizará a los trabajadores acceder a 

-
queda de empleo de hasta 6 meses.

El contexto económico actual es propicio para la 
puesta en marcha de un mecanismo de protección al 
cesante, en tanto la tendencia decreciente de la tasa 
de desempleo y el crecimiento económico por el que 
atraviesa la economía colombiana generan un perio-
do ahorro de recursos que amortiguará la demanda 
de recursos en época de crisis, y permitirá la opera-
ción del mecanismo como estabilizador automático 
de la economía.

En este sentido, el mecanismo de protección al 
cesante reduce la profundidad de los ciclos econó-
micos, en tanto actúa como un estabilizador automá-
tico, al generar gasto que incentiva la demanda du-
rante episodios de recesión. Además reduce la dura-
ción del desempleo al incentivar la búsqueda activa 
de empleo, y ayuda a reducir la tasa de desempleo. 
Finalmente, reduce la vulnerabilidad de los trabaja-
dores, en tanto protege a las personas cesantes du-
rante la búsqueda de un nuevo empleo, permitiendo 
mantener durante el desempleo un consumo estable 
y asignar mejor los recursos del hogar en gastos ne-
cesarios como educación y seguridad social. 

2. Mercado laboral colombiano
El mercado laboral colombiano se ha caracteriza-

do por un aumento sistemático de la Tasa Global de 
Participación desde 2007, pasando de 51,8% en 2007 
a 56,8% en 2011, lo que indica una fuerza laboral 

Tasa Global de Participación de 2001 a 2011.

Fuente: DANE, GEIH (2001- 2011)
Este fenómeno ha estado acompañado por una 

tendencia decreciente de la tasa de desempleo, que, 
pese al aumento sostenido de la oferta laboral, pasó 
de 15,5% en 2002 a 10,8% para 2011, con el pico 
más bajo en octubre de 2011 con una tasa de 9,0%, 

de desempleo anual de los últimos 10 años.

Fuente: DANE, GEIH (2001- 2011).
No obstante, en marzo de 2012 2,3 millones de 

personas permanecían desempleadas, y la informali-
dad se mantiene cercana al 70%, sin evidenciar nin-

2.3, la duración promedio del desempleo es de 6 me-
ses, y las mujeres tienen una mayor probabilidad de 
experimentar largos periodos de desempleo. 

-
pleo

Eje Y: porcentaje; Eje X: número de semanas en 
desempleo

Fuente: DANE, GEIH (2011)
Esto evidencia la existencia de problemas de in-

formación, y de fricciones entre la oferta y la deman-
da de trabajo, que dan lugar a procesos de búsqueda 

recurso humano. Situación que se explica por la dis-
paridad entre las habilidades de los trabajadores y las 
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mente factible, tiene efectos positivos sobre la acti-
vidad económica; ya que a través del suavizamiento 
del consumo es posible mantener un ciclo económi-
co relativamente menos acentuado durante épocas de 
auge y recesión.

 En el nivel macroeconómico, estos instrumentos 
desempeñan un rol de estabilizador automático al 
permitir mantener niveles básicos de consumo y gas-
to de la población (Gruber, 1994) durante periodos 
de recesión, ya que al conservar parte del nivel de 
ingreso de los hogares se logra impulsar la demanda 
agregada disminuyendo la probabilidad de que las 
recesiones económicas, naturales en cualquier eco-
nomía, se profundicen. 

Al mismo tiempo, esta clase de mecanismos favo-
recen el emparejamiento entre la oferta y la demanda 
laboral, generando mejores asignaciones del mercado 
laboral. Sin seguro de desempleo, una persona desem-
pleada está dispuesta a aceptar un trabajo muy rápida-
mente, aunque este no sea el trabajo que corresponde 
más a sus habilidades, a su formación o a su deseo. Al 

-
ción cuando pierde su trabajo, puede tomar más tiem-
po para reencontrar un trabajo pero sin las premuras 
obvias de la ausencia de ingreso, lo cual le permite se-

-
cionalmente, el diseño de un esquema de incentivos 
que impulse la búsqueda activa de empleo, tales como 
los mecanismos de colocación laboral, programas de 

consiguen disminuir las fricciones inherentes del mer-
cado laboral y merman las asimetrías de información 
entre empleados y empleadores.

A nivel microeconómico, la pérdida del empleo im-
plica la reducción de los ingresos familiares, y la re-
ducción del consumo y el ahorro, en tanto las personas 
deben reasignar sus recursos y restringir su consumo 
a bienes prioritarios. Los mecanismos de protección al 
cesante, al mantener los niveles básicos de consumo y 
gasto de los hogares hacen que estos los asignen de me-
jor manera, tanto los de mediano como de largo plazo, 
en virtud del mayor nivel de certeza sobre los ingresos 

en mejores tomas de decisiones en aspectos como la 
educación, la inversión y el ahorro (Atkeson y Lucas, 
1995). Lo anterior deriva en una menor probabilidad 
de caer o permanecer en la pobreza, ya que el nivel de 
vulnerabilidad relacionado con la pérdida del ingreso se 
reduce drásticamente.

Finalmente, un mecanismo de protección al cesan-
te como el propuesto, asegura que la destinación de 
las cesantías, cumplan su objetivo como mecanismo 
de aseguramiento que garantiza un ingreso cuando se 
pierde el empleo. Esto limita la problemática actual, 
donde los recursos consignados anualmente por los 
empleadores en las cuentas de los trabajadores de los 
fondos de cesantías son retirados rápidamente por los 
trabajadores durante los meses siguientes, y son desti-

-
ción laboral 

El reto de proveer opciones de trabajo decente a 
los colombianos exige acciones efectivas de articula-
ción entre la demanda de trabajadores y la oferta de 
recurso humano capacitado para desempeñar funcio-
nes laborales con los requerimientos de los sistemas 
productivos.

necesidades de los empleadores, reforzada por la fal-

las personas buscan empleo a través de sus redes so-
ciales (familiares, amigos, colegas) o directamente 
en las empresas, y estos mecanismos que reportan 
los mayores niveles de éxito. Tal como señala la grá-

empleo a través de estos mecanismos, lo que indica 
que los “contactos” son una fuente esencial de in-
formación en la búsqueda de empleo, tanto para el 
empleador como para el trabajador.

 

Fuente: DANE, GEIH (III Trimestre, 2011). Cál-
culos Mintrabajo.

 

Fuente: DANE, GEIH (III Trimestre, 2011). Cál-
culos Mintrabajo.

Lo anterior, evidencia que los servicios de colo-
cación laboral en el país tienen una cobertura redu-
cida, y que los problemas de matching entre oferta y 
demanda, así como la duración del desempleo, pue-
den ser disminuidos a través de un adecuado sistema 
de colocación laboral que resuelva las asimetrías de 
información y direccione a los desempleados hacia 

y destrezas.
-

La implementación de un mecanismo de protec-
ción al desempleado, que cubra los riesgos de las 

facilite la adecuada y rápida inserción de los traba-
-
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La Capacitación para la Inserción Laboral, dirigi-
-

zación ocupacional y direccionamiento organizacio-
nal y didáctico que, con base en experiencias de país 
en programas de capacitación dirigidos a grupos vul-
nerables y en el aprendizaje basado en competencias, 
establezca lineamientos, estrategias y procedimien-
tos para su preparación, ejecución y mejoramiento 
permanente.

El Ministerio del Trabajo tiene responsabilidades 
-

rrollo de un sistema de pronóstico de necesidades 
de fuerza de trabajo, en el fomento y protección del 
empleo (con énfasis en las poblaciones vulnerables), 
en el mejoramiento de la calidad y la oferta de for-
mación para el trabajo y el desarrollo humano, en 
el desarrollo y actualización de las competencias la-
borales de los trabajadores, en la adecuación entre 
las demandas de trabajo y la oferta de formación de 
competencias laborales y en el fomento del desarro-
llo de programas de aprendizaje dirigidos a grupos 
de población vulnerables para facilitar su acceso o 
permanencia en un puesto de trabajo. 

La Capacitación para la Inserción Laboral debe 
ser direccionada desde el Ministerio del Trabajo, en 
ejercicio de sus funciones y como responsabilidad 
gubernamental de búsqueda de oportunidad, perti-
nencia y calidad de las acciones de aprendizaje y de 
su articulación con la provisión de vacantes y cum-
plimiento de requerimientos para el desempeño. La 
consolidación del Sistema Público de Empleo, en la 
cual avanza el Ministerio del Trabajo, facilitará la 
generación de conocimiento sobre oportunidades y 
necesidades de capacitación para ocupar el empleo. 

Las experiencias internacionales permiten anali-
zar diferentes esquemas de diseño para el mecanis-
mo de protección al cesante en Colombia. 

La mayoría de seguros de desempleo están dise-
ñados con un componente solidario. Tal es el caso de 
Estados Unidos, España, Brasil y Corea del Sur. Aun 
Chile, la excepción más notable, presenta un siste-
ma mixto en el que las cuentas individuales están 
complementadas con un sistema solidario. La gran 
mayoría de los sistemas son obligatorios para todos 
los trabajadores asalariados, evitando el problema de 
selección adversa, donde los trabajadores con mayor 
probabilidad de caer en desempleo son quienes real-

sistema es privado. 
Todos los sistemas imponen condiciones y límites 

reciben, incluso el sistema Chileno de cuentas indi-
viduales. Sin embargo hay algunas diferencias entre 
los sistemas solidarios y el de cuentas individuales. 

dependen de la historia laboral y salarial reciente, y 
los aportes que hayan hecho; para recibir los bene-

básicos como la disponibilidad para trabajar y mos-
-

cios son por períodos limitados. 
El problema más serio que afrontan estos siste-

mas es el del riesgo moral y una parte muy grande 

de su estructura, regulación y funcionamiento está 
dirigida a controlar los efectos de dicho proble-
ma. Su funcionamiento se vincula de manera muy 
estrecha con los sistemas de colocación laboral y 
asesoría laboral como mecanismos para controlar 
el cumplimiento de la regulación sobre acceso a 

laboral.
Los sistemas de cuentas individuales, en teoría, 

tienen menores problemas asociados con el riesgo 
moral en la medida en que los recursos en las cuen-
tas individuales son parte de la riqueza de los tra-
bajadores, lo cual remueve el incentivo a hacer un 
mal uso de dichos fondos (por ejemplo a prolongar 
innecesariamente la búsqueda de empleo). En ese 

-
nores mecanismos de control y aparatos adminis-
trativos más sencillos. Sin embargo, la experiencia 
Chilena, la única disponible en el momento, indica 

se concentran en un grupo muy pequeño de traba-
jadores, porque son pocos los que logran acumular 

-
da de empleo. Por lo tanto se ha complementado 
el sistema de cuentas individuales con un sistema 
solidario (su fortalecimiento fue el objetivo de las 
reformas recientes en el caso de Chile), que abre las 
puertas a los efectos del riesgo moral y por lo tanto 
a la necesidad de regulación y andamiaje adminis-
trativo más complejo.

Adicionalmente, en gran parte de los sistemas el 
-

jadores, pero el gobierno también participa. En algu-
nos casos existen recursos que provienen de impues-
tos a la renta, como el de Brasil, o hay impuestos 
a la nómina. En muchos casos, las contribuciones a 
que están obligados los empleadores dependen del 
tipo de contratos que den a sus trabajadores y de su 
historia en términos a la rotación de trabajadores; 
por ejemplo, en el sistema chileno los empleadores 
hacen contribuciones menores por trabajadores con 

rango de contribución varía entre 0,06% y 10%, de-
pendiendo del “experience raiting” (tasa de rotación 
del trabajo).

En el contexto latinoamericano la relación de los 
seguros de desempleo, la seguridad social en salud y 
pensiones, y la distribución de los aportes entre em-
pleadores y trabajadores varía. En el caso de Ecuador 
y Uruguay el seguro forma parte de la seguridad so-
cial, y el aporte no se puede separar de las cotizacio-
nes a salud y pensión; mientras que en Argentina y 
Venezuela es independiente. En el caso Argentino el 
aporte corresponde al 3% que trabajador y emplea-
dor pagan en partes iguales; en el caso Venezolano 
la cotización es el 2.2% del salario, distribuidos en 
77% el trabajador y 23% el empleador.

Estas experiencias sugieren que para Colombia 
es recomendable un sistema mixto que incluya un 
componente de cuentas individuales y un compo-
nente solidario, buscando incentivar la búsqueda 
activa de empleo y la protección durante el desem-
pleo especialmente de los trabajadores más vulne-
rables. 
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ción Familiar al Fondo de Solidaridad administrado 
por estas, (iii) reconocimiento y pago de las presta-
ciones, y (iv) asistencia en la búsqueda de empleo 
(colocación laboral) a través del Servicio Público de 
Empleo. 

Adicionalmente, se incluye un componente de 
vigilancia y control, a cargo de las Superintenden-
cias Financiera y de Subsidio Familiar; y un com-
ponente de monitoreo y ajuste de reglas, las cuales 
serán competencia de un Consejo Nacional de Des-
empleo, que estará integrado por el Departamento 
Nacional de Planeación, el Ministerio de Hacienda 
y Crédito Público, y el Ministerio de Trabajo que lo 
presidirá. 

Para el diseño del Mecanismo de Protección al 
Cesante, los estudios técnicos realizaron simula-

-
canismo y estiman el número de personas que se 

-
lidaridad. Los cálculos necesarios en la simulación 
se hicieron utilizando la Gran Encuesta Integrada 
de Hogares (GEIH) del DANE para el tercer trimes-
tre del año 2010. Para cada uno de los diferentes 
grupos y para cada uno de los meses de trabajo, se 
calculó el ingreso laboral promedio, el porcentaje 

incidencia promedio (que mide la probabilidad de 
cambiar de estado, de empleado a desempleado, 
y que permite estimar el número de personas que 
pierden el empleo y acceden al fondo solidario), y 
la tasa de sobrevivencia promedio para cada uno de 
los meses de desempleo, lo cual permite calcular la 
probabilidad de seguir en desempleo a medida que 
pasan los meses.

Para todos los escenarios se mantiene el supuesto 
que el 100% de las personas que pueden acceder al 
fondo de solidaridad lo hacen. Así mismo, todos los 
escenarios suponen que el costo de monitoreo por 
persona es de $100,000, el costo de entrenamiento 
por personas es de $50,000 y el costo de administra-
ción del fondo de solidaridad es el 10% sobre el total 

igual para todos los escenarios.
La tasa de incidencia para los hombres se mues-

izquierda se muestra la relación entre la duración del 
desempleo y la probabilidad de estar en desempleo 
para hombres de diferentes rangos de edad. 

 Personas de menor edad tienen una alta probabi-
lidad de estar en desempleo y una baja duración del 

-
cia. Por el contrario, personas de mayor edad tienen 

La base teórica y de orientación general la han 
dado los documentos “Estudio de Conveniencia y 
Oportunidad sobre el Montaje de un Sistema de Pro-
tección al cesante” (Tenjo, 2010), “Propuesta de Es-
quema Institucional General de Operación del Me-
canismo de Protección al Cesante (Merchán 2011), 
“Consideraciones Legales – Esquema de Protección 
al Cesante (Camilo García 2011), “Simulación Fi-
nanciera del Sistema de Protección al Desempleo en 
Colombia” (Alejando Gaviria 2011).

Adicionalmente se incorporaron las disposicio-
nes del artículo 169 de la Ley 1450 del 2011- Ley 
del Plan Nacional de Desarrollo, que establece “El 
Gobierno Nacional desarrollará un mecanismo para 
que las cesantías cumplan su función de protección 

-
rá un umbral de ahorro mínimo, por encima del cual 
operarán las causales de retiro de recursos del auxilio 
de cesantías. El umbral de ahorro mínimo no podrá 
exceder del equivalente a seis (6) meses de ingreso 
del trabajador.

Como complemento a la función de protección 
contra el desempleo del auxilio de cesantías se es-
tructurará un mecanismo solidario a través del for-
talecimiento del Fondo de Fomento al Empleo y 
Protección al Desempleo –FONEDE– y otros pro-
gramas que administran las Cajas de Compensación 
Familiar, que fomentan actividades de entrenamien-
to, reentrenamiento, búsqueda activa de empleos y la 
empleabilidad”. 

Resultado de estos estudios y de las discusiones al 
interior del equipo técnico del Ministerio del Trabajo 
se presenta un esquema general de Protección al Ce-
sante compuesto por tres elementos básicos: cuentas 
individuales, fondo de solidaridad y sistema público 
de empleo. 

En el primer componente, cada trabajador tendrá 
una cuenta individual a la cual el empleador hará 
aportes mensuales mientras esté empleado. Dichos 
aportes serán del 4.17% del ingreso mensual de los 
trabajadores, que corresponden al redireccionamien-
to del 50% de los aportes anuales a cesantías diferi-
dos en los 12 meses. En caso de quedar desempleado 
recibirán esos ahorros de acuerdo a parámetros esta-
blecidos por el mecanismo. 

En el fondo de solidaridad se paga a los trabaja-

los recursos en la cuenta individual hasta completar 
-

vés de una redistribución de los aportes a las Cajas 
de Compensación Familiar.

-
do solidario tendrán la obligación de hacer una bús-
queda activa de empleo, la cual será supervisada. Por 
dicha razón deben inscribirse en el Servicio Público 
de Empleo, el cual dispondrá de elementos para ase-
gurar que el trabajador hace un esfuerzo en la bús-
queda de empleo.

La operación del mecanismo de protección al ce-
sante incluye diversos componentes, entre los cuales 
se encuentran: (i) pago de los aportes por parte del 
empleador a los Fondos de Cesantías, (ii) redireccio-
namiento de los aportes a las Cajas de Compensa-
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empleo en menor tiempo que las mujeres; en prome-
dio el 60% de los hombres ha conseguido empleo en 
los primeros 5 meses, mientras que las mujeres tardan 
en promedio 15 meses.

Los resultados obtenidos parten de un escenario 
base, y se simulan escenarios para obtener una com-
binación de parámetros que hacen que el sistema sea 

los únicos valores que hagan viable el fondo de soli-
daridad y podrá existir otra combinación diferente tal 
que el sistema pueda operar, ya sea por el camino de 
disminuir los aportes realizados por parte de los tra-
bajadores y empleadores, o por el canal de aumentar 

La tabla 5 muestra en la primera columna los pará-
metros que se utilizaron en la simulación del escenario 
base y en la parte de abajo se presentan los resultados del 

-

los cambios están sombreados en azul indicando los pa-
-

portan los costos mensuales totales del fondo de solidari-

la parte de abajo se muestra el número de personas que 

una baja probabilidad de estar desempleadas pero 
una alta duración del desempleo, lo que genera una 
baja tasa de incidencia. Esto indica que las personas 
que accederán al fondo solidario serán en su mayoría 
personas jóvenes.

El mismo cálculo se realizó para las mujeres. La 

entre la duración del desempleo y la probabilidad de 
estar en desempleo para mujeres de diferentes rangos 
de edad; en la parte derecha, se muestra la tasa de 
incidencia de las mujeres para los diferentes rangos 
de edad. 

El análisis es el mismo, pero comparando con 

desempleo y una probabilidad de estar en desempleo 
mayor que los hombres, pero tienen una tasa de in-
cidencia menor. Por tanto, se espera que accedan al 
fondo de solidaridad más hombres que mujeres.

Una vez se estima el número de personas que 
pierden el empleo y acceden al fondo de solidaridad, 
se calcula la tasa de sobrevivencia. Esta probabili-
dad es decreciente en relación al tiempo, dado que, 
algunas personas encuentran empleo y no requieren 

de solidaridad.
-

tre la probabilidad de seguir desempleado y el tiem-
po, y compara la tasa de sobrevivencia para hombres 
y mujeres. 
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del Trabajo y la Ley 50 de 1990, salvo en lo que se 
-

nan a las cesantías1, ya que un porcentaje de estos se 

A pesar de la salvedad planteada anteriormente, lo 
que se busca mediante el mecanismo de protección 

el régimen de cesantías, ni cambiar las funciones y 
competencias que los actores de dicho sistema ejecu-
tan en la actualidad, de manera que la normatividad 
relacionada con dicha materia no sería objeto de de-
rogatoria, y por el contrario, sería plenamente aplica-
ble frente a los porcentajes de aportes que continúen 
siendo parte del sistema de cesantías vigente.

se introduciría dentro del ordenamiento jurídico vi-
gente, tiene relación con el objeto mismo de las so-
ciedades administradoras de fondos de cesantías, ya 
que el numeral 1º del artículo 30 del Decreto 663 de 
19932, establece a propósito de estas sociedades un 
objeto exclusivo, que consiste en “(…) la adminis-
tración y manejo de los fondos de cesantía que se 
constituyan en desarrollo de lo previsto en el artícu-
lo 99 de la Ley 50 de 1990”. En virtud de la norma 
que ponga en funcionamiento el Sistema de Protec-
ción al Cesante, las sociedades administradoras de 
fondos de cesantías tendrían además la función de 
actuar como administradoras de los recursos de di-

-
tema, entre otras funciones), por lo que el carácter 
exclusivo de las atribuciones conferidas a dichas en-
tidades en virtud del Decreto 663 del 93 y la Ley 50 

Considerando la eventualidad de que la norma 
que ponga en vigencia el mecanismo de protección 
al cesante implique la derogatoria de algunas disposi-

de antemano cada una de las posibles derogatorias, 
es necesario tener presente que la legislación nacio-

opera, de acuerdo con el artículo 71 del Código Civil, 
“(…) cuando la nueva ley contiene disposiciones que 
no pueden conciliarse con las de la ley anterior”, aun 
cuando la discrepancia entre las normas no se ponga 

3.
1  Artículo 253 del Código Sustantivo del Trabajo.
2 -

ciedades administradoras de fondos de cesantía, también 
denominadas en este Estatuto administradoras, tienen por 
objeto exclusivo la administración y manejo de los fondos 
de cesantía que se constituyan en desarrollo de lo previsto 
en el artículo 99 de la Ley 50 de 1990. No obstante, de con-
formidad con lo dispuesto en el artículo 119 del presente 
Estatuto, quienes administren un fondo de cesantía estarán 
facultados igualmente para administrar los fondos de pen-
siones autorizados por la ley, en cuyo caso se denominarán 
sociedades administradoras de fondos de pensiones y de ce-
santía, también llamadas en este Estatuto administradoras. 
También podrán ser administrados los fondos de pensiones 
de jubilación e invalidez por las sociedades administradoras 
de fondos de cesantía (…)”.

3

vigente en las leyes anteriores, aunque versen sobre la 
misma materia, todo aquello que no pugna con las dispo-
siciones de la nueva ley” (artículo 72 del Código Civil), 
como en este caso serían, por vía de ejemplo, las dispo-
siciones en materia de cesantías previstas por el CST y 
la Ley 50 de 1990, de acuerdo a la forma en que se está 
planteando el mecanismo de protección al cesante.

Basados en estos cálculos, las simulaciones per-
miten concluir que de 73.000 personas que, en pro-
medio, quedan desempleadas en Colombia al mes, el 
38% de las personas no Cumplen con los requisitos 
para acceder al fondo solidario, dado que no alcan-

-
empleo con el saldo en su cuenta individual y por 
tanto no accede al fondo de solidaridad. Finalmente, 
solo el 36% de las personas que quedan desemplea-
das, cumplen con los requisitos y accederían al fon-
do de solidaridad. 

De las personas que acceden, algunas que con-

del fondo de solidaridad. En promedio el 17% de las 
personas que pierden el empleo y cumplen las condi-
ciones para acceder al fondo, consiguen empleo cada 
mes. De esta forma, después del primer mes de des-

El segundo mes siguen desempleadas el 74% de las 
personas, de las cuales alrededor de la mitad son be-

68%de las personas desempleadas, y el 76% de ellas 
-

sivamente, hasta llegar al sexto mes, donde todos los 

La determinación de proponer ante el honora-
ble Congreso una ley y no un decreto, si se actúa 
bajo el amparo de una disposición del Plan Nacio-
nal de Desarrollo contenido en el artículo 169 de la 
Ley 1450 de 2011, surge del mecanismo, que ponen 

se refuerza a partir de algunas normas de jerarquía 
constitucional, tal como se analizará a continuación.

Por un lado, el artículo 150 de la Carta, señala 
que “[c]orresponde al Congreso hacer las leyes. Por 
medio de ellas ejerce las siguientes funciones:

(…)
3. Aprobar el Plan Nacional de Desarrollo y de 

inversiones públicas que hayan de emprenderse o 
continuarse, con la determinación de los recursos y 
apropiaciones que se autoricen para su ejecución, 
y las medidas necesarias para impulsar el cumpli-
miento de los mismos” (Subrayado fuera de texto).

Así mismo, el referido artículo prevé en su nume-
ral 19 que corresponde al Congreso, por medio de 
leyes, la función de “Dictar las normas generales, y 
señalar en ellas los objetivos y criterios a los cuales 
debe sujetarse el Gobierno para (…):

(…)
d) Regular las actividades nanciera, burs til 

y aseguradora y cualquier otra relacionada con el 
manejo, aprovechamiento e inversión de los recursos 
captados del público.” (Subrayado fuera de texto).

En ese sentido la necesidad de poner en marcha 
el Mecanismo de Protección al Cesante se debe dar a 
través de una ley, toda vez que implica la captación 
de recursos del público, con un manejo y destinación 

cual deberá sujetarse una futura reglamentación gu-
bernamental. 

Ahora bien, el diseño operativo e institucional que 

la normatividad prevista por el Código Sustantivo 
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Solicitamos a la honorable Comisión Séptima 
debatir y aprobar el Proyecto de ley número 80 de 
2011 Senado, por medio de la cual se crea el Siste-
ma de Protección al Desempleado, acumulado con el 
Proyecto de ley número 241 de 2012 Senado, por la 
cual se crea el Mecanismo de Protección al Cesante 
y se dictan otras disposiciones, con base en el texto 
propuesto que se adjunta y que forma parte integral 
del presente informe de ponencia.

COMISIÓN SÉPTIMA CONSTITUCIONAL 
PERMANENTE DEL HONORABLE  

SENADO DE LA REPÚBLICA.
 Bogotá D. C., a los cinco un (5) días del mes de 

junio año dos mil doce (2012).
En la presente fecha se autoriza la publicación en la 

Gaceta del Congreso, el Informe de Ponencia para Pri-
mer Debate y Texto propuesto para Primer Debate, en 
treinta y siete (37) folios, “por medio de la cual se crea 
el sistema de protección al desempleado”, al Proyecto 
de ley número 80 de 2011 Senado, acumulado con el 
Proyecto de ley número 241 de 2012 Senado, por la 
cual se crea el mecanismo de protección al cesante y se 
dictan otras disposiciones. Autoría del Proyecto de ley 
de los honorables Congresistas y el Ministerio de Tra-
bajo: Mauricio Lizcano Arango. honorables Represen-
tantes Jairo Quintero Trujillo, Juan Felipe Lemos, Elkin 
Rodolfo Ospina y Augusto Posada Sánchez y Ministro 
de Trabajo doctor Rafael Pardo Rueda. 

El Secretario,
Jesús María España Vergara.

NOTA SECRETARIAL
El Presente informe de ponencia para primer 

debate, que se ordena publicar, con proposición de 
Positiva, no está refrendado por los siguientes po-
nentes: honorable Senadora: Teresita García Rome-
ro. Los honorables Senadores (Ponentes) Fernando 
Tamayo Tamayo y Mauricio Ernesto Ospina Gómez, 
no aparecen suscribiendo el presente Informe de Po-
nencia, porque se encuentran en el exterior en misión 

-
torizados mediante Resolución número 194 de mayo 
10 de 2012 y 191 de mayo 8 de 2012. 

PONENTES QUE REFRENDARON EL PRE-
SENTE INFORME

Honorables Senadores: Jorge Eliécer Ballesteros 
Bernier, Dilian Francisca Toro Torres Guillermo An-
tonio Santos Marín y Antonio José Correa Jiménez.

El Secretario,
 Jesús María España Vergara.

TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER DEBATE 
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 80 DE 2011 
SENADO, ACUMULADO CON EL PROYECTO 

DE LEY NÚMERO 241 DE 2012 SENADO 
por la cual se crea el mecanismo de protección  

al cesante y se dictan otras disposiciones.
El Congreso de Colombia,

DECRETA:
CAPÍTULO I

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por ob-
jeto crear un Mecanismo de Protección al Cesante 
basado en cuentas individuales de protección al ce-
sante a partir del umbral permitido para el retiro del 
auxilio de cesantías, mecanismo que se complemen-
ta con un Fondo de Solidaridad de Fomento al Em-
pleo y Protección al Cesante –Fosfec– y programas 
de fomento al empleo. 

El objetivo de este mecanismo, será integrar los 
elementos de protección social al cesante y apoyarlo 
en la generación de opciones alternativas de trabajo 
formal en que empleen sus capacidades.

Lo anterior de conformidad con lo establecido en 
el artículo 169 de la Ley 1450 de 2011, “Plan Nacio-
nal de Desarrollo, 2010-2014”, que trata de la Pro-
tección al Desempleado. 

Artículo 2°. Mecanismo de protección al cesante. 
Créese el Mecanismo de Protección al Cesante, el 
cual estará integrado por:

1. Cuentas individuales de Protección al Cesante.
2. El Fondo de Solidaridad de Fomento al Empleo 

y Protección al Cesante – Fosfec
3. El Servicio Público de Empleo
El mecanismo también lo integran las actividades 

de asesoría de búsqueda, orientación ocupacional y 
capacitación brindados por el Servicio Público de 
Empleo, que garanticen un adecuado tiempo de bús-
queda de trabajo.

El Gobierno Nacional dirigirá, orientará, regula-
rá, controlará y vigilará los tres esquemas antes men-
cionados. 

Artículo 3°. Campo de aplicación. Todos los tra-
bajadores del sector público y privado sobre los cua-
les los empleadores realicen aportes a las cuentas in-
dividuales de Protección al Cesante y a las Cajas de 
Compensación familiar, por un periodo no inferior 
a 12 meses continuos o discontinuos, accederán al 
Mecanismo de Protección al Cesante, sin importar la 
forma de su vinculación laboral. 

Exceptúense de lo expuesto en el inciso ante-
rior, los trabajadores sujetos al Mecanismo de ce-
santía tradicional previsto por el Código Sustantivo 
del Trabajo, los empleados domésticos, los sujetos 
a contrato de aprendizaje y los que tengan régimen 
exceptuado de la Ley 50 de 1990.

Artículo 4°. Principios del mecanismo de pro-
tección al cesante. Sin perjuicio de los principios 
consagrados en la Constitución Política y de los que 
fundamentan el Sistema General de Seguridad So-
cial, son principios del Mecanismo de Protección al 
Cesante los siguientes:

A) Solidaridad. Es la práctica del mutuo apoyo 
para garantizar el acceso y sostenibilidad del Fondo 
de Solidaridad de Fomento al Empleo y Protección 
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al Cesante – FOSFEC, entre las personas. Es deber 
del Estado garantizar la solidaridad del mecanismo 
mediante su participación, control y dirección del 
mismo.

-
sos disponibles en el mecanismo para que tanto los 

-
ción y capacitación laboral frente al desempleo sean 
otorgados o prestados de forma adecuada y oportuna.

C) Sostenibilidad. Las prestaciones que reconoce 
el mecanismo no podrán exceder los recursos desti-

-
ción solidaria, los recursos no podrán usarse más allá 
de la capacidad del Fondo de Solidaridad de Fomen-
to al Empleo y Protección al Cesante – Fosfec y de 
su posibilidad de generar excedentes y desacumular-
los a lo largo del tiempo. 

D) Participación. Se fomentará la intervención 
de las Cajas de Compensación Familiar, las Admi-

mecanismo y el Gobierno en la organización, con-

los recursos y del mecanismo en su conjunto.

protección al cesante es obligatoria para todos los 

Familiar. 
Artículo 5°. Integrantes del mecanismo de pro-

tección al cesante. El mecanismo de Protección al 
Cesante estará integrado por:

1. Organismos de Regulación, Vigilancia y Control:
a) El Ministerio de Trabajo
b) El Ministerio de Hacienda y Crédito Público
c) El Departamento Nacional de Planeación.
d) La Superintendencia Financiera de Colombia.
e) La Superintendencia de Subsidio Familiar 
2. Los Organismos de Administración y Financia-

ción: 
a) El Fondo de Solidaridad de Fomento al Empleo 

y Protección al Cesante – Fosfec
b) Los Administradores de Fondos de Cesantías.
c) Las Cajas de Compensación Familiar 
3. Los empleadores y los trabajadores elegibles 

para participar en el Mecanismo de Protección al Ce-
sante. 

4. El Servicio Público de Empleo y las entidades 
y servicios que lo conforman.

CAPÍTULO II
 

Artículo 6°. Financiación del mecanismo de pro-
-

mo de protección al cesante, se tendrá en cuenta el 
redireccionamiento de los aportes a las cesantías y la 
redistribución de los aportes a las Cajas de Compen-

-
ridad de Fomento al Empleo y Protección al Cesante 
– Fosfec, según lo estipulado en la presente ley.

Artículo 7°. Redireccionamiento de los aportes a 
las cesantías. El aporte a las cesantías que los em-
pleadores están obligados a consignar a cada uno de 
los trabajadores en virtud de la ley, se redireccionará 
de la siguiente manera:

a) El 50%, será consignado mensualmente, al mes 
vencido del periodo laborado, a la cuenta individual 
de protección al cesante del trabajador en el Fondo 

-
sos en las cuentas individuales de protección al ce-

-
ciar periodos de desempleo. Este porcentaje será el 
umbral de ahorro mínimo, por encima del cual ope-
rarán las causales de retiro de recursos del auxilio de 
cesantías de los trabajadores del sector privado y de 
los trabajadores del sector público que aportan a los 
Fondos de Cesantías Privados y al Fondo Nacional 
del Ahorro (FNA). Esta cuenta estará constituida por 
los aportes efectuados por el empleador a nombre del 
trabajador y su rentabilidad, deducidos los costos de 
su administración. Dichos aportes estarán exentos de 
impuesto a la renta.

b) El 50% restante del aporte que liquide el em-
pleador al 31 de diciembre de cada año, se girará a 
los Fondos de Cesantías en los términos establecidos 
por las normas vigentes.

Parágrafo 1°. Para efectos de lo establecido en el 
literal a) del presente artículo, se entenderá que el 
aporte que mensualmente realiza el empleador equi-
vale a un 4.17% del salario mensual del trabajador.

Parágrafo 2°. Las cotizaciones al Mecanismo de 
Protección al Cesante deberán efectuarse de forma 
obligatoria durante un periodo de 5 años, continuos 
o discontinuos, desde el momento de inicio de la 

Mecanismo de Protección al Cesante. 
Transcurrido este periodo y siempre y cuando 

(6) meses de desempleo de acuerdo con las tasas de 
reemplazo mensual que establezca el Consejo Na-
cional de Desempleo y los incrementos en el Ingreso 
Base de Liquidación, el trabajador podrá solicitar el 
depósito del monto correspondiente a la cotización 
de que trata el literal a) del artículo 7° de la presente 
ley en su cuenta del auxilio de cesantía. Si el trabaja-
dor está vinculado con salario integral, la cotización 
del 4.17% deberá ser integrada al salario del traba-
jador. 

Artículo 8°. Financiación del fondo de solidari-
dad de fomento al empleo y protección al cesante – 
Fosfec. El Fondo de Solidaridad de Fomento al Em-

través de una redistribución del 4% sobre la nómina 
que reciben las Cajas de Compensación Familiar.

Parágrafo 1°. El Gobierno Nacional reglamentará 
el porcentaje de los aportes a Cajas de Compensa-
ción Familiar que se destinará al Fondo de Solidari-
dad de Fomento al Empleo y Protección al Cesante, 
que en ningún caso excederá el 25% de los aportes, 
ni afectará los recursos asignados para reconocer el 
Subsidio Familiar. 

Parágrafo 2°. Para los efectos contenidos en este 
artículo, los recursos del Fondo de Subsidio al Em-
pleo y Desempleo –Fonede– de que trata el artículo 

atender el Mecanismo de Protección al Cesante, por 
tanto pasarán a ser parte del Fondo de Solidaridad 
de Fomento al Empleo y Protección al Cesante. Los 
programas y subsidios que maneja el Fonede, serán 

-
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canismo de Protección al Cesante según disposición 
del Consejo Nacional de Desempleo.

Artículo 9°. Aporte de trabajadores con salario 
integral. Para los trabajadores que pacten salario in-
tegral, el aporte al Mecanismo de Protección al Ce-
sante será una deducción equivalente al 4.17% del 
salario integral que el empleador realizará mensual-
mente y consignará en la respectiva cuenta indivi-
dual de protección al cesante del trabajador, previa 
solicitud del trabajador.

-
ción al Cesante del trabajador con salario integral es 
voluntaria. 

Los trabajadores con salario integral no tendrán 
acceso al Fondo Solidario de Fomento al Empleo 
y Protección al Cesante, con excepción de aquellos 
que realizan aportes a las Caja de Compensación Fa-
miliar, en las mismas condiciones de los trabajadores 
dependientes.

Los trabajadores con salario integral que no ma-
-
-

ción al Cesante y no tendrán acceso a los recursos del 
Fondo Solidario de Fomento al Empleo y Protección 
al Cesante. 

Artículo 10. Aporte de trabajadores independien-

al Mecanismo de Protección al Cesante, para esto 
-

do de Cesantías de su elección, y realizar los aportes 
correspondientes en sus cuentas individuales de pro-
tección al cesante mensualmente. En ningún caso los 
aportes mensuales podrán ser inferiores al 4.17% del 
salario mínimo mensual legal vigente. 

Los trabajadores independientes no tendrán acce-
so al Fondo Solidario de Fomento al Empleo y Pro-
tección al Cesante, con excepción de aquellos que 
realizan aportes a las Cajas de Compensación Fami-
liar, en las mismas condiciones de los trabajadores 
dependientes.

-
pendientes al Mecanismo de Protección al Cesante 

-
temas de Seguridad Social en Salud y Pensiones o 

Artículo 11. Aportes del gobierno al fondo soli-
dario de fomento al empleo y protección al cesan-
te. El Gobierno Nacional podrá incluir dentro del 
Presupuesto General de la Nación, previo concepto 
favorable del CONFIS, asignaciones presupuestales 
destinadas al Fondo de Solidaridad de Fomento al 
Empleo y Protección al Cesante, cuando la tasa de 
desempleo supere en un punto porcentual el prome-
dio de la misma del año inmediatamente anterior. 

CAPÍTULO III

laboral. Dentro de los tres días siguientes a la termi-
nación de la relación laboral, el empleador otorgará 

de la misma, en la que indique la fecha de termina-
ción. 

El empleador informará al Fondo de Cesantías 
y al administrador del Fondo de Solidaridad de Fo-
mento al Empleo y Protección al Cesante sobre la 
terminación de la relación laboral, al momento del 

pago de aportes del último mes o máximo a los 5 
días hábiles siguientes a la terminación de la rela-
ción laboral. Igualmente remitirá el formulario de 

empleado, en un término no superior a 5 días luego 
de la terminación de la relación laboral. 

Parágrafo. El Gobierno Nacional reglamentará lo 
dispuesto en este artículo para los trabajadores inde-
pendientes. 

Artículo 13. Reconocimiento de la prestación. 

cumple con el requisito de haber aportado a la cuenta 
individual de protección al cesante y a cajas de com-
pensación familiar por 12 meses continuos o discon-
tinuos y las condiciones de acceso a la prestación del 
Fondo de Solidaridad de Fomento al Empleo y Pro-
tección al Cesante, establecidas en la presente ley.

El Fondo de Cesantías comunicará al cesante si 
cumple con los requisitos, los porcentajes de liquida-
ción de la prestación y los montos correspondientes, 
en un plazo no mayor a 10 días hábiles.

El cesante que cumpla con los requisitos, será in-
cluido por el Fondo de Cesantías en el registro para 
pago y será remitido al Servicio Público de Empleo 
para iniciar el proceso de asesoría de búsqueda, 
orientación ocupacional y capacitación.

En el caso en que el trabajador no sea elegible 
para la prestación del Fondo de Solidaridad de Fo-
mento al Empleo y Protección al Cesante, el Fondo 
de Cesantías deberá informarle sobre las razones de 
tal situación, en un plazo no mayor a 10 días hábiles, 
decisión contra la que procede el recurso de reposi-
ción. 

El Fondo de Cesantías informará a la adminis-
tradora del Fondo de Solidaridad de Fomento al 
Empleo y Protección al Cesante cuando el cesante, 
habiendo manifestado su deseo de recibir la presta-
ción solidaria, no cuente en su cuenta individual con 

meses de la prestación, para que realice la provisión 
respectiva.

Parágrafo 1°. El cesante que requiera de recursos 
del Fondo de Solidaridad de Fomento al Empleo y 
Protección al Cesante, será informado por el em-
pleador de los requisitos para obtener la prestación 
solidaria y será remitido al Servicio Público de Em-
pleo para iniciar el proceso de asesoría de búsqueda, 
orientación ocupacional y capacitación.

Parágrafo 2°. El Gobierno Nacional reglamentará 
las condiciones para el reconocimiento de la pres-
tación a partir de la cuenta individual de protección 
al cesante y los descuentos o adiciones a efectuarse 
sobre la liquidación si la solicitud y reconocimiento 
no se acogiera a los plazos establecidos en los artí-
culos 12 y 13.

CAPÍTULO IV

Artículo 14. Base de liquidación de la prestación 
(IBL). La base de liquidación para la prestación al 
cesante corresponderá al salario promedio de los úl-
timos 12 meses cotizados al Fondo de Cesantías.

Artículo 15. Monto, periodo y pago de la presta-
ción con cargo a la cuenta individual de protección 
al cesante. El monto mensual de la prestación con 
cargo a la cuenta individual de protección al cesan-
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te resultará de la aplicación al IBL de las tasas de 
-

empleo. En todos los casos, las tasas de reemplazo 
aplicadas deberán ser decrecientes, de tal forma que 
la prestación percibida por el cesante en un periodo, 
sea inferior a la del mes anterior, y no podrá exceder 
el 50% del IBL, ni ser inferior al 25% del IBL.

El pago de esta prestación estará a cargo del Fon-
do de Cesantías a la cual esté inscrita la respectiva 
cuenta individual de protección al cesante y se consi-
dera la principal fuente para el pago de la prestación 
del cesante. Esta prestación se pagará hasta que el 
saldo disponible en la Cuenta Individual de Protec-
ción al Cesante se agote.

Artículo 16. Monto, periodo y pago de la presta-
ción solidaria. La prestación solidaria al cesante, la 
cual complementa la prestación a cargo de la cuenta 
individual de protección al cesante, se liquidará so-

ley y se pagará por un máximo de 5 meses. En cual-
quier caso, los pagos de la prestación al cesante con 
cargo a la cuenta individual de protección al cesante 
y de la prestación solidaria, no podrán exceder un 

tasa de reemplazo por el Consejo de Nacional de 
Desempleo.

El pago de la prestación solidaria al cesante, se 
efectuará por mensualidades vencidas en el mismo 
día del mes previsto anteriormente para el pago de 
la prestación por cuenta individual de protección al 
cesante.

El monto mensual de la prestación solidaria al ce-
sante resultará de la aplicación al IBL de las tasas 

Desempleo, de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo anterior. En ningún caso la prestación soli-
daria podrá exceder los 2 smmlv.

Artículo 17. Pago de la prestación con cargo al 
fondo solidario de fomento al empleo y protección 
al cesante. El Fondo de Solidaridad de Fomento al 
Empleo y Protección al Cesante garantizará a los 

-
minado tiempo, una vez hayan agotado los ahorros 
en las cuentas individuales de protección al cesante. 
Los giros a los cuales tenga derecho el cesante del 
Fondo Solidario de Fomento al Empleo y Protección 
al Cesante constituyen la prestación solidaria al ce-
sante. El Gobierno reglamentará el mecanismo de 
los pagos con cargo al Fondo Solidario de Fomento 
al Empleo y Protección al Cesante.

Artículo 18. Las prestaciones a cargo de la cuen-
ta individual de protección al cesante y al Fondo de 
Solidaridad de Fomento al Empleo y Protección al 
Cesante se pagarán en mensualidades vencidas a par-
tir de la inscripción del cesante en Registro Único de 
Desempleados. Sin perjuicio de lo anterior, se po-
drán pagar prestaciones liquidadas en periodos infe-
riores a un mes. 

Artículo 19. Requisitos para el pago de la pres-
tación solidaria. Tendrán derecho a la prestación so-
lidaria al cesante, los cesantes que cumplan todas y 
cada una de las siguientes condiciones:

1. Que su situación laboral haya terminado por 
cualquier causa o, en el caso de ser independiente 
su contrato haya cumplido con el plazo de duración 
pactado y no cuente con ningún otro.

2. Hayan manifestado expresamente en el Regis-
tro Único de Desempleados su deseo de participar.

3. Hayan recibido por lo menos el pago del primer 
mes de la prestación al cesante con cargo a su cuenta 
individual de protección al cesante.

4. Hayan agotado los fondos ahorrados en su 
cuenta individual de protección al cesante antes del 
sexto mes de desempleo.

5. Inscribirse en el Servicio Público de Empleo y 
desarrollar la ruta hacia la búsqueda de empleo.

6. Hayan recibido capacitación y rentrenamiento 
en los términos dispuestos por la reglamentación que 
expida el Gobierno Nacional.

Parágrafo. No podrán recibir prestaciones con 
cargo al Fondo de Solidaridad de Fomento al Em-
pleo y Protección al Cesante los cesantes que, ha-
biendo terminado una relación laboral, mantengan 

Fondo de Solidaridad de Fomento al Empleo y Pro-
tección al Cesante durante cinco (5) meses continuos 
o discontinuos en los últimos 3 años.

Artículo 20. Pérdida del derecho a la prestación 
solidaria. El cesante perderá el derecho a la presta-
ción solidaria al cesante si:

a) No acude al servicio de intermediación laboral 
ofrecido por el Servicio Público de Empleo.

-
tes exigidos por el Servicio Público de Empleo y los 
requisitos para participar en el proceso de selección 
de los empleadores a los que sea remitido por este.

que le ofrezca el Servicio Público de Empleo, siem-
pre y cuando ella le permita ganar una remuneración 
igual o superior al 80% de la última devengada en el 
empleo anterior.

-

competencias del trabajador a las nuevas necesida-
des del mercado.

Parágrafo. Las personas que obtuvieren median-

Fondo de Solidaridad de Fomento al Empleo y Pro-
tección al Cesante, serán sancionadas de acuerdo a la 
legislación penal vigente. Igual sanción será aplica-
ble a quienes faciliten los medios para la comisión de 
tal delito. Lo anterior, sin perjuicio de la obligación 
de restituir al Fondo de Solidaridad de Fomento al 
Empleo y Protección al Cesante las sumas indebida-
mente percibidas.

Artículo 21. Cese del pago de la prestación de la 
cuenta individual de protección al cesante. El pago 
de la prestación al cesante cesará cuando el bene-

antes de agotarse la totalidad de las mensualidades 
a las cuales tenga derecho. El saldo no utilizado se 
mantendrá en su cuenta individual de protección al 
cesante.

Artículo 22. Cese del pago de la prestación soli-
daria. El pago de la prestación solidaria al cesante 
cesará cuando hayan transcurrido seis (6) meses, du-
rante los cuales se haya efectuado el pago de la pres-
tación con cargo a la cuenta individual de protección 

establezca nuevamente una relación laboral antes de 
agotarse la totalidad de las mensualidades a las cua-
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les tenga derecho, sea condenado penalmente con 
pena de privación de la libertad o incumpla con las 

del Fondo de Solidaridad de Fomento al Empleo y 
Protección al Cesante y, en todo caso, será incompa-
tible con toda actividad remunerada y con el pago de 
cualquier tipo de pensión, excepto la relacionada a la 
invalidez parcial.

Artículo 23. Muerte del trabajador. En el caso de 
muerte del trabajador, el saldo existente en la cuen-
ta individual de protección al cesante se pagará a la 
persona o personas que el trabajador haya designado 

señalados expresamente por el trabajador, los saldos 
en la cuenta individual de protección al cesante, ha-
rán parte de la masa sucesoral de bienes del causante.

Artículo 24. Reconocimiento de pensión. Si un 
trabajador se pensiona en el Régimen de Prima Me-
dia, podrá disponer en un solo pago de los fondos 
acumulados en su cuenta individual de protección al 
cesante. Si un trabajador se pensiona en el Régimen 
de Ahorro Individual con Solidaridad podrá trasladar 
parte o la totalidad del saldo de su cuenta individual 
de protección al cesante a su cuenta individual de 

-
nanciar su pensión. 

El Gobierno Nacional reglamentará los meca-
nismos y términos bajos los cuales podrá llevarse a 
cabo lo descrito en el presente artículo.

Artículo 25. Cotización al sistema de salud. Los 
cesantes que se encuentren inscritos en el Mecanis-

al Sistema de Seguridad Social en Salud en el Régi-
men Contributivo, cuando su prestación sea superior 
a un (1) salario mínimo legal mensual vigente. 

Si la prestación es menor a un salario mínimo, la 
cotización al Sistema de Seguridad Social en Salud 
estará a cargo del Fondo de Solidaridad de Fomento 
al Empleo y Protección al Cesante. 

CAPÍTULO V
 

-
mo de Protección al Cesante se dará en el momento 

Cesantías que sea escogido por el trabajador. 
-

liadas a los Fondos de Cesantías, automáticamente 
ingresarán al Mecanismo de Protección al Cesante. 

Artículo 27. Cuentas individuales del fondo de 
cesantías. El Fondo de Cesantías deberá constituir 
dos cuentas a nombre del trabajador, las cuales serán:

1. Una cuenta de cesantías, que se regirá por lo 
dispuesto en las normas que regulan cesantías.

2. Una cuenta individual de protección al cesante, 
que se regirá por lo dispuesto en la presente ley.

Artículo 28. Pago de aportes a las cuentas indi-
viduales. Los aportes a las cuentas individuales de 

Protección al Cesante se realizarán a través de PILA. 
El Gobierno Nacional establecerá los plazos para los 
ajustes técnicos que se requieran para cumplir lo dis-
puesto en el presente artículo.

Artículo 29. Sistema integrado de información 
del desempleo. Créase el Sistema Integrado de In-

formación del Desempleo a cargo del Ministerio de 

registro y caracterización de la población desem-
pleada en Colombia. Este reúne en una única bo-
dega de datos toda la información suministrada por 
los empleadores, los cesantes y demás desemplea-
dos, los administradores del Fondo de Cesantías, los 
Administradores del Fondo Solidario de Fomento al 
Empleo y Protección al Cesante, el Administrador 
de la Planilla Integrada de Liquidación de Aportes 
–PILA- y el Sistema Público de Empleo. 

El Sistema Integrado de Información del Des-
empleo se encargará de mantener actualizada toda 
la información relevante para el funcionamiento del 
Mecanismo de Protección al Cesante. 

Parágrafo 1°. El registro único de desempleo es 
un módulo del sistema integrado de información del 
mecanismo de protección al cesante. 

Parágrafo 2°. Es obligación de los empleadores, 
administradores de los Fondos de Cesantías, los ad-
ministradores del Fondo Solidario de Fomento al 
Empleo y Protección al Cesante, PILA y el sistema 
público de empleo remitir al Sistema integrado de 
información del desempleo la información necesaria 
para la actualización permanente del mismo, según 

el Ministerio de Trabajo. 
Parágrafo 3°. Se incluirá en el Presupuesto Nacio-

nal, los recursos necesarios para la puesta en marcha 

Información del Desempleado. 
Artículo 30. Consejo nacional de desempleo. 

Créese el Consejo Nacional de Desempleo, el cual 
estará integrado por el Ministro de Trabajo o su de-
legado, el Ministro de Hacienda o su delegado, el di-
rector del Departamento Nacional de Planeación o su 
delegado, un representante del Gremio de Fondos de 
Pensiones y Cesantías, un representante de las Cajas 
de Compensación Familiar y un representante de los 
trabajadores. 

El Consejo Nacional de Desempleo tendrá como 
funciones:

se liquidan las prestaciones.

la labor administrativa de las Cajas de Compensa-
ción Familiar con el Fondo de Solidaridad de Fo-
mento al Empleo y Protección al Cesante y de los 
Fondos de Cesantías para las cuentas individuales de 
protección al cesante.

c) Establecer los criterios de gestión y conocer los 
resultados obtenidos por la Entidad Administradora 
de las Cuentas Individuales de Protección al Cesante 
y el Fondo Solidario de Fomento al Empleo y Pro-
tección al Cesante.

d) Hacer recomendaciones de política en materia 
de protección al cesante. 

e) Hacer recomendaciones al Gobierno Nacional 
sobre políticas laborales en general.

f) Realizar estudios periódicos que permitan eva-
luar la sostenibilidad del Mecanismo de Protección 
al Cesante, en especial del Fondo de Solidaridad de 
Fomento al Empleo y Protección al Cesante. 

g) Establecer los lineamientos sobre los Sistemas 
de Información y Reporte del Desempleo.
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quien hará las veces de Secretaría Técnica y se dicta-
rá su propio reglamento.

Artículo 31. Régimen de inversión de las cuentas 
individuales de protección al cesante. Los Fondos 
de Cesantías administrarán las Cuentas Individuales 
de Protección al Cesante bajo el mismo régimen de 

Gobierno Nacional reglamentará lo dispuesto en el 
presente artículo. 

Artículo 32. Administración del fondo de solida-
ridad de fomento al empleo y protección al cesante. 
Las Cajas de Compensación Familiar administrarán 
el Fondo de Solidaridad de Fomento al Empleo y 
Protección al Cesante del cual realizarán los pagos 
una vez se agoten los recursos de las Cuentas Indi-
viduales de Protección al Cesante y si el cesante lle-
va menos de seis meses en condición de desempleo. 

-
ma como se organizarán las Cajas de Compensación 
Familiar para dar cumplimiento a lo dispuesto en 
este artículo. 

Parágrafo 1°. El Gobierno Nacional reglamenta-
rá las condiciones de administración de los recursos 
contenidos en el Fondo de Solidaridad de Fomento al 
Empleo y Protección al Cesante.

Parágrafo 2°. La Superintendencia Financiera de 
Colombia ejercerá las funciones de inspección, vigi-
lancia y control de la operación de los recursos con-
tenidos en el Fondo de Solidaridad de Fomento al 
Empleo y Protección al Cesante.

Artículo 33. Régimen de inversión del fondo 
de solidaridad de fomento al empleo y protección 
al cesante. El Fondo de Solidaridad de Fomento al 
Empleo y Protección al Cesante tendrá el mismo 
régimen establecido para el Fondo de Solidaridad 
Pensional. El Gobierno Nacional reglamentará lo 
dispuesto en el presente artículo. 

CAPÍTULO VI
Servicio público de empleo

Artículo 34. Creación. Créase el Servicio Público 
de Empleos como la red de servicios de gestión de 
empleo públicos y privados a nivel nacional, regio-
nal, local, bajo la rectoría del Ministerio de Trabajo, 
el cual deberá contribuir a apoyar el proceso de colo-
cación de los desempleados y su capacitación. 

Artículo 35. Dirección. El Servicio Público de 
Empleo está bajo la orientación, regulación y super-
visión del Ministerio de Trabajo y atenderá las polí-
ticas, planes, programas y prioridades del Gobierno 
Nacional frente a los programas y actividades ten-
dientes a la gestión, fomento y promoción del em-
pleo.

Artículo 36. De la operación de los servicios 
de gestión de empleo. Podrán operar los servicios 
de gestión de empleo entidades públicas, privadas, 
alianzas público-privadas, siempre y cuando cum-
plan con los requisitos de operación y desempeño 

Artículo 37. Servicio de Colocación. Se entien-
den como actividades de colocación aquellas accio-
nes cuyo objeto principal consiste en el reclutamien-
to, selección de personal y localización de vacantes, 
para vincular laboralmente a un trabajador con un 
empleador o a este con aquel, bajo cualquier modali-
dad. La actividad de colocación del empleo incluirá 

la ejecución de aquellos servicios relacionados con 
la búsqueda de empleo, determinados por el Gobier-
no Nacional.

Artículo 38. Agencia de colocación de empleo. Se 
entiende por Agencia de Colocación de Empleo, las 
personas naturales o jurídicas, públicas o privadas, 
nacionales o extranjeras que ejercen actividades des-
critas en el artículo anterior, en el territorio nacional.

Artículo 39. Del carácter obligatorio del registro 
de vacantes en el servicio público empleo. Todas las 
empresas estarán sujetas a reportar sus vacantes al 
Servicio Público de Empleo de acuerdo a la regla-
mentación que para la materia expida el Gobierno.

Artículo 40. Autorización para desarrollar la ac-
tividad de colocación de empleo. Para ejercer la ac-
tividad de colocación de empleo, se requerirá la au-
torización expedida mediante resolución motivada, 
por el Ministerio del Trabajo.

Artículo 41. Del proceso de autorización. El Mi-
nisterio del Trabajo procederá a expedir la resolución 
de autorización para ejercer la actividad de coloca-
ción de empleo a las personas naturales o jurídicas 
que cumplan con los requisitos que reglamentará el 
Gobierno Nacional. 

Artículo 42. Negativa de la autorización. Previo 
el estudio respectivo de la documentación exigida, 
el Ministerio del Trabajo procederá a expedir la co-
rrespondiente autorización de funcionamiento. Si se 
negare la expedición de la misma se informará al pe-
ticionario el motivo de la decisión para que proceda 
a adicionarla, completarla o efectuar las correcciones 
a que haya lugar, de conformidad con lo dispuesto 
en los artículos 11, 12 y 13 del Código Contencioso 
Administrativo.

Artículo 43. Las agencias de colocación de em-
pleo están obligadas a presentar trimestralmente al 
Ministerio del Trabajo, los informes estadísticos so-
bre el movimiento de demandas y ofertas de traba-
jo, colocaciones, etc., dentro de los primeros quince 
(15) días de los siguientes meses: enero, abril, julio y 
octubre de cada año, contemplando los lineamientos 
del Consejo Nacional de Desempleo.

Artículo 44. Las agencias que realicen labores de 
colocación de empleo con carácter lucrativo, podrán 
cobrar al demandante de mano de obra de acuerdo 
con lo establecido en reglamentación expedida por 
el Gobierno Nacional.

Artículo 45. Ninguna agencia de colocación de 
empleo podrá reclutar o colocar oferentes de mano 
de obra en el extranjero, sin previa autorización ex-
pedida por el Ministerio de Trabajo.

Artículo 46. Las agencias y entidades, ya sean de 
carácter público o privado que ejerzan la actividad de 
colocación de empleo sin la previa autorización otor-
gada por el Ministerio del Trabajo, serán sanciona-
das con una multa equivalente al monto de cincuenta 
(50) a cien (100) salarios mínimos legales vigentes, 
que le será impuesta por el respectivo funcionario 
administrativo, sin perjuicio de las demás acciones 
legales a que haya lugar. 

Las multas de las que trata el presente artículo se-
rán destinadas al SENA. 

Artículo 47. El Ministerio del Trabajo sancionará 
con suspensión o cancelación de la autorización de 
funcionamiento a las agencias de colocación de em-
pleo de carácter público o privado, cuando haya rein-
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cidencia en el incumplimiento de las obligaciones y 
en la violación de las prohibiciones establecidas en 
la respectiva reglamentación. 

Artículo 48. A partir de la vigencia de la presente 
ley el artículo 12 de la Ley 789 de 2002 quedará así:

 “Artículo 12. Capacitación para inserción labo-

Servicio Nacional de Aprendizaje, se deberá desti-
nar el veinticinco por ciento (25%) de los recursos 
que recibe por concepto de los aportes de que trata el 
numeral 2 del artículo 11 y el numeral 2 del artícu-
lo 12 de la Ley 21 de 1982, para la capacitación de 
población desempleada, en los términos y condicio-
nes que determine el Ministerio del Trabajo para la 
administración de estos recursos, así como para los 
contenidos que tendrán estos programas. Para efecto 
de construir y operar el Sistema Integrado de Infor-
mación del Desempleo, en los términos y condicio-

un cero punto uno por ciento (0.1%) del recaudo pa-

Artículo 49. Capacitación para la inserción labo-
ral. La capacitación para la inserción laboral es el 
proceso de aprendizaje que se organiza y ejecuta 

las capacidades de las personas para el desempeño 

la práctica y habilita al aprendiz para el desempeño 
de una ocupación, su diseño es modular y basado en 
competencias laborales.

Parágrafo. Los programas de capacitación para la 
inserción laboral obedecerán a lineamientos de per-
tinencia, oportunidad, cobertura y calidad estableci-
dos por el Ministerio del Trabajo.

Artículo 50. Oferentes. Podrán ser oferentes del 
servicio de capacitación para la inserción laboral, el 
servicio nacional de aprendizaje, las instituciones de 
formación para el trabajo y el desarrollo humano, las 
unidades vocacionales de aprendizaje en empresas 
y las cajas de compensación familiar. Los oferentes 

procesos de formación. 
Parágrafo. Las unidades vocacionales de aprendi-

zaje en Empresas son el mecanismo dentro de las em-
presas que busca desarrollar capacidades para el des-
empeño laboral en la organización mediante procesos 
internos de formación. 

Artículo 51. Reconocimiento de competencias. 
Para facilitar y fortalecer la inserción laboral, las 

-
cia laboral en procesos ofrecidos por organismos 

CAPÍTULO VII

Artículo 52. Promoción del mecanismo. Los Fon-
dos de Cesantías, las Cajas de Compensación Fami-
liar y las empresas tendrán la obligación de imple-
mentar mecanismos que garanticen la divulgación y 
promoción del Mecanismo de Protección al Cesante. 

Artículo 53. Trabajadores con múltiples empleos. 

en el mismo periodo de tiempo las cotizaciones co-
rrespondientes se efectuarán en forma proporcional 
al IBC mensual de cada uno de ellos. Los Fondos de 

Cesantías deberán llevar saldos y registros separados 
en la Cuenta Individual de Protección al Cesante a 

Artículo 54. Pago del auxilio de cesantía. Sin 
perjuicio de lo previsto dentro de la presente Ley, 
el empleador seguirá pagando anualmente el auxilio 
de cesantía el cual será equivalente a medio salario 
anual por cada año de servicio, sobre el cual se cal-
cularán los intereses estipulados por ley.

Artículo 55. Aseguramiento voluntario. Las enti-
dades aseguradoras podrán ofrecer un seguro de des-
empleo independiente del Mecanismo de Protección 

mismo.
Parágrafo. Las personas que voluntariamente 

quisieran tomar este seguro lo podrían hacer directa-
mente con las Entidades Aseguradoras.

Artículo 56. Inspección, vigilancia y control. 
Además de las disposiciones previstas en la presen-
te ley, las Cajas de Compensación Familiar estarán 
sujetas a las mismas normas que rigen para las Ad-
ministradoras de Fondos de Cesantías, que sean per-
tinentes para el funcionamiento del Mecanismo de 
Protección al Cesante. 

La inspección, vigilancia y control de las enti-
dades administradoras dentro del Mecanismo de 
Protección al Cesante, corresponderá a la Superin-
tendencias Financiera y de Subsidio Familiar, que 

-
liación, recaudo, inversión, y demás aspectos en el 
marco de sus respectivas competencias.

Artículo 57. Reglamentación. El Gobierno Na-
cional reglamentará en un plazo de tres (3) meses lo 
dispuesto en la presente ley. 

Artículo 58. Derogatorias. Elimínese a partir de la 
fecha de vigencia de la presente ley los artículos 7°, 
8°, 10 y 11 de la Ley 789 de 2002, y todas las dispo-
siciones que le sean contrarias. 

Artículo 59. Vigencia. La presente ley rige a par-
tir de la fecha de su publicación. 

COMISIÓN SÉPTIMA CONSTITUCIONAL 
PERMANENTE DEL HONORABLE  

SENADO DE LA REPÚBLICA
 Bogotá, D. C., a los cinco (5) días del mes de 

junio año dos mil doce (2012).
En la presente fecha se autoriza la publicación 

en la Gaceta del Congreso, el Informe de Ponencia 
para Primer Debate y Texto propuesto para Primer 
Debate, en treinta y siete (37) folios, al Proyecto de 
ley número 80 de 2011 Senado, acumulado con el 
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Proyecto de ley número 241 de 2012 Senado, “por la 
cual se crea el mecanismo de protección al cesante y se 
dictan otras disposiciones”. Autoría del Proyecto de ley 
de los honorables Congresistas y el Ministerio de Tra-
bajo: Mauricio Lizcano Arango. Honorables Represen-
tantes Jairo Quintero Trujillo, Juan Felipe Lemos, Elkin 
Rodolfo Ospina y Augusto Posada Sánchez y Ministro 
del Trabajo, doctor Rafael Pardo Rueda. 

El Secretario,
 Jesús María España Vergara.

NOTA SECRETARIAL
El Presente informe de ponencia para primer 

debate, que se ordena publicar, con proposición de 
Positiva, no está refrendado por los siguientes po-
nentes: honorable Senadora: Teresita García Rome-
ro. Los honorables Senadores (Ponentes) Fernando 
Tamayo Tamayo y Mauricio Ernesto Ospina Gómez, 
no aparecen suscribiendo el presente Informe de Po-
nencia, porque se encuentran en el exterior en misión 

-
torizados mediante Resolución número 194 de mayo 
10 de 2012 y 191 de mayo 8 de 2012. 

PONENTES QUE REFRENDARON EL PRE-
SENTE INFORME

Honorables Senadores: Jorge Eliécer Ballesteros 
Bernier, Dilian Francisca Toro Torres, Guillermo An-
tonio Santos Marín y Antonio José Correa Jiménez.

El Secretario,
 Jesús María España Vergara.

* * *
INFORME DE PONENCIA PARA SEGUNDO 

 
NÚMERO 14 DE 2011 SENADO – 094 DE 2011 

CÁMARA
por medio del cual se establecen instrumentos 
jurídicos de justicia transicional en el marco del 
artículo 22 de la Constitución Política y se dictan 

otras disposiciones.
Bogotá, D. C., 11 de junio de 2012
Honorable Senador
JUAN MANUEL CORZO
Presidente
Senado de la República
Ciudad

2011 Cámara
Señor Presidente:

-
nes de la Ley 5ª de 1992 y agradeciendo la designa-
ción que se nos hizo como ponentes, nos permitimos 
rendir informe de ponencia para segundo debate en 
Senado (segunda vuelta) al Proyecto de Acto Legis-
lativo número 14 de 2011 Senado, 094 de 2011 Cá-
mara, por medio del cual se establecen instrumentos 
jurídicos de justicia transicional en el marco del ar-
tículo 22 de la Constitución Política y se dictan otras 
disposiciones.

Esta iniciativa constitucional ya fue aprobada en 
primera vuelta, y en tres debates en su segunda vuel-
ta. El objetivo de este proyecto es dar coherencia a 

los mecanismos de justicia transicional en Colombia, 
abriendo un espacio constitucional para el desarrollo 
de una estrategia integral que permita al mismo tiem-
po la máxima satisfacción posible de los derechos de 
las víctimas y el logro de la transición hacia la paz.

1. EL FORTALECIMIENTO DEL ESTADO 
DE DERECHO Y LAS GARANTÍAS DE NO 
REPETICIÓN

La justicia transicional ha sido entendida por la 
doctrina internacional como el conjunto de medidas, 
de diversa naturaleza, que pone en práctica una Na-
ción para hacer frente a un legado de violaciones a 

-
da, se encuentra en el fortalecimiento del Estado de 
derecho como consecuencia de la aplicación integral 
de las distintas medidas. La investigación y sanción 
de los responsables de las más graves violaciones a 
los DDHH, la creación de comisiones de la verdad, 
la reparación administrativa de las víctimas y las re-
formas institucionales, son instrumentos de justicia 

es el número de desmovilizados condenados, o de 
informes de la verdad publicados o de víctimas in-
demnizadas; sino la contribución colectiva de todas 
las medidas para reconocer que hubo gravísimas vio-

-

a repetir. Es precisamente a través de reconocer que 
esas violaciones tuvieron lugar, que son condenables 

la vigencia de las normas y del Estado de derecho 
en general. En este sentido el reconocimiento de los 
derechos de las víctimas, el esclarecimiento de la 
verdad y la implementación de reformas institucio-
nales, son herramientas que además de garantizar los 

-
cia de las normas de derecho.

El objetivo último es romper el círculo vicioso del 
recurso a la violencia organizada como herramien-
ta para tramitar las diferencias en la sociedad, para 
así lograr que las violaciones no se vuelvan a repetir. 
Desarticular los grupos armados y sus redes de apo-
yo es el primer paso, pero la garantía de la autoridad 
legítima en el territorio es la medida necesaria para 
asegurar la protección de los derechos de los ciuda-
danos y el reconocimiento por parte de todos de las 
reglas del juego democrático.

Existen al menos dos entendimientos de las ga-
rantías de no repetición. Está por una parte su orien-
tación en favor de lograr la cesación de las viola-
ciones continuadas, el esclarecimiento de la verdad, 
la búsqueda de personas desaparecidas, los ofreci-
mientos públicos de perdón y las reformas institucio-
nales necesarias, como elemento del derecho de las 
víctimas a la reparación integral. De otro lado, la no 
repetición puede también ser entendida como la ca-
pacidad de protección efectiva de la población para 

recurso ilegítimo al uso de la fuerza. La efectividad 
de las medidas de no repetición, en el segundo enten-
dimiento, depende principalmente de la implementa-
ción integral y coherente de una serie de esfuerzos 

de derecho. 
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En este sentido este proyecto de acto legislati-
vo pretende estabilizar las reglas que regulan los 
procesos de justicia transicional. A través de la in-
troducción de medidas como los mecanismos extra-
judiciales de investigación y sanción y de esclareci-
miento, el acto contribuye a generar un sistema in-
tegral para la satisfacción efectiva de los derechos 
de las víctimas, lo que a su vez fortalece el Estado 
de derecho. La creación de un sistema reglado de 
priorización y selección permite garantizar que las 
razones que llevan a los Fiscales a concentrarse en 
la judicialización de un caso en vez de otro sean 
establecidas de manera democrática y sean presen-
tadas de manera transparente a la ciudadanía. Final-

instrumentos de justicia transicional a aquellas or-
ganizaciones criminales que no sean grupos arma-
dos al margen de la ley (en los términos de la Ley 
782 de 2002 y el Protocolo II Adicional a los Con-
venios de Ginebra), contribuye también a distinguir 
la excepcionalidad de la normalidad, evitando con-
taminar el sistema ordinario de Administración de 
Justicia. 

Estas medidas nutren una relación multidirec-
-

nibilidad de la paz, las garantías de no repetición 
y el fortalecimiento del Estado de derecho en todo 
el territorio nacional. De una parte sólo si se termi-

que contribuya de manera irreversible a la sosteni-
bilidad de la paz y la no repetición. De otra, es la 
implementación efectiva e integral de una serie de 
medidas transicionales lo que permite asegurar que 
la transición se asiente sobre bases sólidas y que 
como resultado sea posible lograr el fortalecimien-
to del Estado de derecho. 

En ese sentido, este acto legislativo se enmarca 
dentro de la tradición de herramientas de justicia 
transicional cuyo objetivo último es el fortaleci-
miento del Estado de derecho en todo el territo-
rio nacional. Las medidas que aquí se pretenden 
incorporar en la Constitución establecen el marco 
general necesario para que a través de una política 
integral sea posible garantizar de manera efectiva 
los derechos de las víctimas y abrir la puerta para 
procesos de paz futuros que permitan la termina-

de una paz sostenible.
De ahí que a pesar de las particularidades de la 

transición colombiana –que se explorarán en el si-
guiente capítulo– la implementación de medidas de 
justicia transicional aún antes de la terminación del 

-
trar la vigencia de las normas de derecho, reconocer 
las reglas del juego democrático, y garantizar así la 
vigencia del Estado de derecho en todo el territorio 
nacional. 

Teniendo en cuenta este marco general, a conti-
nuación presentamos las particularidades de la tran-

la implementación de los distintos instrumentos 

necesidad de este acto legislativo; las tradiciones 

interpretativas sobre cómo abordar jurídicamente 
esta transición; las medidas necesarias para reen-
focar los mecanismos de justicia transicional hacia 
la satisfacción de los derechos de las víctimas, el 
logro de la paz estable y duradera y la no repetición; 

-
rencias entre las amnistías y la selección. 

2. LA TRANSICIÓN DEL CONFLICTO AR-
MADO INTERNO A LA PAZ EN COLOMBIA

literal al paso de una situación x a una y. En el caso 
de Colombia, sin embargo, cabe hacerse primero 
la pregunta: ¿de qué transición estamos hablando? 
No se trata evidentemente de una transición de un 
régimen autoritario a una democracia liberal, del 
tipo que ha constituido el paradigma y la base de 
la doctrina internacional de la justicia transicional. 

que supone unas consideraciones adicionales a la 
comprensión tradicional de la justicia transicional. 

-
mocracia colombiana, el “momento transicional” 
de ampliación y profundización de la democracia 
se dio ya hace dos décadas en 1991 con la promul-
gación de una nueva Constitución que se entendió 
a sí misma, en palabras de la Corte Constitucional, 
como “un tratado de paz”. En este sentido, estamos 
más bien frente a impedimentos para la materializa-
ción plena de la Constitución y no ante la creación 
de un nuevo marco constitucional. El mayor de esos 
impedimentos es sin duda la continuidad del con-

“transición” debe ser entendido en el caso de Co-
lombia primordialmente como la transición de una 

-
mos decir entonces que Colombia se encuentra en 
una transición inconclusa.

Una transición de esta naturaleza supone unos 
niveles mucho más grandes de complejidad. Prime-

el tiempo, los instrumentos de justicia transicional 
deben hacer frente a cientos de miles de violaciones 
producto de décadas de confrontación armada. Al 
igual que otras sociedades en transición, Colombia 
enfrenta el legado de violaciones a los Derechos 
Humanos e infracciones al DIH, pero en este caso 

y entremezclado con la criminalidad. Esto supone 
un reto particular porque los instrumentos que dejó 
la Asamblea Constituyente de 1991 para el logro 
de la paz (es decir, el tratamiento preferencial de 
los delitos políticos), han sido sobrepasados por el 

-

uso de estas herramientas para dar un tratamiento 
adecuado a un legado de violaciones con estas ca-
racterísticas, ni por lo mismo es posible asegurar 
una adecuada satisfacción de los derechos de las 
víctimas. Por otro lado resulta imposible e incluso 
contraproducente tratar un volumen de violaciones 
e infracciones de esa magnitud dentro del marco de 
la justicia ordinaria.
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Segundo, porque como los actores armados no 
dejan las armas al mismo tiempo, la transición co-
lombiana es una transición gradual, o mejor, una 
transición “por capítulos”. Esto crea necesariamen-
te unos desequilibrios en la aplicación de medidas 
de transición –por ejemplo, en la satisfacción del 

estrategia. Por otra parte, la gradualidad de la tran-
sición abre la puerta para que mecanismos de na-
turaleza transicional se confundan paulatinamente 
con mecanismos de la justicia ordinaria, contradi-
ciendo no sólo el objetivo de superación y “cierre” 

-
nal y confundiéndose nocivamente con la justicia 
ordinaria.

Tercero, porque como la transición es del con-

los desmovilizados se convierte en un elemento 
esencial para garantizar la no repetición de las vio-
laciones masivas y para hacer efectivos los dere-
chos de las víctimas. 

Y cuarto, por todo lo anterior, la transición en 
Colombia supone un entendimiento más amplio de 

-
to la necesidad de hacer frente al legado de graves 
violaciones, como de lograr la transición, dentro de 
un objetivo general de fortalecimiento del Estado 

Constitución de 1991. Tradicionalmente, la justicia 
transicional ha sido entendida como el conjunto de 
mecanismos que entran a operar con posterioridad a 

-
men autoritario. En esos contextos, la justicia tran-
sicional no contribuye al logro de la paz, porque 
se entiende que la violencia ya ha cesado, y que se 
trata precisamente de hacer frente a hechos ocurri-
dos en el pasado.

aliento, como el colombiano, la diferencia se en-
cuentra en que los abusos de gran escala no son sólo 
del pasado, y en que los actores que han causado 
esas graves violaciones a los DDHH en algunos 
casos aún están activos. Así, el diseño de instru-
mentos de justicia transicional se hace en medio del 

lo componen se van cerrando. Eso supone que los 
instrumentos de justicia transicional tienen que mi-
rar a la vez hacia el pasado y hacia el futuro, y que 
entre las exigencias de la transición y las exigencias 
del tratamiento al legado de violaciones puede ha-
ber tensiones que hay que ponderar dentro del mar-
co constitucional. 

en Colombia son especialmente agudos. Los instru-
mentos de justicia transicional deben contribuir al 

-
terialización de la Constitución, el fortalecimiento 
del Estado de derecho y la satisfacción de los dere-
chos de las víctimas. Como lo ha señalado la Corte 
Constitucional:

“[La justicia transicional] aspira a superar una 
situación de con icto o poscon icto, haciendo efec-
tivos en el mayor nivel posible, los derechos a la 
verdad, la justicia y la reparación de las víctimas 

frente a un pasado de graves y sistem ticas viola-
ciones de los Derechos Humanos, teniendo como 
límite la medida de lo que resulte conducente al lo-
gro y mantenimiento de la paz social”1. 

-
dades propias de la justicia transicional en tales 
contextos, exigen tener en cuenta para la satisfac-
ción de los derechos de las víctimas a la verdad, la 
justicia y la reparación, otras consideraciones par-

combatientes, la prevalencia de condiciones de se-
guridad en el territorio y en general la satisfacción 
de las garantías de no repetición. No repetición de 
las violaciones sufridas por las víctimas y no repeti-
ción de nuevas violaciones en contra de nuevas víc-
timas. Como lo ha señalado la ONU, el diseño de 
instrumentos de justicia transicional hace necesario 
“optar por un planteamiento que equilibre múltiples 
objetivos, entre los que se encuentran la búsqueda 
de la rendición de cuentas, la verdad y la repara-
ción, la preservación de la paz y la construcción de 
la democracia y el Estado de derecho”2.

Si bien la Corte Constitucional ha establecido 
que es necesario hacer una ponderación entre la 
paz, la justicia en tanto valor objetivo, la justicia 
como derecho de las víctimas y los demás derechos 
de estas a la verdad, la reparación y la no repeti-
ción, la misma Corte también ha advertido que la 
paz no puede convertirse en una razón de Estado 

cada caso en concreto ponderar si una serie de me-

-
chos de las víctimas y el logro de la no repetición. 
En palabras de la Corte este tipo de medidas podría 
autorizarse cuando constituyan “un medio para rea-
lizar los derechos de las víctimas a la no repetición 

la verdad –si quienes se desmovilizan revelan las 
conductas delictivas cometidas, a la reparación –si 
en el proceso de desmovilización se consagran re-
glas que llevan a los desmovilizados a satisfacer ese 
derecho de las víctimas–”3.

En este sentido, no porque la transición tenga 

de las justicia transicional sean más amplios, pue-
de alegarse que el Estado no tiene la obligación de 
satisfacer los derechos de las víctimas. Tanto las 
normas incorporadas en la Ley de Víctimas, como 
aquellas que se proponen en el proyecto de acto 
legislativo apuntan hacia el esclarecimiento pleno 
de la verdad –al abrir la posibilidad de crear me-
canismos complementarios de carácter judicial y 
extrajudicial que permitan el esclarecimiento pleno 
de patrones y sistemas de macro-criminalidad–; la 
efectiva reparación de las víctimas –a través de los 
mecanismos administrativos de restitución, repara-
ción, rehabilitación y satisfacción–; la garantía de 
no repetición –porque sin paz no hay garantía del 
derecho a la vida y a la integridad física, y sin es-
1  C. Const, C-771/2011, N. Pinilla.
2 Consejo de Seguridad, “El Estado de derecho y la justi-

cia de transición en las sociedad que sufren o han sufrido 

3 Ídem.



Página 18 Martes, 12 de junio de 2012 GACETA DEL CONGRESO  342

tos derechos no existe la base para gozar de los de-
más–; y la satisfacción de los derechos de las vícti-
mas y de la sociedad a la justicia –a través de todas 
estas medidas entendidas de manera integral, más 
la persecución penal de los máximos responsables y 
la investigación y sanción extrajudicial de quienes 
no sean perseguidos penalmente–.

Para estos efectos el Gobierno Nacional se ha 
venido anticipando y ha decidido poner en marcha 
una ambiciosa estrategia de atención de todas las 
víctimas de los grupos armados al margen de la 
ley, independientemente de que se hayan celebrado 
acuerdos de paz con ellos, porque de otra manera 

mismas víctimas. A diferencia de otros procesos de 
reforma del marco de justicia transicional, este acto 
legislativo se enmarca dentro de la promulgación de 
la Ley 1448 de 2011 –Ley de Víctimas– que intro-
duce por primera vez en el país, un marco completo 
para la reparación integral de las víctimas. Gracias 
a ello, la autorización para crear mecanismos ex-
trajudiciales de justicia transicional, la implemen-
tación de las medidas de priorización y selección de 
casos, y la posibilidad de renunciar a la persecución 
penal de los casos no seleccionados, son medidas 
que contribuyen a garantizar de manera efectiva los 
derechos de las víctimas. Sin importar qué casos se 
prioricen o seleccionen a futuro, ni para qué casos 
se establezcan mecanismos extrajudiciales, la Ley 
de Víctimas garantiza que todas las víctimas del 

-
gramas integrales. 

El proyecto de acto legislativo pretende enton-
ces: 

de todos los instrumentos de justicia transicional.

los derechos de las víctimas a la verdad, la justicia 
y la reparación.

-
ticia transicional extrajudiciales de investigación y 
sanción que permitan la satisfacción efectiva de los 
derechos de las víctimas.

-
plementarios de carácter extrajudicial para el es-
clarecimiento de la verdad y la reparación de las 
víctimas.

verdad.
-

ción como los de selección son inherentes a los ins-
trumentos de justicia transicional.

-
diante ley estatutaria, criterios de selección en mate-
ria de investigación penal que permitan concentrar 
los esfuerzos de judicialización en la persecución 
de los máximos responsables de los crímenes más 
graves y lograr el esclarecimiento pleno de patrones 
y contextos de macro-criminalidad.

-
mentos de justicia transicional.

-
cos de justicia transicional que puedan ser aplicados 

garantizando así la contribución de todas las partes 
al esclarecimiento de la verdad.

el tratamiento de los agentes del Estado responda a 
la función constitucional que les ha sido encomen-
dada.

justicia transicional, cuando se trate de miembros 
de grupos armados al margen de la ley, a la desmo-

acuerdo de paz o a su desmovilización individual 
en el marco de los procedimientos establecidos por 
el Gobierno Nacional.

-
mentos de justicia transicional y su limitación a 

-
mado, y

de paz requiere la liberación previa de los secues-
trados.

En últimas, en el caso de Colombia tanto las exi-
gencias de la transición, como el necesario recono-
cimiento de las víctimas y de la satisfacción de sus 
derechos apuntan hacia un objetivo común: el for-
talecimiento del Estado de derecho. Esto sólo será 
posible lograrlo si se pone en marcha una verdadera 
estrategia integral que permita combinar una serie 
de medidas de diversa naturaleza, que contribuyan 
de manera articulada al esclarecimiento y la ren-

violencia, y permitan la satisfacción efectiva de los 
derechos de las víctimas.

Teniendo en cuenta estos objetivos, a continua-

la implementación de los distintos instrumentos de 
-

cesidad de este acto legislativo.
3. LA APLICACIÓN DE INSTRUMENTOS 

-
BIA: LECCIONES APRENDIDAS

Al menos desde la Ley 418 de 1997 y sus respec-
tivas prórrogas, pasando por la Ley 975 de 2005, la 
Ley 1424 de 2010 y la Ley 1448 de 2011 –Ley de 
Víctimas–, Colombia ha desarrollado una serie de 
instrumentos de justicia transicional para responder 
a diferentes coyunturas de violencia, con mayor o 
menor éxito. Si bien hay muchas lecciones aprendi-
das en estos procesos, no está clara la relación entre 
los diferentes instrumentos jurídicos, ni tampoco 
–y este es el punto fundamental– la contribución 

de la justicia transicional y, en particular, hacia el 
fortalecimiento del Estado de derecho. 

Por eso resulta necesario hacer un mapa de los 
distintos instrumentos de justicia transicional que 

de su implementación, y como consecuencia de 
ello extraer lecciones aprendidas para la aplicación 
efectiva de instrumentos de justicia transicional a 
futuro. 
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a) -

En Colombia se han venido aplicando una se-
rie de instrumentos de justicia transicional que han 
respondido a situaciones coyunturales. La Ley 418 
de 1997, también conocida como la Ley de Orden 
Público (y prorrogada hasta el 2014 por la Ley 1421 
de 2010) es la norma base a través de la cual se con-
sagran los instrumentos para la desmovilización de 
los grupos armados organizados al margen de la ley. 
Esta contempla disposiciones para facilitar el diálo-
go y la suscripción de acuerdos de paz en el marco 
de las normas del Derecho Internacional Humanita-
rio, así como para el desarme y la desmovilización 
tanto individual como colectiva. 

mediante la cual se eliminó la necesidad de recono-
cimiento político para las organizaciones armadas. 

-

delitos políticos, tales como el indulto, la cesación 
de procedimiento, la resolución de preclusión de 
la instrucción o la resolución inhibitoria. Sin em-

personas que hubiesen cometido conductas consti-
tutivas de actos atroces de ferocidad o barbarie, te-
rrorismo, secuestro, genocidio, homicidio cometido 
fuera de combate o colocando a la víctima en estado 

los miembros de las guerrillas que se desmovilicen 
individualmente y que sólo hayan cometido delitos 
políticos y sus conexos. 

Para el caso de los desmovilizados rasos de los 
grupos paramilitares (que no son considerados de-
lincuentes políticos de conformidad con la juris-
prudencia de la Corte Suprema de Justicia y por lo 

contemplados en la Ley 782 de 2002), la Ley 1424 

quienes se comprometieran con el proceso de rein-
tegración a la sociedad y con la contribución al es-
clarecimiento de la verdad en el Centro de Memoria 
Histórica. 

Por otra parte, la Ley 975 de 2005 o Ley de 

reincorporación a la sociedad de los miembros de 
grupos armados organizados al margen de la ley 
que estuvieran dispuestos a contribuir de manera 
efectiva a la consecución de la paz y que fuesen 
responsables de conductas que no podían ser con-
sideradas como conexas al delito político. En este 
sentido, esta ley dispuso un proceso especial de in-
vestigación y juzgamiento, según el cual los postu-
lados a la ley deben colaborar de manera efectiva 
con la reconciliación nacional y con los derechos 
de las víctimas a la verdad, justicia y reparación, 
a cambio de la posibilidad de acceder a una pena 
alternativa de 5 a 8 años. 

Por último, en junio de 2011 fue expedida la Ley 
1448 conocida como Ley de Víctimas, mediante la 
cual se establece un conjunto de medidas judiciales, 
administrativas, sociales y económicas, individua-

hayan sufrido un daño como consecuencia de in-

fracciones al Derecho Internacional Humanitario o 
-

ternacionales de Derechos Humanos, ocurridas con 

Estos distintos instrumentos han sido aplicados 
de manera concomitante pero no necesariamente 
coherente, o articulada. A continuación se presenta 
un diagnóstico de los principales problemas en la 
implementación de estos mecanismos. 

b) 

Un balance de los instrumentos de justicia tran-
sicional aplicados hasta la fecha en el país permite 
advertir al menos tres graves riesgos que compro-
meten la garantía efectiva de los derechos de las 
víctimas: i) riesgo de impunidad; ii) no esclareci-
miento de la verdad; y iii) imposibilidad de garanti-
zar la no repetición. 

i) 
Más allá de cuál ha sido el objetivo inicial de 

cada uno de los instrumentos de justicia transicio-
nal, y del mayor o menor éxito que hayan tenido, 
el país ha carecido de una verdadera estrategia de 
justicia transicional que oriente la aplicación de los 
diferentes instrumentos de justicia transicional y de 
los esfuerzos complementarios a los que haya lugar; 
diferencie este “sistema transicional” de la adminis-
tración de justicia ordinaria; facilite el cierre de los 

Colombia; y potencie la satisfacción efectiva de los 
derechos de las víctimas. En efecto, la aplicación de 
estos instrumentos nos ha dejado lecciones apren-
didas importantes, y ha logrado evidenciar a través 
de sus debilidades las necesidades que tiene nuestro 
país en materia de justicia transicional. Partiendo 
de una pretensión común de verdad, justicia y re-
paración en relación con las atrocidades ocurridas, 

-
grado parcialmente y que el logro de la transición a 
la paz y de la garantía efectiva de no repetición, es 
aún lejano. 

Para empezar, algunos podrían considerar que 
hasta el momento los instrumentos de justicia tran-
sicional aplicados nos acercan a un escenario de 
impunidad. La justicia como valor hace referencia 
al esclarecimiento judicial efectivo de los patrones 
y sistemas para la comisión de graves violaciones 
a los Derechos Humanos, lo que representa una 
estrategia clave en la lucha contra la impunidad y 
en el papel que tiene la justicia transicional de ha-
cer frente a las atrocidades cometidas. No obstan-
te, hasta el momento la estrategia ha sido distinta. 
En esencia ha consistido en pretender investigar 
uno por uno los hechos denunciados por los des-

años después de la entrada en vigencia de la Ley 
de Justicia y Paz y luego de la desmovilización de 
35.299 miembros de grupos paramilitares, se han 
producido apenas siete sentencias de las cuales 

-
dida en la que las investigaciones se hacen “hecho 
a hecho”, “caso a caso”, la simple imputación de 
los hechos denunciados –cerca de 340.000 hasta la 
fecha– podría tardar cerca de 100 años. Pero adi-



Página 20 Martes, 12 de junio de 2012 GACETA DEL CONGRESO  342

cionalmente, un proceso de estas características 
no es sostenible a futuro, pues tiene el agravante 
de que cada vez más y más postulados están consi-
derando la posibilidad de renunciar al proceso de 
Justicia y Paz y no confesar los hechos en los que 
participaron por la inseguridad jurídica en la que 
se encuentra actualmente el proceso. De los 4.643 
desmovilizados postulados a Justicia y Paz, la ma-
yoría cumplirá 8 años de detención preventiva en 
diciembre de 2014, sin expectativa clara de que su 
caso sea resuelto. Pero lo más grave es que esta 
situación no contribuye a la satisfacción efectiva 
de los derechos de las víctimas. 

Pero el problema no es simplemente del tama-
ño de las cifras y de las capacidades del Estado. 
Es ante todo un problema de enfoque y de com-
prensión de cómo desarrollar un proceso efectivo 
de justicia transicional para que todos sus com-
ponentes apunten de manera definitiva hacia el 
fortalecimiento del Estado de derecho. Antes que 
mirar las cifras de número de casos resueltos y de 
años que nos tardaría resolverlos, es preciso ad-
vertir que el enfoque investigativo actual no per-
mite a la Fiscalía General de la Nación concentrar 
sus esfuerzos y recursos en los casos de los “más 
responsables” –como es la práctica internacio-
nal de lucha contra la impunidad– ni esclarecer 
patrones y contextos regionales de la operación 
de los distintos actores del conflicto, como sería 
el objetivo primordial de la justicia transicional, 
sino que fomenta la investigación de hechos in-
dividuales y aislados. Hoy es evidente la impo-
sibilidad material de investigar hecho por hecho 
todo lo ocurrido. El que la primera sentencia de 
Justicia y Paz se refiriera principalmente al deli-
to de falsedad en documento público, demuestra 
que esta situación antes que garantizar la justicia 
podría generar una situación de impunidad y la 
falta de garantía de los derechos de las víctimas. 
El ejercicio de estos años puede terminar por de-
jarnos con la aplicación de un instrumento de jus-
ticia transicional pero todavía sin la satisfacción 
efectiva de los derechos de las víctimas, a pesar 
de los esfuerzos institucionales.

Así, en la medida en que hasta el momento 
la aplicación de la Ley de Justicia y Paz y los 
demás instrumentos se ha concentrado en la ju-
dicialización de todos los desmovilizados y en 
la investigación de cada uno de los hechos de-
nunciados, los resultados se ven limitados por el 
amplio universo de hechos y de personas a inves-
tigar. Actualmente se han desmovilizado cerca de 
54.000 paramilitares y guerrilleros en el marco 
de la Ley 418 de 1997, de las cuales más del 90% 
no fueron postuladas a la Ley de Justicia y Paz. 
Tomando como base los tiempos de investigación 
e imputación de cargos según la experiencia de 
los procesos de Justicia y Paz, procesar judicial-
mente todos los hechos en los que participaron 
estas personas sería materialmente imposible y 
no contribuiría a la satisfacción efectiva de los 
derechos de las víctimas. 

Esta es tal vez la lección aprendida más impor-
tante que nos ha dejado la aplicación de estos ins-
trumentos en un caso como el de Colombia: que 
es imposible humana y técnicamente investigar a 
todos los autores y todas las conductas, y que la 
satisfacción de los derechos de las víctimas no se 
logra a través de medidas netamente judiciales y 
aisladas. Tanto así que una pretensión de este tipo 
podría incluso generar “desestabilización política y 
división social”4 y no contribuir de manera efecti-
va al fortalecimiento del Estado Social de Derecho. 

-

“cuando han sido miles de personas las que han 
participado en la comisión sistemática de crímenes, 
es imposible proceder judicialmente contra todos. 
Es fundamental establecer un conjunto de criterios 

-
cación de aquellos sospechosos que van a ser inves-
tigados y procesados”5.

a priorizar los casos, estos conservarían la respon-
sabilidad por ley de investigar todos y cada uno de 
los hechos y todo el universo de los menos respon-
sables, para quienes los términos y preclusiones 
correrían de forma paralela. Sólo si hubiere cesa-
ción de la acción penal para quienes no han sido 
señalados como los más responsables mediante un 
proceso de selección positiva (a través de criterios 

una lógica estratégica de concentrarse en los más 
responsables y en los hechos más atroces, lo que 
permitiría garantizar de manera más efectiva los 
derechos de las víctimas. Por otra parte, la prio-
rización sin selección generaría una falsa tran-
quilidad acerca de la satisfacción efectiva de los 
derechos de las víctimas pues se asumiría que la 
posición de no renunciar nunca a la acción penal 
es más garantista. Sin embargo, en la práctica, esa 
falsa tranquilidad se convierte en impunidad de 
facto, pues los casos quedan pendientes de manera 

al proceso penal del máximo responsable y/o a 
mecanismos extrajudiciales de esclarecimiento, se 
quedan esperando eternamente a que su caso, al 

-
do. Adicionalmente, de no existir la posibilidad de 
cesar la acción penal en los casos no priorizados, 
los desmovilizados permanecen en absoluta inse-
guridad jurídica, lo que compromete su posibi-
lidad de reintegración efectiva a la sociedad. La 
posibilidad de acceder a un trabajo digno y por lo 

verá seriamente afectada si el desmovilizado per-
manece de manera indeterminada en situación de 
inseguridad jurídica. 
4 Kritz, Neil J. Coming to terms with atrocities: a review 

of accountability mechanisms for mass violations of hu-
man rights. 59 Law & Contemp. Probs. 127, 1996. Pági-
nas 138-139.

5

para los Derechos Humanos (ACNUDH), Instrumentos 
del Estado de derecho para sociedades que han sufrido 

á-
gina 7.
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Esta debilidad evidente de los instrumentos de 
justicia transicional actuales nos deja una impor-
tante lección aprendida y es que para alcanzar la 
justicia como valor y el fortalecimiento del Estado 
de derecho, ni el camino ni el enfoque pueden ser 
los mismos de la justicia ordinaria. Como lo de-
muestran las experiencias internacionales es nece-
sario hacer una selección positiva de aquellos casos 
de los más responsables y contar con mecanismos 
extrajudiciales que permitan esclarecer el contexto 
general de las violaciones ocurridas en el marco del 

vez más cerca a la impunidad y más lejos de las sa-
tisfacción efectiva de los derechos de las víctimas. 

ii) 
La aplicación de los instrumentos de justicia 

transicional hasta la fecha enfrenta graves debilida-
des en materia de esclarecimiento de la verdad. Los 
seis años de implementación del proceso de Justi-
cia y Paz no han llevado a la construcción de una 
verdad completa o satisfactoria ni siquiera en mate-
ria judicial. La verdad ha estado limitada y condi-
cionada a las confesiones de los desmovilizados, y 
las investigaciones no han permitido esclarecer los 
patrones de macro-criminalidad. El enfoque de las 
investigaciones “hecho a hecho”, la falta de selec-
ción positiva y priorización frente a los casos, y la 
imposibilidad de involucrar a todos los actores del 

-
ceso de esclarecimiento de la verdad. Por otra parte, 
lo cierto es que el derecho de las víctimas y de la 
sociedad a conocer la verdad no se vería satisfecho 
de ningún modo sólo con una verdad judicial. Sin 
otros mecanismos extrajudiciales que contribuyan 
al esclarecimiento de los contextos, no será posible 
reconstruir los escenarios de lo ocurrido.

La Ley 1424 de 2011, por ejemplo, constituye 
el único marco jurídico vigente para el tratamiento 
integral de los desmovilizados rasos de los grupos 
paramilitares que incorpora un mecanismo extra-
judicial para el esclarecimiento de la verdad. Sin 
embargo, y debido al marco constitucional vigente 
que no permite una herramienta distinta, esta nor-
ma implica la investigación penal hecho por hecho, 
por lo que si bien representa una oportunidad para 
abrir el camino hacia la garantía del derecho a la 
verdad, si el enfoque investigativo no se transfor-
ma, nos tomaría más de 500 años formular cargos 

jurídicos a los desmovilizados que hayan incu-
rrido únicamente en los delitos de concierto para 
delinquir simple o agravado, utilización ilegal de 
uniformes e insignias, utilización ilícita de equipos 
transmisores o receptores, porte ilegal de armas de 
fuego o municiones de uso privativo de las Fuerzas 
Armadas o de defensa personal, como consecuen-
cia de su pertenencia a dichas agrupaciones. Si bien 
la ley contempla un mecanismo extrajudicial para 
el esclarecimiento de la verdad, y para ello ofrece 
como incentivo la no autoincriminación al momen-
to de relatar los hechos; no está claro si se limita a 
hechos relacionados únicamente con estos delitos 
o se extiende a otros delitos cometidos por la or-

ganización. De limitarse a los delitos relacionados 
con la pertenencia, la información que recogería el 
Centro de Memoria Histórica se reduciría conside-
rablemente pues los desmovilizados no tendrían in-
centivos para contar toda la verdad. 

Como se observa, el marco constitucional ac-
tual no ha permitido que los instrumentos de jus-
ticia transicional que están siendo aplicados hoy 
en Colombia cuenten con mecanismos judiciales o 
extrajudiciales que contribuyan de manera efecti-
va al esclarecimiento de la verdad y lo que se ha 
logrado hasta el momento en materia de verdad es 

-
tos no están dirigidos a la totalidad de los actores 

convierte en una debilidad importante a la hora de 
buscar garantizar la satisfacción del derecho a la 
verdad de las víctimas y la sociedad. Esto último 
nos deja en el escenario de una verdad fragmentada, 
parcializada, que a nivel individual no satisface el 
derecho de las víctimas y que a nivel de sociedad 

y la garantía de no repetición. 
El acto legislativo incorpora la posibilidad de 

crear mecanismos extrajudiciales que permitan 
complementar el proceso penal. Estas estrategias 

patrones y sistemas de criminalidad que facilitaron 
el desarrollo de las graves violaciones a los DDHH 

renuncia a la persecución penal de los casos que 
no sean seleccionados, el acto permite concentrar 
esfuerzos y recursos de judicialización en los máxi-

-
tiva al esclarecimiento de los hechos cometidos por 
estos grupos. La visión del acto es lograr la integra-
lidad de las medidas de justicia transicional, para 
que el derecho de la sociedad y de las víctimas al 

-
do no sea entendido como el resultado de un proce-
so penal hoy o en 100 años, sino como la sumatoria 
de una serie de medidas judiciales y extrajudiciales 
que nos conlleven a entender qué nos pasó como 
sociedad. 

iii)  

Hasta el momento se han evidenciado dos debi-
lidades claras de los instrumentos de justicia transi-
cional aplicados en Colombia: un enfoque de inves-
tigación que nos acerca más a la impunidad que a la 
justicia y posibilidades altamente limitadas de lo-
grar el esclarecimiento de la verdad. Pero además, 
si la investigación no es efectiva y no se esclarece 
la verdad de lo ocurrido, no será posible evitar la 
repetición de los hechos violentos ocurridos en el 

Como se mencionó en el segundo capítulo de 
esta ponencia, en Colombia nos enfrentamos al reto 
de diseñar mecanismos de justicia transicional con 
grandes impedimentos, y el mayor de ellos es sin 

Precisamente si entendemos que Colombia requiere 

la paz, la desmovilización, la reintegración efecti-
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va de los ex combatientes, la prevalencia de con-
diciones de seguridad en el territorio y en general 
las garantías de no repetición, adquieren un papel 

lograr la paz, como el de hacer frente a las atroci-
dades cometidas, y de satisfacer los derechos de las 
víctimas, son posibles única y exclusivamente si se 

no repetición de las violaciones cometidas. De lo 
contrario no hay una transición efectiva, no se satis-
facen los derechos de las víctimas, y los instrumen-
tos de justicia transicional se vuelven permanentes 
y ordinarios. 

El problema es que los instrumentos de justicia 
transicional que vienen siendo aplicados en el país 
no dan respuesta a esta necesidad. En primer lugar, 
la ausencia de incentivos serios para la contribución 

efectiva, han contribuido de manera directa al rear-
me de miembros de grupos armados ilegales. Así, 
los desmovilizados que ya no confían en el Estado 
debido al cambio constante en las reglas del juego, 
son absolutamente vulnerables al reclutamiento por 
parte de bandas criminales emergentes que delin-
quen en zonas en donde aún no se ha logrado la 
consolidación del Estado de derecho. Por otra parte, 
la ausencia de un enfoque investigativo que permi-
ta dilucidar los sistemas de macro-criminalidad ha 

que nuevos grupos retomen las administración cri-
minal del territorio. 

4. -
-

SICIONAL 
-

didas ejemplarizantes que resultan de la aplicación 
de los instrumentos justicia transicional, este pro-
yecto de acto legislativo responde a la necesidad de 

de garantizar que la Rama Judicial concentre sus 
esfuerzos de investigación y sanción en los “máxi-
mos responsables” y permita el esclarecimiento, 
en un tiempo razonable, de los sistemas de macro-

-
terno. Sin embargo, este reenfoque debe partir de 
un análisis cuidadoso la jurisprudencia establecida 
por la Corte Constitucional y la Corte Suprema de 
Justicia, que en distintas ocasiones han privilegia-

del logro de la paz y la no repetición ha cobrado 
-

ción ha excluido estos elementos. A continuación 
se exploran los elementos esenciales de estas dos 
tradiciones jurisprudenciales. 

a) 
La tradición “maximalista” hace referencia a la 

interpretación de las obligaciones del Estado y la 
ponderación entre los valores constitucionales en 

paz como si se tratara de situaciones de normalidad, 
sustentado en la premisa de que en estos contex-

debe ser aún más estricta. Bajo este entendido por 
ejemplo, la paz o la no repetición son valores cons-

titucionales que o no son incorporados dentro de la 
ponderación, o son incorporados sólo parcialmente.

A nivel internacional, dentro de esta tradición 
se inscriben algunas decisiones judiciales e infor-
mes de los órganos del sistema interamericano de 

Estado (inscrita en el deber de garantía6) de inves-
tigar y sancionar penalmente todas las graves vio-
laciones de Derechos Humanos7 y procurar, si es 
posible, el restablecimiento del derecho conculcado 
y la reparación de los daños producidos por la vio-
lación de Derechos Humanos8.

A nivel nacional, quizás el principal ejemplo 
de esta tradición jurisprudencial se encuentra en la 
Sentencia C-936 de 2010, mediante la cual se revi-
só la constitucionalidad de la Ley 1312 de 2009 que 
creó, entre otros, un nuevo numeral del principio de 
oportunidad para renunciar a la persecución penal 
de los desmovilizados que no hubiesen cometidos 
delitos de lesa humanidad. La Corte Constitucio-
nal consideró que la constitucionalidad de tal nor-
ma tenía que ser analizada en un marco de política 
criminal ordinaria y no de justicia transicional. Así, 
según esta, como la norma “no es el producto di-
recto de un acuerdo nacional para la búsqueda de la 
paz, que parta del reconocimiento de la existencia 
de una situación de violación masiva de Derechos 

-
nidad [,] [n]o resulta, en consecuencia, aplicable en 
esta oportunidad la metodología de la ponderación 
entre la justicia y la paz, a la cual ha acudido la 
Corte en otras oportunidades. El marco, propuesto 
por el propio legislador, es el de la política criminal 
ordinaria del Estado, y en ese ámbito se ubicará el 
análisis de constitucionalidad”9.

Esta tradición ha existido en distintos fallos 
tanto de la Corte Constitucional como de la Corte 
Suprema de Justicia, que han optado, por ejemplo, 
por dar un tratamiento de delito ordinario a los crí-

interno. En 1997 la Corte Constitucional consideró 
que incluso las lesiones y los homicidios en com-
bate tenían que ser sancionados como delitos or-
dinarios10. En 2003, la Corte Suprema de Justicia 
consideró que no había lugar a considerar el delito 
de rebelión si la organización no tiene ideología so-
lidaria orientada al bien común, sus comportamien-

-
batían contra el Estado11; tesis que fue reiterada en 
6 Ver, entre otros, los siguientes casos de la Corte IDH: 

Caso Vel squez Rodríguez; Caso Ibsen C rdenas e Ibsen 
Peña; Caso de la Masacre de las Dos Erres; Caso Go-
mes Lund y otros (Guerrilha do Araguaia).

7 Ver, entre otros, los siguientes casos de la Corte IDH: Caso 
Vel squez Rodríguez; Caso Cabrera García y Montiel Flo-
res; Caso Gomes Lund y otros (Guerrilha do Araguaia).

8 Ver, entre otros, los siguientes casos de la CorteIDH: 
Caso Vel squez Rodríguez; Caso Garibaldi Vs. Brasil; 
Caso Gomes Lund y otros (Guerrilha do Araguaia).

9 C. Const, C-936 de 2010, LE. Vargas. 
10 C. Const, C-456 de 1997, J. Arango. 
11 CSJ, S. Penal, 10/09/2003, r21343, A. Pérez. Al respec-

procesado no tiene ninguna ideología solidaria orienta-
da al bien común; si agrede a los habitantes habituales 
de determinada zona (…); si realiza comportamientos 
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pronunciamientos posteriores de esa misma corpo-
ración12. En 2005, la Corte Suprema reiteró que la 
pertenencia a grupos armados al margen de la ley 

-

forzada, graves infracciones al Derecho Internacio-
nal Humanitario o la conformación de escuadrones 
de la muerte o sicarios para la comisión de homici-

siempre el delito de concierto para delinquir13. Ese 
mismo año, la Corte Suprema estableció que la con-
ducta paramilitar correspondía a una situación de 
criminalidad común al concluir que los miembros 

-
dultos o amnistías14.

Más allá de la discusión sobre el delito político, 
estas interpretaciones llevaron a la Corte Supre-
ma de Justicia a construir la tesis según la cual la 
mera pertenencia en un grupo armado organizado 
constituye un delito de lesa humanidad, porque se 

-
viduo independientemente de su grado de responsa-
bilidad, analizando las conductas delictivas de los 
miembros de grupos armados al margen de la ley 

-
ciados con indultos o amnistías. Esta tesis se con-
solidó en abril de 2008, cuando la Corte concluyó 
que “[p]ara llegar a considerar a los responsables de 
concierto para delinquir como autores de delitos de 
lesa humanidad deben estar presentes los siguien-
tes elementos: (i) Que las actividades públicas de 
la organización incluyan algunos de los crímenes 
contra la humanidad; (ii) Que sus integrantes sean 
voluntarios; y (iii) Que la mayoría de los miembros 
de la organización debieron haber tenido conoci-
miento o ser conscientes de la naturaleza criminal 
de la actividad de la organización”15. Así mismo lo 
reiteró la Corte Suprema en abril de 2009, señalan-
do que “al momento de resolver cualquier petición 

-
das de concierto para delinquir agravado ejecutado 

punible como delito de lesa humanidad, y por tan-
to sometido a especiales restricciones o cautelas de 

toma como víctimas al ciudadano común y corriente; si 
no ‘combate’ o ‘lucha’ contra el Estado; y si no le intere-
sa maltratar al establecimiento sino a los integrantes de 

hipotético delito sea el de rebelión”.
12 Ver CSJ Penal, 19/05/2004, r22103, E. Lombana, que 

señala lo siguiente: “el actuar ilícito de los milicianos 
no sólo se dirige contra los miembros de la fuerza pú-
blica por la confrontación ideológico política, sino que 
también victimizan al vecindario y la ciudadanía para 
satisfacer pasiones personales y egoístas, en actos que 
en nada asemejan un combate, ni tienen que ver con el 
proselitismo armado”.

13 CSJ Penal, 18/10/2005, r24312, Y. Ramírez. 
14 CSJ Penal, 11/07/2005, r26945, Y. Ramírez. “quienes 

hayan estado vinculados a los grupos paramilitares o de 
autodefensa, cualquiera sea el grado de participación en 
la organización y en los delitos cometidos por cuenta de 

indulto”.
15 CSJ Penal, 10/04/2008, r29472, Y. Ramírez. 

acuerdo con los compromisos internacionales del 
Estado colombiano”16.

Más allá de los problemas jurídicos particulares 
en cada uno de los casos que sirven para ilustrar 
la tradición “maximalista”, el elemento común es 
que a pesar de tratarse de casos enmarcados en el 

de justicia transicional, no son incorporados den-
tro la ponderación. El resultado de esta tradición 
es un enfoque de investigación ordinario, caso a 
caso, hecho a hecho, en donde todos los miembros 
de los grupos armados al margen de la ley son tra-
tados como criminales de lesa humanidad, y todos 
los crímenes se inscriben también en esta categoría, 
sin importar su generalidad o sistematicidad. Los 
riesgos de impunidad, no esclarecimiento de la ver-
dad y repetición cobran especial relevancia en un 
contexto de violencia masiva, cuyo legado de vio-
laciones es enfrentado bajo esta tradición.

b) 
En contraposición a la tradición “maximalista”, 

tanto la Corte Constitucional como la Corte Supre-
ma de Justicia también han recurrido en distintos 
momentos a una interpretación jurisprudencial en 
donde las obligaciones del Estado y la ponderación 
entre valores constitucionales en contextos de tran-
sición, ha respondido a las particularidades de una 
situación de violaciones masivas a los Derechos 

-
do interno. En estos casos, la paz y la no repetición 
son valores constitucionales que han sido incorpo-
rados en la ponderación. 

A nivel internacional, si bien esta tradición no ha 
estado presente de manera preponderante en el Sis-
tema Interamericano, la jurisprudencia de la Corte 
Interamericana ha avalado mecanismos judiciales 
y extrajudiciales de justicia transicional, y por tan-
to ha aceptado que los estándares del derecho a la 
justicia se interpretan de manera distinta en estos 
contextos. En este sentido, la CorteIDH ha recono-
cido la importancia de los procesos de justicia tran-
sicional para proteger los derechos a la verdad, la 
justicia y la reparación. Precisamente, y a pesar de 
la importancia del concepto de reparación integral 
para la CorteIDH, este Tribunal ha avalado proce-
sos de reparación en marcos de justicia transicional 

-
rechos Humanos (Almonacid Arellano c. Chile). La 
jurisprudencia de la CorteIDH no prohíbe los bene-

-
judiciales que eventualmente permitan cumplir los 
estándares internacionales de investigación y san-
ción en marcos de justicia transicional. De hecho, 
en los pocos casos en los que la CorteIDH ha cono-
cido de mecanismos de justicia transicional que no 
implican una violación de la prohibición de auto-
amnistía, ha considerado que estos mecanismos no 
son contrarios per se a las obligaciones que surgen 
de la Convención Americana sobre Derechos Hu-
manos (La Rochela c. Colombia). Igualmente, en 
el caso de Colombia, la Corte ha reconocido que el 
país debe tener la oportunidad para implementar los 
16 CSJ Penal, 01/04/2009, r31421, Y. Ramírez. 
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mecanismos de justicia transicional de manera que 
se reconozcan adecuadamente los derechos de las 
víctimas (La Rochela c. Colombia).

A nivel nacional, esta tradición ha sido liderada 
por la Corte Constitucional que tanto en la senten-
cia de revisión de constitucionalidad de la Ley 975 
de 2005, como de la de revisión de la Ley 1424 de 
2010, ha reiterado que la ponderación en circuns-

que ocurre en situaciones de normalidad. Así, en la 
C-370 de 2006, la Corte advirtió que “el método 
de ponderación es apropiado para la resolución de 
los problemas que plantea este caso, por cuanto no 
es posible materializar plenamente, en forma simul-
tánea, los distintos derechos en juego, a saber, la 
justicia, la paz, y los derechos de las víctimas”17.

En el mismo sentido lo reiteró recientemente la 
Corte en la Sentencia C-771 de 2011, según la cual 

“el alcance y contenido de los derechos de las 
víctimas a la verdad, la justicia y la reparación, 
(…) podría en casos concretos presentar algunas 
diferencias dependiendo de si los hechos punibles 
de cuya comisión ellos se derivan han de investi-
garse y juzgarse dentro de un contexto que pudie-
ra denominarse ordinario, o en cambio concurren 
circunstancias bajo las cuales resultaría v lida la 
aplicación de instituciones de justicia transicional, 
las que por su misma naturaleza han de conside-
rarse excepcionales. Se trata de un sistema o tipo 
de justicia de características particulares, que as-
pira a superar una situación de con icto o poscon-

icto, haciendo efectivos en el mayor nivel posible, 
los derechos a la verdad, la justicia y la reparación 
de las víctimas frente a un pasado de graves y siste-
m ticas violaciones de los Derechos Humanos, te-
niendo como límite la medida de lo que resulte con-
ducente al logro y mantenimiento de la paz social. 
En este sentido, la justicia transicional se ocupa de 
procesos mediante los cuales se realizan transfor-
maciones radicales a una sociedad que atraviesa 
por un con icto o poscon icto, que plantean gran-
des dilemas originados en la compleja lucha por 
lograr un equilibrio entre la paz y la justicia. El 
propósito fundamental es el de impedir que hechos 
acaecidos en el marco de un con icto vuelvan a 
ocurrir, motivo por el cual su función se concentra 
en el conocimiento de la verdad y en la reparación, 
buscando así dar respuesta a los problemas aso-
ciados a un conjunto de abusos en contra de los 
Derechos Humanos, en un contexto democr tico y 
aplicando medidas de naturaleza judicial o no judi-
cial, a los responsables de los crímenes”18. 

La teoría según la cual las conductas delictivas 

ser tratadas como conductas ocurridas en situa-
ciones de normalidad viene siendo expuesta desde 
la década de los noventa por varios Magistrados. 
Así, por ejemplo, en 1994 los Magistrados Carbo-
nell, Cifuentes, Martínez y Gaviria suscribieron 
una aclaración de voto en la que advirtieron que 
“en determinadas circunstancias históricas sólo el 
legislador por expresa disposición Constitucional, 
17 C. Const, C-370 de 2006, MJ, Cepeda. 
18 C. Const, C-771 de 2011, N. Pinilla.

podrá determinar qué comportamientos socialmen-
te reprochables merecen ser considerados como 
delitos políticos atendiendo al interés general y en 

tales circunstancias, si los motivos de convenien-
cia pública lo hacen necesario, podrá establecer que 
el secuestro es conexo con el delito político para 
asegurar la paz entre los colombianos”19. Similar-
mente, en 1997 los Magistrados Martínez y Gaviria 
salvaron el voto, para advertir que el delito políti-
co debe implicar la absorción de los delitos comu-
nes cometidos en combate, porque separarlos hace 
inviable el privilegio punitivo del rebelde. Según 
ellos, “los hechos punibles cometidos en comba-
te por los rebeldes no son sancionados como tales 
sino que se subsumen en el delito de rebelión, (…) 
pues es la única forma de conferir un tratamiento 
punitivo benévolo a los alzados en armas”20. Así 
mismo, la Corte Suprema de Justicia, en el 2006 
estableció que se debía dar tratamiento de delito po-
lítico a aquellas conductas relacionados con la per-
tenencia a un grupo armado al margen de la ley que 
ejerza operaciones militares en una parte del terri-
torio dirigidas contra las fuerzas regulares o contra 
otros grupos armados cuando atentando contra el 
régimen constitucional estas conductas están vin-
culadas a los objetivos perseguidos por dicho grupo 
ilegal.21

Es importante resaltar que esta posición que sur-
gió por medio de los salvamentos y aclaraciones 
de voto de algunos magistrados, fue retomada por 
la Sala Plena de la Corte Constitucional en 2002, 
cuando esta revisó la constitucionalidad del Estatu-
to de Roma que crea la Corte Penal Internacional. 
A través de la sentencia C-578 la Corte señaló que 

-
lo para futuros procesos de paz y de reconciliación 
nacional en donde se consideren medidas como los 
indultos y las amnistías con sujeción a los paráme-
tros establecidos en la Constitución y en los princi-
pios y normas de derecho internacional aceptados 
por Colombia”22.

Por último, la Corte Suprema de Justicia ha he-
cho énfasis en la importancia de priorizar la inves-
tigación de crímenes de sistema en contextos de 
justicia transicional, dándole un enfoque distinto a 
aquél de la investigación en el marco de situaciones 

sentencia en el marco de un proceso de Justicia y 
-

do al interior del grupo armado y del frente al que 
pertenecía, sus actividades, la estructura de poder 
interna, el modelo delictivo de ese grupo, las ór-
denes impartidas y los planes criminales trazados, 
para contextualizar los delitos por los que se conde-
na dentro del ataque generalizado y sistemático a la 
población civil”23.

Al igual que en el caso de la tradición “maxi-
malista”, los ejemplos jurisprudenciales que aquí se 
19 C. Const. C-069 de 1994, SV A. Carbonell, E. Cifuentes, 

A. Martínez y C. Gaviria.
20  C. Const, C-456 de 1997, SV A. Martínez y C. Gaviria. 
21  CSJ Penal, 18/04/2006, r25317, M. Pulido. 
22  C. Const, C-578/2002, MJ. Cepeda.
23  CSJ Penal, 31/07/2009, r31539, A. Ibánez. 
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exponen responden a problemas jurídicos de diver-
sa índole, pero tienen en común la referencia al caso 

la consecuente inclusión de la paz y la no repetición 
como elementos esenciales en la ponderación. 

c) 

De cara a estas dos tradiciones jurisprudenciales 
el proyecto de acto legislativo busca resolver la ten-
sión existente en la jurisprudencia, aclarando que 
en situaciones de transición como la colombiana, 
la interpretación debe responder a la tradición de 
justicia transicional. Si bien la tradición “maxima-
lista” es la ideal en situaciones de normalidad, en 

la masividad de los crímenes cometidos exige un 
tratamiento extraordinario, los diferentes capítulos 

-
cesiva, y en donde la desmovilización y reintegra-
ción efectiva de los ex combatientes son elementos 
esenciales para la garantía de no repetición; la tra-
dición de justicia transicional es la que mejor pon-
dera los distintos valores constitucionales en juego 
y más importante aún, la que mejor permite garan-
tizar la satisfacción efectiva de los derechos de las 
víctimas. 

Como fue establecido en el segundo capítulo de 
esta ponencia, en transiciones como la colombiana, 

importancia de hacer frente a las violaciones ocurri-
das, garantizando la satisfacción de los derechos de 
las víctimas; como facilitar la terminación efectiva 

los actores armados, y a partir de ello, las medidas 
necesarias para garantizar la no repetición. Sólo la 
segunda tradición jurisprudencial planteada en este 
capítulo permite que los instrumentos de justicia 
transicional cumplan al mismo tiempo estos dos ti-

-
dición maximalista en un contexto de violaciones 
masivas es que resulte imposible satisfacer los de-
rechos de las víctimas y garantizar la no repetición. 

Por otra parte, como ya se exploró en el tercer 
capítulo de esta ponencia, la interpretación maxi-
malista no conduce a mayores estándares de garan-
tía de los derechos de las víctimas a la verdad, la 
justicia y la reparación. Las investigaciones hecho 
a hecho conllevan impunidad si no hay una políti-
ca de priorización y selección de los más respon-
sables por la comisión de los hechos más atroces. 
Así mismo, sin la implementación de mecanismos 
alternativos a los judiciales no es posible develar 
los sistemas de macro-criminalidad, porque la in-
vestigación penal se limita a la responsabilidad in-
dividual por hechos aislados. 

Por eso la interpretación constitucional apropia-
da para la transición en Colombia es aquella de la 
justicia transicional, que permite al mismo tiempo 
hacer frente a las violaciones ocurridas en el con-

-
chos de las víctimas, facilitar la terminación efecti-

Derecho. 

5. MEDIDAS NECESARIAS PARA EL RE-
ENFOQUE 

A lo largo de esta ponencia se ha evidenciado 
la necesidad de un reenfoque en la aplicación de 
los diferentes instrumentos de justicia transicional. 
Estas medidas suponen reformar la Constitución 
por distintas razones. En primer lugar es necesa-
rio garantizar, desde el nivel constitucional, que las 
herramientas jurídicas que se desarrollen para el lo-
gro de la paz estén bajo el paraguas de la justicia 
transicional. Así, sólo la constitucionalización de 
la justicia transicional permite darle herramientas 
a los poderes públicos para diseñar e implementar 
una estrategia coherente que articule los distintos 
instrumentos y autorice un tratamiento excepcio-
nal y temporal a las violaciones masivas producto 

-
do, y quiénes podrán participar en los instrumentos 
de justicia transicional que se diseñen. Así mismo, 
sólo desde el nivel constitucional es posible auto-
rizar la creación de mecanismos extrajudiciales de 
investigación y sanción y establecer que en contex-
tos de justicia transicional sea posible no procesar 
penalmente todos y cada uno de los hechos y juzgar 
a todos y cada uno de los responsables. Finalmente, 
sólo desde el nivel constitucional es posible resol-
ver la tensión existente en la jurisprudencia. Este 
proyecto de acto legislativo presenta cuatro medi-

a) 

Debido a que en Colombia enfrentamos una tran-

los instrumentos de justicia transicional deben tam-
bién gradualmente contar con la participación de 

-
militares, grupos guerrilleros y agentes del Estado. 

especialmente los derechos de las víctimas a la ver-
dad, la justicia y la reparación serán alcanzados sólo 

aplicados los mismos instrumentos a todas las partes, 
ni que estos instrumentos deban ser implementados 
en el mismo momento y bajo los mismos criterios. 

por la ley, como resultado de un proceso democrático 
y teniendo en cuenta el mayor nivel de responsabili-
dad de los agentes del Estado por la función consti-
tucional que les ha sido encomendada. 

Sin embargo, hoy no existe un marco jurídico 
que permita diseñar y aplicar instrumentos de justi-
cia transicional respecto de todas las partes del con-

Estado), lo cual genera serios desbalances y desin-
centiva el esclarecimiento pleno de la verdad. De 
ahí que sea necesario un marco constitucional que, 

armado permita delimitar el contexto y uso de los 
instrumentos de justicia transicional e impedir su 
extensión a hechos y personas que estén por fuera 
de este marco. Estos instrumentos sólo son viables 
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y legítimos para la satisfacción efectiva de los de-
rechos de las víctimas en tanto permitan cerrar los 

un tiempo razonable. 
Si bien hoy existe un consenso respecto de la 

posibilidad de aplicar instrumentos de justicia tran-
sicional a los miembros de las guerrillas y de los 
grupos paramilitares, la posible aplicación de es-
tos instrumentos a agentes estatales ha generado 
controversia. Sin embargo, la participación de los 
agentes estatales en mecanismos de justicia tran-

garantizar el derecho a la verdad y a la reparación 
de todas las víctimas y de la sociedad en general. 
Por su naturaleza, los instrumentos de justicia tran-
sicional permiten generar incentivos importantes 
para que quienes participen de estos contribuyan 
a la construcción de una verdad completa. Sin la 
versión de los agentes estatales, la narración se 
quedará incompleta, lo que no permitirá que se ga-
rantice el derecho de las víctimas y de la sociedad 
a conocer la verdad. En este sentido la implemen-
tación efectiva de la Ley de Víctimas depende que 
los agentes estatales sean incluidos como sujetos de 
algunas medidas de justicia transicional.

Pero quizás una de las cuestiones más importan-
tes es que la participación de agentes estatales en los 
instrumentos de justicia transicional es indispensable 
para garantizar la no-repetición de la violencia y que 
la paz sea sostenible: excluirlos supone un desbalan-

situaciones de desestabilización política. En este 
sentido la participación de los agentes contribuiría al 

Ahora bien, la participación de todos los actores 
-

cia transicional no sólo no es incompatible con las 
obligaciones internacionales de Colombia, sino que 
por el contrario contribuye al cumplimiento efecti-
vo de esas obligaciones. En efecto, como se pudo 
evidenciar en el tercer capítulo de esta ponencia en 
relación con las debilidades que ha tenido la aplica-
ción de los instrumentos de justicia transicional, en 
la medida en que las investigaciones sigan teniendo 
un enfoque “hecho por hecho” y caso por caso, la 
consecuencia más probable será la impunidad, la 
insatisfacción de los derechos de las víctimas, y el 
debilitamiento del Estado social de derecho. Una 
impunidad por lo demás acompañada de niveles 
muy bajos de esclarecimiento de los contextos y 
patrones, debido a la falta de incentivos para par-
ticipar activamente en la construcción de dichos 
contextos. Por ello, la participación diferenciada de 
agentes del Estado en los instrumentos de justicia 
transicional permitirá una garantía más efectiva de 
los derechos a la verdad, la justicia y la reparación 
de las víctimas y la sociedad, en cumplimiento de 
las obligaciones internacionales de Colombia.

Por último, las experiencias comparadas de jus-
ticia transicional (muchas diseñadas con el apoyo 
de las Naciones Unidas), demuestran que la inclu-
sión de los agentes estatales en los distintos instru-
mentos de justicia transicional resulta importante 
para el éxito de los procesos. Algunos ejemplos de 

inclusión de agentes estatales en mecanismos de 
justicia transicional incluyen los siguientes:

-
ción de sentencia y subrogado por trabajo comuni-
tario (por la mitad de la pena), para la segunda y 
tercera categorías de perpetradores24 en las gacaca 
courts (incluyendo las Fuerzas Militares).

-
bleció sanciones extrajudiciales para los servidores 
públicos involucrados en las atrocidades. 

-
les tales como las de Suráfrica, Burundi y Algeria 
han incluido a las Fuerzas Militares.

de la Comisión de la Verdad y la Reconciliación fue 
analizar la responsabilidad de la Fuerza Pública en 
las violaciones a los Derechos Humanos. Por ello, 
dentro de las recomendaciones más importantes de 

autoridad democrática y de instituciones democrá-
ticas, incluidas la reforma de las Fuerzas Armadas, 
la Policía Nacional, y los servicios de inteligencia 
para asegurar un liderazgo civil y democrático de 
las tareas de defensa nacional y seguridad interna”.

“menos responsables” de las violaciones, incluidas 
las FFMM, podían participar de mecanismos extra-
judiciales.

ad hoc en El Salvador, en el mar-
co del proceso de paz, revisó los documentos relati-
vos a violaciones a Derechos Humanos por parte de 
las Fuerzas Miliares y por medio de un documento 

General de las Naciones Unidas recomendó la remo-
ción de más de 100 miembros de las Fuerzas Milita-
res por su involucramiento en abusos en el pasado25.

-
cia, Italia, Grecia, y Bosnia, las purgas administra-
tivas han removido de sus cargos y posiciones del 
sector público e incluso del sector privado, a miles 
de agentes del Estado que estaban asociadas con los 
crímenes del pasado después de procesos llevados 
a cabo a través de mecanismos extrajudiciales de 
investigación y sanción en marcos de justicia tran-
sicional.

b) El tratamiento diferenciado 
-

-
tivo, el tratamiento que se debe dar a los distintos 
grupos armados al margen de la ley y a los agentes 
del Estado, en el marco de los instrumentos de jus-
ticia transicional, debe ser diferenciado. Este tra-

obligaciones internacionales que tiene Colombia 
respecto de cada uno.
24 Segunda categoría: Asesinos, tentativa de homicidio y 

otros ataques sin intención de matar/Tercera categoría: 
Ofensas contra la propiedad. Pueden ser objeto de con-
trato de transacción para no ser juzgados. 

25 En Kritz, Neil J. Coming to terms with atrocities: a re-
view of accountability mechanisms for mass violations 
of human rights. 59 Law & Contemp. Probs. 127, 1996, 
página 140.
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Autorizar constitucionalmente que ese trata-
miento sea diferenciado permite garantizar que en 
diversos momentos sociopolíticos, y atendiendo a 
los diferentes tipos de obligaciones del Estado co-
lombiano, la solución jurídica para los agentes del 
Estado y para los distintos grupos armados al mar-
gen de la ley, sea distinta. Por ejemplo, las leyes 
de auto-amnistía son contrarias al derecho interna-
cional26. El proyecto de acto legislativo no otorga 

otorgue una auto-amnistía a los agentes estatales. 
Por el contrario, el tratamiento diferenciado para 

-
cionalidad), proscribir la posibilidad de estas auto-
amnistías. Sin embargo, no existe una prohibición 

agentes estatales en marcos de justicia transicional. 
Es a estos otros -

los que estaría apuntando el acto legislativo. 
Adicionalmente, la responsabilidad de los agentes 

estatales es indudablemente mayor que la de los gru-
pos armados al margen de la ley por la función consti-
tucional que les ha sido encomendada. La Corte Cons-

“Es que lo que en verdad diferencia los estatutos 
disciplinarios de las Fuerzas Militares y de la Po-
licía Nacional frente a los dem s regímenes de esta 
clase, es la descripción de las faltas en que pueden 
incurrir sus miembros y las sanciones que se les 
pueden imponer, precisamente por la índole de las 
funciones que est n llamados a ejecutar, las que no 
se identi can con las de ningún otro organismo es-
tatal27”. (Subrayas fuera de texto).

“Trat ndose de los miembros de la fuerza (…) 
en razón a las especiales funciones que le han sido 
asignadas, relacionadas con la defensa de la sobe-
ranía y el orden constitucional, el mantenimiento del 
orden público y la convivencia pací ca, los artículos 
217 y 218 Superiores facultan al legislador para es-
tablecer un régimen disciplinario especial (…) … se 
justi ca por la particular actividad que les compete 
desarrollar en favor de la conservación del Estado 
de Derecho y que en ningún caso se identi can con 
las asignadas a las otras entidades del Estado (…)28.

“Estos dos elementos adicionales –que el delito 
sea cometido por un miembro de la fuerza pública 
y que esté relacionado con la prestación del servi-
cio– ponen de presente que la conducta regulada 
no es igual [a la contenida en la legislación ordina-
ria], y que por ello bien puede merecer una repre-
sión m s severa. En efecto, quién duda que es m s 
reprochable introducirse en una habitación ajena 
26 Ver por ejemplo la jurisprudencia de la Corte Interame-

ricana (Caso Barrios Altos Vs Perú; Caso de la Masacre 
de las Dos Erres; Caso Gomes Lund y otros (Guerrilha 
do Araguaia)). La Comisión Interamericana de Dere-
chos Humanos también ha concluido en casos relativos a 
Argentina, Chile, El Salvador, Haití, Perú y Uruguay la 
contrariedad de las leyes de auto-amnistía con el dere-
cho internacional.

27 Sentencia C-796 de 2004, Corte Constitucional. (Cita 
Sentencias C-310 de 1997 y C-088 de 1997).

28  Ídem. 

vistiendo el uniforme militar y estando en servicio 
activo, que hacerlo por fuera de esas circunstan-
cias   causar lesiones personales en tales con-
diciones? Evidentemente la violación del principio 
de igualdad, que se produce cuando el legislador 
determina distintas consecuencias jurídicas para 
un mismo comportamiento, no se da en el presente 
caso, pues no existe en realidad un mismo supuesto 
de hecho al cual se le asignen consecuencias ju-
rídicas dispares, sino diferentes comportamientos 
sancionados de manera distinta y más gravosa 
para aquellos casos en los que se exige una mayor 
responsabilidad en razón de la calidad del sujeto 
activo y del servicio que presta (…) Sobre estas di-
ferencias en el comportamiento tipi cado en cada 
uno de los estatutos penales, el concepto del Pro-
curador General es elocuente cuando a rma: “Por 
esta razón existen dos elementos adicionales en 
cada uno de los delitos demandados, esto es, el su-
jeto activo y la relación funcional, que no sólo inci-
den en la competencia, sino que aumentan el repro-
che que merece la conducta, toda vez que existe una 
relación de sujeción especialísima entre el Estado y 
los militares que justi ca una mayor exigencia en 
el desempeño de la actividad militar”29. 

“Con respecto a la diferencia entre actuaciones 
de militares y actuaciones de civiles (…) El propio 
Congreso, en ejercicio de sus funciones constitu-
yentes, reconoció esta realidad que establece dife-
rencias apreciables entre las responsabilidades y 
deberes que se predican de un ciudadano y las de 
un miembro de la Fuerza Pública, circunstancia 
que tiene claras consecuencias en materia penal. 
Así, al proponer algunas reformas al texto original 
del artículo 221 de la Constitución Política –conte-
nidas en el Acto Legislativo número 2 de 1995– el 
Congreso señaló que la legislación sustantiva mili-
tar “contempla una serie de delitos especiales muy 
característicos de la naturaleza de la institución 
militar”, pues sólo un militar, “sabe las grandes 
consecuencias que tiene para sus compañeros y 
para el servicio el incumplimiento de sus deberes 
(…) El n que persiguen dichas disposiciones es 
legítimo en la medida en que propenden la creación 
de un proceso célere encaminado a determinar la 
responsabilidad de servidores del Estado a quienes 
se les encomiendan actividades esenciales relacio-
nadas con la defensa de la soberanía, la integri-
dad del territorio y del orden constitucional (…) 
del tipo de servicio que prestan, el cual se rige por 
altos criterios de integridad, orden y disciplina”30.

El tratamiento diferenciado permitirá que los be-

a estos criterios de mayor responsabilidad. Ahora, 
como se ha insistido, estas medidas no tienen un 
carácter inmediato sino que deberán ser debatidas y 

Por último, el marco jurídico diseñado por el acto 
legislativo garantiza que no se iguale a los agentes 
estatales con los grupos armados organizados al 
margen de la ley. Se trata de abrir la puerta para que 
sea posible diseñar mecanismos propios para los 
29  Corte Constitucional. Sentencia C-361 de 2001.
30  Corte Constitucional. Sentencia C-178 de 2002.
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distintos grupos armados al margen de la ley y para 
los agentes de Estado, que respeten las obligaciones 
internacionales adquiridas por Colombia.

c) -
-

Los instrumentos de justicia transicional, en 
particular aquellos dirigidos hacia la persecución 
penal, deben concentrar esfuerzos y recursos en la 
persecución de “los máximos responsables” de la 
comisión de graves crímenes, según los criterios 
que el legislador determine en su momento.

Como ya se expuso en esta ponencia, actualmente 
existe consenso entre los doctrinantes internaciona-
les sobre que en contextos de justicia transicional no 
es posible investigar y juzgar todos y cada uno de 

ni sancionar a todas y cada una de las personas que 
participaron en este. La investigación caso por caso, 
antes que garantizar justicia, genera una situación de 
impunidad y no permite satisfacer los derechos de 
las víctimas. Pero más grave aún, la atomización de 
las investigaciones que resulta del esfuerzo caso por 
caso, conlleva un mayor y más grave tipo de impuni-
dad: la de los principales responsables. 

El enfoque investigativo actual, caso por caso y 
de hechos aislados, no permite a la Fiscalía Gene-
ral de la Nación esclarecer patrones y contextos re-
gionales de la operación de los distintos actores del 

derechos de las víctimas y de la sociedad en las in-
vestigaciones de justicia transicional. Para cambiar 
ese enfoque es necesario concentrar esfuerzos y re-
cursos en los casos de los “máximos responsables” 
y esclarecer el sistema de macro-criminalidad en el 
que ocurrieron –como es la práctica internacional–. 
La propia Corte Interamericana de Derechos Huma-
nos, en casos tales como el de Manuel Cepeda C. 
Colombia -
ticas deben ser investigadas tomando en cuenta el 
contexto y con una estrategia que permita develar las 
estructurales criminales detrás de los crímenes31. 

Las interpretaciones radicales del principio de 
legalidad en estos contextos conducen a mayor im-

para investigar a unos cuantos, sin tener en cuenta 
la importancia de esos casos para el esclarecimiento 
de la verdad y la reparación de las víctimas. En este 
sentido, aplicar criterios de selección y priorización 
contribuye tanto al esclarecimiento de los motivos, 
contextos y patrones, como a garantizar la no repeti-
ción, ya que es posible dedicar esfuerzos y recursos 
para atender la criminalidad del presente, disuadir la 
del futuro y fortalecer el Estado social de derecho. 

Naciones Unidas “[a] la postre, después de un con-
-

nes graves de los Derechos Humanos y el Derecho 
Internacional Humanitario nunca son sometidos a 
31 Ver Corte IDH. Caso Manuel Cepeda Vargas Vs. Colom-

bia. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 26 de mayo de 2010. Serie C N° 
213, párr. 101.

juicio, ya sea en el país o en el exterior. Por ello 
la política de enjuiciamiento debe ser estratégica, 
basarse en criterios claros y tener en cuenta el con-
texto social, por ejemplo, la necesidad de limitar la 
culpabilidad de los autores de delitos menos graves 
y apoyar su reforma y reinserción”32.

El esclarecimiento de los patrones y sistemas de 
violaciones masivas permitirá a su vez mejorar de 

de las víctimas a la verdad: se sabrá quiénes fueron 
-

trategia de Persecución de la Corte Penal Internacio-
nal”, la selección de casos “proporciona una muestra 

los principales tipos de victimización”33. En el mis-

selección de algunos casos puede ayudar a generar el 
impulso necesario al alimentar el debate público y el 
conocimiento de cómo estos espacios se conectan y 
la dirección que deben tomar las reformas”34. Es el 
legislativo (a través de una ley estatutaria) el que de-
terminará cuáles son los criterios de selección, pero 
será la Fiscalía la que en ejercicio de la acción penal 
decidirá sobre la aplicación o no de los criterios de 
selección positiva a un caso en concreto y, por lo tan-
to, sobre la posibilidad de renunciar a la acción penal 
en los casos no seleccionados. 

A su vez, las estrategias de selección pretenden 
contribuir de manera efectiva a la protección de la 
justicia como valor, en tanto se dé paso al escla-
recimiento judicial efectivo de quienes ostentan la 
mayor responsabilidad por los crímenes cometidos. 
Así, las medidas incorporadas en este acto legis-

lucha contra la impunidad. Las lecciones aprendi-
das del proceso de Justicia y Paz, y de los distintos 
marcos jurídicos utilizados para resolver la situa-
ción jurídica de los menos responsables, nos per-
miten concluir que si no implementamos medidas 
para priorizar y seleccionar los casos de los más 
responsables y creamos mecanismos extrajudicia-
les que permitan esclarecer el contexto general de 

armado, estaremos cada vez más cerca a la impu-
nidad. El esclarecimiento de los casos de los más 
responsables contribuye a satisfacer de manera más 
efectiva los derechos de todas las víctimas. Es cier-
to que un gran número de víctimas no conocerán 
quién perpetuó directamente el crimen en contra de 
su familiar, pero podrán entender por qué sucedió, 
quién lo planeó, cuál fue la estructura detrás de esos 
crímenes, y en el marco de qué contexto y patrón 
32 Consejo de Seguridad, Naciones Unidad, “El Estado de 

derecho y la justicia de transición en sociedades que su-
-

neral.” S/2004/616, 3 de agosto de 2004. 
33 International Criminal Court, Prosecutorial Strategy 

En: http://www.icc-cpi.int/NR/rdonlyres/66A8DCDC-
3650-4514-AA62-D229D1128F65/281506/OTPProse-
cutorialStrategy20092013.pdf Traducción libre. 

34 Transitional Justice and Development: making con-
nections. Editado por Pablo de Greiff y Roger 
Duthie. http://www.ssrc.org/workspace/images/crm/
new_publication_3/%7B1ed88247-585f-de11-bd80-
001cc477ec70%7D.pdf 
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de victimización. En cualquier caso, independien-
temente de qué casos sean priorizados y seleccio-
nados, serán satisfechos los derechos de todas las 
víctimas a través de estrategias integrales como el 
programa administrativo de reparación integral que 
crea la Ley 1448 de 2011 y los mecanismos extra-
judiciales de esclarecimiento de la verdad, como el 
Centro de Memoria Histórica. 

Ahora bien, aunque la reforma a la Ley de Justi-
cia y Paz que cursa en el Congreso de la República 
contempla la posibilidad de priorización de casos; 
esta priorización –sin selección (es decir sin apli-

para garantizar de manera efectiva los derechos de 
las víctimas. Como ya se expuso en el tercer capí-
tulo de esta ponencia, sin cesación de la acción pe-
nal de los casos no priorizados, las víctimas de los 
casos no priorizados se aferrarán a que su caso in-
dividual sea resuelto y se establezca el directo res-
ponsable, en vez de hacerse parte en el proceso del 
más responsable, donde aunque no se esclarecerá 
quién cometió el crimen en particular, sí se determi-
nará por qué y bajo las órdenes de quién. A su vez, 
estas mismas víctimas no tendrán la posibilidad de 
participar en mecanismos extrajudiciales en donde 

-
cientes para esclarecer la verdad en el mayor grado 
posible. Si no hay cesación de la acción penal, los 

más responsables, porque están obligados a avanzar 
todos los procesos a la vez, lo cual impide el escla-
recimiento de patrones y contextos y por lo tanto 

víctimas y de la sociedad a la verdad. 
Por otra parte, la priorización sin selección im-

plica que algunas víctimas tendrán el papel de tes-
tigos perpetuos en la medida en que los juicios no 
podrán ser adelantados en plazos razonables. Como 

-
cios conlleva una re-victimización de las personas 
que sufrieron los hechos y que ahora son convoca-
das como testigos. En cada uno de estos juicios, aún 
en los pequeños, hay que probar no sólo el hecho 
puntual que se juzga, sino el sistema de represión 
y la actuación del acusado dentro de él. La princi-
pal prueba en estos juicios es el testimonio de los 
sobrevivientes. Muchas de estas personas ya fueron 
convocadas a declarar en múltiples ocasiones y no 
es posible condenarlas a ese papel de testigos per-
petuos, en el que tienen que narrar una y otra vez 
sus traumáticas experiencias”35.

Así, los criterios de selección deben ser usa-
dos para concentrarse en la investigación penal 
de los máximos responsables de crímenes de lesa 
humanidad y crímenes de guerra, permitiendo en 
consecuencia renunciar a la persecución penal de 
los casos no seleccionados. Por eso el texto que se 
propone para discusión establece que los criterios 
de selección son para “centrar los esfuerzos en la 
investigación penal de los máximos responsables 
de delitos que adquieran la connotación de críme-
35 Pablo F. Parenti e Iván Polanco, Argentina, En Kai Am-

bos (coord.), Selección y priorización como estrategia 
de persecución en los casos de crímenes internacionales, 

nes de lesa humanidad, crímenes de guerra, o geno-
cidio” y que sólo es posible “autorizar la renuncia 
condicionada a la persecución penal de los casos no 
seleccionados”. Es decir que con base en los criterios 

a la persecución penal de todos los casos que no sean 
seleccionados. El resultado de esa renuncia es que 
no sería posible proceder penalmente, ni en el sis-
tema de justicia transicional ni en el sistema ordina-
rio, contra las personas frente a las cuales opera la 
renuncia a la acción penal, salvo que dicha medida 
sea revocada. Ahora bien, resulta importante garan-
tizar que sea el legislador el que determine quiénes 
serán considerados los “máximos responsables”, ya 

claridad por el derecho internacional, sino que inclu-
so puede variar de grupo a grupo, de acuerdo con la 
manera como se organizaron y planearon los críme-
nes. Como lo sugieren algunos autores, los máximos 
responsables pueden ser incluso mandos medios (no 
fácilmente reemplazables) que, además de recibir ór-
denes de sus comandantes, tenían poderes para dar 
ciertas órdenes a sus propios subordinados36.

Finalmente, las experiencias internacionales de-
muestran que incluso ante contextos de violencia 
masiva, los procesos de justicia transicional exito-
sos se concentran en la judicialización de los casos 
que impliquen a los más responsables y esclarezcan 
los hechos más atroces. Así:

“Acuerdo entre la Organización de Naciones Uni-
das y el Gobierno de Guatemala relativo al estable-
cimiento de una Comisión Internacional contra la 
impunidad en Guatemala (CICIG)”. Una de las es-
trategias centrales de este acuerdo fue la selección 
de casos para la persecución penal. Esta política se 
concentró en “la selección de casos complejos y pa-

-
vos del potencial y capacidad del sistema de justicia 
guatemalteco, que sin duda se encuentra bloqueado 
y sobrecargado por los elevados y crecientes índi-
ces de criminalidad que no generan ningún efecto 
disuasorio y que contribuyen a la pérdida de con-

-
ciones en un círculo vicioso de impunidad”37.

y Sierra Leona para la creación de una jurisdicción 
mixta, nacional e internacional se estableció con 
claridad un criterio de selección. Así, las investiga-
ciones se concentraron en aquellos más responsa-
bles de graves violaciones al Derecho Internacional 
Humanitario y a la ley de Sierra Leona. Este criterio 
de selección se estableció por recomendación del 
Consejo de Seguridad de Naciones Unidas38. 
36 Kai Ambos “The Fujimori Judgment, Journal of Interna-

tional Criminal Justice (2011), página 151.
37 Carlos Castresana Fernández, Renata Delgado-Schenk, 

María José Ortiz y Thomas Pastor, la Comisión Interna-
cional contra la Impunidad en Guatemala; en Kai Am-
bos (coord.), Selección y priorización como estrategia 
de persecución en los casos de crímenes internacionales, 

38 Así lo recomendó la Resolución 1315 (2000) del Conse-
jo de Seguridad de Naciones Unidas. 
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autorizada “los análisis preliminares sugieren que 
en resumidas cuentas los casos de crímenes inter-
nacionales centrales que tienen que ser tramitados 
(…) involucran entre 10.000 y 13.000 sospechosos. 
Frente a tal escenario la necesidad de criterios para 
la selección y asignación de prioridad de casos de 
crímenes internacionales centrales se ha convertido 
en una de las principales preocupaciones”39. Esta 
experiencia “es relevante no sólo porque ByH es 
quizás la primera jurisdicción territorial donde el 
tema de la selección y asignación de prioridad de 
casos ha sido explícitamente afrontado, sino tam-
bién porque se ha avanzado sustancialmente en la 

-
nera tal que constituye un precedente de gran im-
portancia para otras jurisdicciones territoriales”40.

d) -

El proyecto de acto legislativo autoriza al legis-
lador a diseñar instrumentos tanto judiciales como 
extrajudiciales de investigación y sanción para el 

posibilidad ya ha sido contemplada de manera ex-
presa por el legislador en Colombia. En efecto, tal 

2011 –Ley de Víctimas–:
Artículo 8°. Justicia transicional. Entiéndase 

por justicia transicional los diferentes procesos y 
mecanismos judiciales o extrajudiciales asociados 
con los intentos de la sociedad por garantizar que 
los responsables de las violaciones contempladas 
en el artículo 3° de la presente ley, rindan cuentas 
de sus actos, se satisfagan los derechos a la justi-
cia, la verdad y la reparación integral a las vícti-
mas, se lleven a cabo las reformas institucionales 
necesarias para la no repetición de los hechos y 
la desarticulación de las estructuras armadas ile-
gales, con el n último de lograr la reconciliación 
nacional y la paz duradera y sostenible. (Subrayas 
fuera de texto).

Los mecanismos extrajudiciales de investiga-
ción y sanción en contextos de justicia transicional 
resultan sumamente útiles para la satisfacción de 
los derechos a la verdad, la justicia y la reparación 
de las víctimas; atienden las obligaciones interna-
cionales de Colombia; y ya han sido utilizados en 
experiencias internacionales de justicia transicio-
nal y evaluados como instrumentos útiles en estos 
procesos. Por ello, la autorización constitucional al 
legislador para el diseño de estos mecanismos per-
mitirá que la estrategia de justicia transicional sea 
completa e integral.

La creación de mecanismos extrajudiciales para 
los menos responsables, y en las situaciones que 

-
ver la situación jurídica de los desmovilizados que 

-
39 Morten Bergsmo y María Paula Saffón, Enfrentando una 

¿Cómo seleccionar y priori-
zar casos de crímenes internacionales centrales?  En Kai 
Ambos (coord.), Selección y priorización como estrate-
gia de persecución en los casos de crímenes internacio-

40 Ibíd, página 37.

zos y recursos de judicialización en los máximos 
responsables, e incentivar procesos de contribución 

-
paración de las víctimas. 

En primer lugar, estos mecanismos apuntan ha-
cia el esclarecimiento pleno de la verdad –espe-
cialmente el esclarecimiento pleno de patrones y 
contextos–. En efecto, la creación de mecanismos 
extrajudiciales permitirá que quienes participen de 
estos mecanismos tengan un incentivo para con-
tribuir efectivamente a la verdad. En contextos de 
violencia masiva, los grandes contextos de verdad 
responden típicamente a procesos extrajudiciales; 
que en vez de probar cada hecho, esclarecen con-
textos amplios y buscan explicar las causas mismas 

En segundo lugar, estos mecanismos contribu-
yen a la reparación de las víctimas, tomando en 
consideración que el derecho a la verdad y a la jus-
ticia como valor, hacen parte de un concepto más 

-
tario General de las Naciones Unidas, es preciso in-
corporar otro tipo de mecanismos complementarios 

-
ticia penal, es decir, hacer lo que los tribunales no 
pueden hacer o no hacen bien, en especial ayudar a 
satisfacer la natural necesidad de los familiares de 
las víctimas de averiguar el paradero de sus seres 
queridos y aclarar la suerte que han corrido; asegu-
rar que las víctimas y sus familiares sean resarcidos 
por el daño que han sufrido; atender la necesidad de 
elaborar un documento histórico exhaustivo que ex-

y los motivos; promover la reconciliación nacional 
y fomentar el surgimiento de fuerzas moderadas; y 
velar porque se elimine de los sectores de la justicia 
y la seguridad a los que puedan haber consentido 
tácitamente en las violaciones de los Derechos Hu-
manos o que hubiesen instigado y coadyuvado a la 
represión”41. Así, todos estos componentes que ha-
cen parte en conjunto de los derechos a la verdad, 
la justicia y la reparación de las víctimas, pueden 
complementariamente satisfacerse a través de me-
canismos extrajudiciales.

Por último, los mecanismos extrajudiciales 
pueden contribuir a las garantías de no repetición. 

propósito fundamental es el de impedir que hechos 

ocurrir, motivo por el cual su función se concen-
tra en el conocimiento de la verdad y en la repa-
ración, buscando así dar respuesta a los problemas 
asociados a un conjunto de abusos en contra de los 
Derechos Humanos, en un contexto democrático y 
aplicando medidas de naturaleza judicial o no ju-
dicial, a los responsables de los crímenes”.42 Así 

-
tisfacción del derecho a la verdad puede contribuir 

41 Consejo de Seguridad de Naciones Unidas. El Estado de 
Derecho y la justicia de transición en las sociedades que 

General, 3 de agosto de 2004. S/2004/616. Párr. 47.
42 Corte Constitucional. Comunicado N° 41. Octubre 14 de 

2011.
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a la prevención general de la comisión de crímenes 
internacionales43.

Ahora bien, la doctrina internacional ya ha con-

la persecución de todos los individuos involucrados 
en las atrocidades”44 en marcos de justicia transi-

el Derecho Internacional no prohíbe que los debe-
res de investigar y sancionar se garanticen por me-
dio de instrumentos extrajudiciales. 

La ausencia de una obligación internacional de 
esta naturaleza tiene su fundamento en tres circuns-

Alto Comisionado de Naciones Unidas para los 

de impunidad, las iniciativas de enjuiciamiento ha-
brán de entablar relaciones constructivas con otros 
mecanismos de la justicia de transición. Se acepta 
en general que las violaciones masivas de los De-
rechos Humanos exigen una respuesta compleja e 
integrada que abarca diversos mecanismos comple-
mentarios (…)”. (Subrayas fuera de texto).

Segundo, que en un caso como el de Colombia 
es imposible investigar a todos los autores y todas 

Comisionado de Naciones Unidas para los Dere-
chos Humanos, ha sido apoyada por varios autores 

-
mana y técnicamente investigar todos los autores y 
todas las conductas”45. Finalmente, la persecución 
penal de todos y cada uno de los individuos que 
hayan participado en las atrocidades generaría una 
“desestabilización política y división social”46 y no 
permitiría la satisfacción efectiva de los derechos 
de las víctimas. 

Como se mencionó líneas arriba, no existe tam-
poco una prohibición ni convencional ni jurispru-
dencial de diseñar mecanismos extrajudiciales de 
investigación y sanción. Teniendo en cuenta lo an-
terior, el ordenamiento jurídico colombiano puede 
diseñar instrumentos extrajudiciales de investiga-
ción y sanción que sean idóneos para el goce pleno 
de los derechos a la verdad, la justicia y la repara-
ción de las víctimas. Una autorización desde el más 
alto nivel constitucional permitirá que el diseño de 
estos mecanismos tenga el marco adecuado y sea 
interpretado dentro de una estrategia más amplia y 
coherente de justicia transicional.

Algunas de las ventajas de los mecanismos ex-
trajudiciales de investigación y sanción que han 
43 DeGuzman, Margaret McAuliffe, The Road from Rome: 

The developing Law of Crimes Against Humanity, Hu-
man Rights Quarterly, Volume 22, Numer 2, May 2000, 
página 341.

44 Kritz, Neil J. Coming to terms with atrocities: a review 
of accountability mechanisms for mass violations of hu-
man rights. 59 Law & Contemp. Probs. 127, 1996.

45 Andreas Forer y Claudia López, en Kai Ambos, Coor-
dinador. Selección y priorización como estrategia de 
persecución en los casos de crímenes internacionales. 

46 Kritz, Neil J. Coming to terms with atrocities: a review 
of accountability mechanisms for mass violations of hu-
man rights. 59 Law & Contemp. Probs. 127, 1996. Pági-
nas 138-139.

sido señaladas por las doctrinas internacionales, in-
cluyen las siguientes:

mayor número de casos47.
-

bros de la sociedad en las instituciones48.

al esclarecimiento de la verdad49.

más efectiva en los mecanismos extrajudiciales, to-
mando en consideración que tienen metodologías 
menos formales que los mecanismos judiciales50, y

-
tribuir con mayor facilidad a esclarecer patrones de 
comportamiento y sugerir reformas institucionales 
para prevenir futuros crímenes51.

Aunque será el legislador el que tomará la de-
cisión en un contexto histórico-político particular 
de diseñar los componentes que permitan garantizar 
verdaderos estándares de investigación y sanción a 
través de mecanismos extrajudiciales, es importan-
te aclarar que este tipo de mecanismos ya han sido 
utilizados en diversas experiencias internacionales. 
Así por ejemplo:

Community Reconcilia-
tion Process funcionó en la práctica como un meca-
nismo no judicial de investigación y sanción. Estos 
procedimientos se llevaban a cabo en las comunida-
des, mediante la confesión de los victimarios ante 
la comunidad, la renuncia expresa de estos victima-
rios a continuar con la violencia y las muestras de 
humildad y arrepentimiento en audiencias públicas 
frente a las comunidades. Luego de este proceso, 
los victimarios a su vez se comprometían a reali-
zar trabajo comunitario, compensar a las víctimas 
y otras sanciones extrajudiciales que les permitían 
reintegrarse a las comunidades.

Gacaca Courts 
como mecanismos no penales, consistentes en sis-

Aunque el resultado en algunas ocasiones sí es la 
prisión, se conmuta la mitad de la pena por trabajo 
comunitario y las decisiones se toman en procesos 
que no tienen un carácter propiamente judicial. La 
misión de estas Cortes, según las disposiciones que 
las diseñaron es alcanzar verdad, justicia y repa-
ración a través de procesos menos costosos y más 

-
nitaria. Algunas de las sanciones extrajudiciales in-
cluyen las de: 
47 Kritz, Neil J. Coming to terms with atrocities: a review 

of accountability mechanisms for mass violations of hu-
man rights. 59 Law & Contemp. Probs. 127, 1996. Pá-
gina 140.

48 Kritz, Neil J. Coming to terms with atrocities: a review 
of accountability mechanisms for mass violations of hu-
man rights. 59 Law & Contemp. Probs. 127, 1996. Pá-
gina 140.

49 Simonovic, Ivan. Dealing with the Legacy of Past War 
Crimes and Human Rights Abuses. 2 J. Int´l Crim. Just. 
701 2004. Página 703.

50 Ídem.
51 Ídem.
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las comunidades.

perpetradores a ayudar a las familias de las víctimas 
que están sufriendo.

-
te el genocidio.

-
cia, Italia, Grecia, Bosnia y El Salvador, las purgas 
administrativas, como medidas complementarias de 
justicia transicional, han removido de sus cargos y 
posiciones del sector público e incluso del sector 
privado, a miles personas que estaban asociadas 
con los crímenes del pasado después de procesos 
llevados a cabo a través de mecanismos que en la 
práctica funcionaron como mecanismos extrajudi-
ciales de investigación y sanción.

6. DIFERENCIA ENTRE LA SELECCIÓN Y 
LAS FIGURAS DE AMNISTÍAS E INDULTOS

Debido a las dudas que han surgido en los dis-
tintos debates en relación con el proyecto de Acto 
Legislativo, resulta de la mayor importancia dife-

-

por el derecho internacional52

renuncia a la persecución penal que está contem-
plada como una posibilidad en el proyecto de Acto 
Legislativo.

El Tribunal Internacional que ha desarrollado 
de manera más amplia y exigente la prohibición 

impunidad, es la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos. Por ello en este punto la ponencia se limi-
tará al estudio de su amplia jurisprudencia relativa 
a este tema, para efectos de mostrar que incluso los 
estándares más altos desarrollados por este Sistema 
son completamente compatibles con el proyecto de 
Acto Legislativo. Así, de la jurisprudencia de este 
Tribunal se pueden deducir al menos las siguientes 
dos conclusiones53:

1. Hasta el momento, la Corte IDH ha conoci-
do de casos exclusivamente relacionados con auto-
aministías generales e incondicionales, que no han 
estado acompañadas de (i) un control judicial, (ii) 
una estrategia integral de satisfacción de los dere-
chos de las víctimas y (iii) una estrategia integral 
de lucha contra la impunidad, especialmente de in-
vestigaciones que propendan por el esclarecimiento 
52 Ver por ejemplo la jurisprudencia de la Corte Interame-

ricana (Caso Barrios Altos vs Perú; Caso De la Masacre 
de las Dos Erres; Caso Gomes Lund y otros (Guerrilha 
do Araguaia)). La Comisión Interamericana de Dere-
chos Humanos también ha concluido en casos relativos a 
Argentina, Chile, El Salvador, Haití, Perú y Uruguay la 
contrariedad de las leyes de auto-amnistía con el dere-
cho internacional.

53 La información que sigue fue obtenida de Acosta-López, 
Juana Inés, Los est ndares del Sistema Interamericano 
frente a la Justicia Transicional, working paper.

de estructuras criminales complejas y crímenes de 

un solo precedente de la Corte IDH que haya es-

renuncia a la persecución penal acompañada de una 
estrategia integral con estas características, como la 
que se propone en el Proyecto de Acto Legislativo.

2. La Corte IDH ha señalado de manera puntual 

tales como las amnistías, la prescripción y otros 
excluyentes de responsabilidad. Estas razones han 
sido señaladas en la jurisprudencia así:

-
ves violaciones a los Derechos Humanos, tales 
como la tortura, las ejecuciones extrajudiciales y 
las desapariciones forzadas54;

-
tección judicial y del ejercicio de un recurso senci-

55;
-

bre los hechos56, pues se orientan al “olvido” de las 
graves violaciones a los Derechos Humanos57;

víctimas y conducen a su indefensión58;
-

co59 y potenciar la repetición de los hechos que han 
generado las violaciones a los Derechos Humanos60;

54 Ver, entre otras Corte IDH. Caso Barrios Altos Vs. Perú. 
Fondo. Sentencia de 14 de marzo de 2001. Serie C No. 
75, párr. 41; Corte IDH. Caso Trujillo roza Vs. Bolivia. 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de febrero de 
2002. Serie C No. 92; Corte IDH. Caso Myrna Mack 
Chang Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 25 de noviembre de 2003. Serie C No. 101; 
Corte IDH. Caso Molina Theissen Vs. Guatemala. Re-
paraciones y Costas. Sentencia de 3 de julio de 2004. 
Serie C No. 108; Corte IDH. Caso Gomes Lund y otros 
(Guerrilha do Araguaia) Vs. Brasil. Excepciones Preli-
minares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 
de noviembre de 2010 Versão em Português Serie C No. 
219, párr. 175

55 Ver, entre otras Corte IDH. Caso Barrios Altos Vs. Perú. 
Fondo. Sentencia de 14 de marzo de 2001. Serie C No. 
75, párr. 43.

56 Corte IDH. Caso Del Caracazo Vs. Venezuela. Repara-
ciones y Costas. Sentencia de 29 de agosto de 2002. Se-
rie C No. 95; Corte IDH. Caso de las Hermanas Serrano 
Cruz Vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 01 de marzo de 2005. Serie C N° 120.

57 Corte IDH. Caso Gomes Lund y otros (Guerrilha do Ara-
guaia) Vs. Brasil. Excepciones Preliminares, Fondo, Re-
paraciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 
2010 Versão em Português Serie C N° 219.

58 Corte IDH. Caso 19 Comerciantes Vs. Colombia. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de julio de 2004. 
Serie C N° 109; Corte IDH. Caso Almonacid Arellano y 
otros Vs. Chile. Excepciones Preliminares, Fondo, Re-
paraciones y Costas. Sentencia de 26 de septiembre de 
2006. Serie C N° 154.

59 Corte IDH. Caso Gomes Lund y otros (Guerrilha do Ara-
guaia) Vs. Brasil. Excepciones Preliminares, Fondo, Re-
paraciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 
2010 Versão em Português Serie C No. 219

60 Corte IDH. Caso Anzualdo Castro Vs. Perú. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
22 de septiembre de 2009. Serie C N° 202; Corte IDH. 
Caso Ibsen Cárdenas e Ibsen Peña Vs. Bolivia. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 1° de septiembre de 
2010 Serie C N° 217.
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-
ma investigativo61.

a la persecución penal, contenida en el proyecto de 
Acto Legislativo que –como se deduce del propio 
proyecto y de sus distintas ponencias–, hace par-
te de una estrategia integral de fortalecimiento del 
Estado de Derecho a través de la protección de los 
derechos de las víctimas, de la lucha contra la im-
punidad y de consecución de la más amplia verdad 
posible; no pretende ni permitirá ninguna de las 
consecuencias negativas por las cuales están prohi-

-
nal de los Derechos Humanos.

Al contrario, como se ha venido mostrando a lo 
largo de esta ponencia, el proyecto (i) pretende que 
las graves violaciones a los Derechos Humanos no 
queden impunes, a través de una estrategia integral 
de investigación de crímenes de sistema, que per-

sanción de los “máximos responsables” de la co-
misión de crímenes internacionales; (ii) potencia el 
derecho de las víctimas a la protección judicial a 
través de su participación en los procesos penales 
de investigación de los “máximos responsables” 
y una amplia participación de las víctimas en los 
mecanismos extrajudiciales que diseñará en su mo-
mento la ley; (iii) pretende esclarecer la verdad y 
combatir el “olvido” de los hechos ocurridos en el 

-
sulta posible sin la existencia de incentivos claros a 
todos los actores para participar en la construcción 
de esta verdad y sin la existencia de mecanismos 
complementarios a los judiciales justamente dise-
ñados para esclarecer la verdad histórica que tanto 
necesitan las víctimas y la sociedad; (iv) pretende 
fortalecer el orden democrático a través de una dis-
cusión amplia sobre el diseño (a través de leyes es-
tatutarias) y la implementación de los instrumentos 
de justicia transicional que necesita Colombia; (v) 
tiene como uno de sus objetivos principales la no 
repetición de los hechos que han generado violacio-
nes a los Derechos Humanos en el país, pues solo 
a través de una estrategia integral de “cierre” será 
esto posible, pensando no sólo en las víctimas del 
pasado sino también en las víctimas que queremos 
evitar en el futuro; y (vi) antes que obstruir el sis-
tema investigativo lo potencia con la creación de 
estrategias integrales de investigación judicial y el 
diseño e implementación de mecanismos extrajudi-
ciales complementarios que descarguen al sistema 
judicial de las labores que no solo no le correspon-
den, sino que no está diseñado para satisfacer.

Por todo lo anterior, el Proyecto de Acto Legis-
lativo, antes que desconocer los estándares inter-
nacionales que se han desarrollado en relación con 

dichos estándares de una manera más adecuada y 
efectiva, en el marco de una estrategia integral di-
señada especialmente para el contexto colombiano, 
con las características que de ese contexto han sido 
señaladas en esta ponencia. 
61 Corte IDH. Caso Gelman Vs. Uruguay. Fondo y Repara-

ciones. Sentencia de 24 de febrero de 2011 Serie C N° 
221.

7. -

El primer debate de segunda vuelta (séptimo de-
bate) del Proyecto de Acto Legislativo número 14 
de 2011 Senado, 094 de 2011 Cámara se llevó a 
cabo el pasado 4 de junio en la Comisión Primera 
Constitucional del Senado de la República. 

En primer lugar intervino el honorable Senador 
Hernán Andrade, en su calidad de ponente de este 
proyecto de acto legislativo, y manifestó que este 
proyecto que se presentaba para ponencia era el 
resultado de un trabajo previo en donde se habían 
estudiado todas las posiciones. El honorable Se-

en determinado momento puedan favorecerse de 
un acuerdo de paz. Resaltó que el mensaje debe ser 
claro, y ese es que sólo aplica a las partes en el con-

BACRIM. El Senador manifestó que nunca se ha 
arrepentido de los esfuerzos de gobiernos anterio-
res en la búsqueda negociada de la paz. Así mismo, 
señaló que no se puede seguir con el modelo ac-
tual de investigar hecho por hecho todo lo ocurrido 
en 50 años de violencia. Frente al tema de vocería 

no tendrán vocería política aquellos que sean los 
máximos responsables de los crímenes más graves. 
El Senador señaló que este marco es absolutamente 
necesario, y que se debe recordar que la Ley de Jus-
ticia y Paz no permite priorizar y seleccionar pre-
cisamente por falta de un marco constitucional que 
lo autorice. Señaló que la Corte Constitucional en 
oportunidades anteriores ha ponderado los valores 
de justicia y de paz, dándole prevalencia a la paz, 
tal como lo dice mediante la sentencia que revisó 
la constitucionalidad del Tratado de la Corte Penal 
Internacional. El Senador manifestó que se requiere 
este marco jurídico y que se debe interpretar como 

-
bianos podemos buscar vivir en paz.

A continuación intervino el honorable Senador 
Juan Manuel Galán, quien en primer lugar exaltó el 
trabajo serio y juicioso de los ponentes. Manifestó 
que el proyecto de acto legislativo, tal como está, 

experiencia de la Ley de Justicia y Paz ha sido frus-
trante en materia de justicia, reparación y verdad, 
pero que esta experiencia nos indica que la confe-
sión es un mecanismo que no se puede obviar, pues-
to que es necesaria para obtener verdad y reparación 
a las víctimas, y que si no hay confesión, toda la 
carga de la verdad estaría en el Estado. El Senador 

el mérito probatorio de todo aquello que entregue 
el desmovilizado mediante la confesión. Expresó 
que en casos como el de Suráfrica la confesión fue 

deben generar las condiciones para una comisión 
de la verdad, la cual debe estar coordinada con los 
esfuerzos que se hacen en materia de restitución de 
tierras y de reparación a víctimas. Por último, el Se-
nador expresó que la experiencia de justicia y paz 
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debe servir como una lección aprendida: demuestra 
que es lo que no se debe hacer. 

Luego intervino el honorable Senador Luis Car-
los Avellaneda, quien resaltó que se trata de una ini-
ciativa de gran importancia para el país. El Senador 

la paz como un derecho y un deber de todos los 
colombianos y felicitó la iniciativa, manifestando 
que desde la oposición ha celebrado la actitud del 
Presidente Santos en materia de paz. Recalcó que al 
igual que la Ley de Víctimas, se trata de un gesto 
de paz por parte del Presidente Santos. El Senador 
le envió un mensaje a la guerrilla, reiterando que 
si quieren la paz deben hacer más gestos porque 
no basta con la liberación de los miembros de la 
Fuerza Pública sino que se deben liberar además 
a todas las personas secuestradas y dejar de sem-
brar minas quiebrapatas. El Senador expresó que la 
gran apuesta de un proceso de paz debe ser la no 
repetición, que se debe buscar la verdad y la me-
moria justamente para garantizar la no repetición. 
El Senador señaló que es posible que se deba sa-

-
tos delitos, pero sí investigar patrones de delitos y 
que puedan existir sanciones simbólicas, pero con 
altísimas dosis de verdad. El Senador expresó que 
con su copartidario del Polo Democrático Alterna-
tivo votan este proyecto de acto legislativo con una 
convicción profunda de querer la paz. Igualmente, 
el Senador señaló que a Colombia le hace falta una 
oposición fuerte, y que una de las razones por las 
cuales no ha habido una oposición fuerte es precisa-
mente por la guerrilla, y la relación que muchos le 
atribuyen a los partidos de izquierda y de oposición 

conduce a mayor injusticia y mayor inequidad por-

un gasto militar en detrimento del gasto social. El 
Senador manifestó que para construir paz estable y 
duradera se debe desarrollar mejor el Estado Social 
de Derecho. Para una verdadera consolidación de la 
paz el Estado tiene que llegar con educación y salud 

A continuación intervino el honorable Senador 
Juan Carlos Vélez, quien manifestó que los grupos 
armados al margen de la ley han cometido una gran 
cantidad de violaciones a los Derechos Humanos, y 
que esta propuesta pretende conceder la suspensión 
de la acción penal a esos criminales que han sido 
condenados por esos delitos, y que estos crimina-
les puedan quedar en libertad. El Senador señaló 
que no se imagina un responsable de 500 asesinatos 
tranquilo y orondo por las calles del país como re-
sultado de un proceso de paz. El Senador expresó 
su clara oposición al proyecto de acto legislativo, 
señalando que se debe tener en cuenta la fuerza del 

-
mó que suspender la pena equivale a otorgar una 
amnistía y que el Estatuto de Roma de la Corte Pe-
nal Internacional prohíbe las amnistías, por lo que 
la suspensión de la ejecución de la pena es equiva-
lente a una violación al Estatuto de Roma y al blo-
que de constitucionalidad. El Senador expresó que 
Vivanco en una comunicación enviada al gobierno 

colombiano dijo que el proyecto de acto legislativo 
deja expuesta a Colombia a una investigación de la 

no es enemigo de la reconciliación y la reincorpo-

leyes como la 1424 y la 1421, pero que estas nor-
mas no hablan de que responsables de delitos de 
lesa humanidad no cumplan cárcel: no es justo que 
los responsables de estos delitos no paguen ni un 
sólo día de cárcel. De acuerdo con el Senador, los 
responsables de estos delitos deben pagar alguna 
condena porque es la forma de reparar a las vícti-
mas de la guerrilla. El Senador consideró que para 
Colombia no es justo un tratamiento tan favorable a 
las Farc y el ELN. Expresó su preocupación por el 
tratamiento a las Fuerzas Militares como si fueran 

-

militares en Colombia tienen dignidad, por lo que 
tienen que tener un tratamiento por fuera del acto 
legislativo. 

Posteriormente, el honorable Senador Roberto 
Gerléin intervino manifestando que considera que 
el proyecto es inane y que no va a conseguir la paz 
en Colombia y tampoco va a hacer que los alzados 
en armas dejen las armas. Señaló que él no cree en 
la capacidad mágica de las constituciones, y que 
difícilmente una constitución podrá hacer la paz, 

-
rantizar la paz. El Senador considera que la violen-
cia en Colombia es de segunda naturaleza y que ha 
sido una constante en la vida republicana del país. 
Señaló que este marco jurídico que votará a favor, 
no conseguirá la paz, y que en Colombia se han he-
cho múltiples esfuerzos para conseguir la paz que 
no han funcionado. El Senador manifestó que en 
Colombia siempre habrá violencia y esta violencia 
también tiene causas objetivas como la desigualdad 
social. El Senador señaló que considera que el Pre-
sidente Santos está de acuerdo con el proyecto de 
acto legislativo, pero cree que los asuntos de la paz 
y de la guerra son un asunto del Presidente y no del 

-
bían combatir con plomo y más plomo, por lo que 
no entiende qué posición asume el gobierno frente a 
estos temas si enfrentamiento o negociación. 

Seguidamente intervino el honorable Senador 
Juan Lozano, quien manifestó que anteriormente no 
le gustaba la posibilidad de darle vocería pública a 
los ilegales y se alegró cuando se sacó del proyecto 
de acto legislativo este tema en la primera vuelta. El 

había dicho públicamente que Timochenko no ten-
dría vocería política, se debería dar la tranquilidad 
a los colombianos de decir que los delitos conexos 
del delito político no pueden ser delitos de lesa hu-
manidad. En relación con las BACRIM, el Senador 
expresó que se debe tener en cuenta que las BA-
CRIM se parecen cada vez más a los paramilitares y 
no a una simple pandilla de barrio, y que si bien no 
es por medio de este proyecto, el desafío para en-
frentarlas es enorme, por lo que se debe desarrollar 

El Senador manifestó que era esencial que este pro-
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yecto de acto legislativo avance para poder resolver 
los problemas que presenta justicia y paz, y que la 
ley estatutaria que desarrolle este acto debe ser muy 

manera expresa, para garantizar mayor compresión, 
que la decisión del gobierno seguirá siendo la ecua-
ción esencial defendida por el ex Presidente Álvaro 
Uribe en el sentido de que no se puede debilitar el 
enfrentamiento con las organizaciones terroristas, 
que se les extiende la mano a quienes quieran des-
movilizarse y que se conserva la llave para la paz. 
El Senador reiteró que no se puede aceptar que Co-
lombia esté siempre ensangrentada.

En este punto el honorable Senador Roy Barre-
ras intervino para solicitar que fuera declarada la 
sesión permanente y así poder continuar con la dis-
cusión. La sesión permanente fue aprobada y de-
clarada.

Después intervino el honorable Senador Eduar-
do Enríquez Maya, quien manifestó que la violen-
cia se ha ensañado en Colombia, pero que este es 
un país de profunda riqueza. El Senador manifes-
tó que la constituyente estableció que la paz es un 
derecho y un deber de obligatorio cumplimiento y 
21 años después de esta constituyente nos debemos 
preguntar cómo vamos con la paz, que es un tema 
más de conductas que de normas. Sin embargo, ex-
presó, que si es necesaria una norma como esta con 

derramando tanta sangre, votará positivamente el 
proyecto. 

A continuación intervino el honorable Senador 
-

tender a los colombianos la decisión que se debe 
tomar en el Congreso, sobre todo cuando a diario 
hay tantos crímenes y no hay manifestaciones por 
parte de los grupos armados ilegales de que estén 
interesados en la paz, pero que el gobierno, el Con-
greso, y todos los colombianos en general deben 

se debe apostar por la paz, por el diálogo y por la 
concertación, y anunció que votará positivamente 
el proyecto de acto legislativo. Así mismo mani-
festó que la Fuerza Pública sabe que hemos estado 
acompañando su accionar y que el país los apoya.

Posteriormente intervino el honorable Senador 
Parmenio Cuéllar, quien en primer lugar manifestó 
que su partido, el Polo Democrático Alternativo, no 
le ha dicho a ninguno de sus miembros que se deba 
votar negativamente el proyecto, y que él votó ne-
gativamente el proyecto en la primera vuelta pero 
que en este momento y después de los ajustes que 
se le han hecho al proyecto considera que se debe 
votar positivamente. El Senador señaló que no se 
puede pensar que la única forma de acabar con la 
guerrilla es exacerbando la guerra, porque la vio-

los procesos de paz en este país han sido liderados 
por los conservadores, y que si bien no se puede 
desconocer que han fracasado, se debe resaltar que 
se hayan intentado. El Senador manifestó que con-
sidera esencial que este proyecto sea aprobado con 
el apoyo de todas las bancadas, y que cuando están 
de por medio los altos intereses de la Nación, el 

Polo Democrático Alternativo está ahí para apoyar. 
El Senador señaló que está convencido de que la 

-
to es mediante la negociación. El Senador, recor-
dando lo dicho por el Fiscal General de la Nación, 

mediante instrumentos diferentes a las penas priva-
tivas de la libertad. 

Luego intervino el honorable Senador Jorge 
Londoño, quien manifestó que para encontrar la paz 
se deben ensayar otros caminos, que desde la Cons-
titución Política de 1986 hay un excesivo centralis-

medio de la fuerza, y que es hora de ensayar otros 
caminos. Señaló que desde el primer momento que 
se reunió con el Senador Roy Barreras para discu-
tir el proyecto, consideró que no era necesario el 
marco jurídico, porque lo que en él se dispone se 
encuentra todo en los tratados internacionales, pero 

una nueva forma de intentar nuevas propuestas para 

tener una visión optimista y creer que esto que se 
propone tendrá alguna utilidad en el logro de la paz, 
por lo que votará positivamente el proyecto. 

Acto seguido, el honorable Senador Juan Fer-
nando Cristo intervino, quien empezó citando 

ex Presidente Álvaro Uribe en lo relacionado con 
los temas de paz, y un documento presentado por 

señaló que acá no se está inventando nada nuevo 
sino que se está siguiendo una estrategia integral 

-

negociación con las Farc y el ELN. El Senador ma-
nifestó que se debe garantizar que este marco no se 
aplique a las BACRIM. El Senador señaló que, al 
igual que los Senadores Gerléin y Cuéllar, conside-
ra que es muy atrevido hablar en nombre de todos 
los colombianos, y sobre todo en nombre de todas 
las víctimas, porque cada víctima es distinta y quie-
re cosas distintas del Estado. Usó el ejemplo del 

dicen que mediante los instrumentos que se aprue-
ban con este marco jurídico le toca renunciar a co-
nocer los autores materiales de este crimen, pero a 
cambio se le dará más verdad, él lo acepta, pero que 
no puede hablar en nombre de todas las víctimas, 
porque otras víctimas pueden querer otras cosas. 
Por lo anterior, consideró que es fundamental pen-
sar en abstracto y no casuísticamente, en frío y no 
en caliente, como se está haciendo con este maro 
jurídico. El Senador expresó que el proyecto que 
hoy se presenta es muy distinto al proyecto de pri-
mera vuelta, y que los cambios son muy positivos. 
Así mismo el Senador manifestó que no se resigna 
a que estemos condenados a la guerra, y que el país 
está en condiciones de decir que se está derrotan-
do militarmente a las Farc, pero que hay claridad 
en que debemos abrir una puerta, y aprovechar este 
momento para ver si las Farc y el ELN son sensatos, 
por lo que se debe continuar con la ofensiva militar 
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los colombianos que los crímenes de lesa humani-
dad, crímenes de guerra y genocidio serán seleccio-
nados y priorizados y que el texto que hoy tenemos 
blinda totalmente al Estado colombiano en esa ma-
teria puesto que es un texto mucho más preciso. Así 
mismo, expresó que este proyecto de acto legislati-
vo abre una puerta y manda un mensaje sin que sea 
un mensaje de debilidad, sin que el Ejército baje la 
guardia. El Senador celebró que el proyecto pase de 
ser un proyecto de la Unidad Nacional a uno con el 
apoyo del Polo Democrático Alternativo, por con-
siderar que la participación del Polo le da una legi-
timidad política enorme y manifestó que espera que 
todos aquellos que siguen armados entiendan que 
hay una verdadera voluntad de buscar una salida, 
de lograr la paz. 

Por último, en su calidad de ponente, intervi-
no el honorable Senador Roy Barreras, quien en 

merecía un debate nutrido como el que se dio en 
esta sesión de la Comisión Primera, y agradeció 
el trabajo de todos los ponentes y el apoyo de los 
funcionarios del gobierno. El Senador hizo un re-
cuento de la historia del acto y de la historia de la 

matamos por la ausencia de institucionalidad, y que 
en este momento existe una clara necesidad de que 
los miembros de los grupos armados ilegales entren 
a la institucionalidad, a convivir bajo las reglas del 
Estado de Derecho. El Senador invitó a los colom-
bianos violentos a que dejen las armas, y dejen de 
ser violentos, que abandonen el secuestro y las de-

mantenemos las condiciones de seguridad podemos 
construir las condiciones de la paz, y que este mar-
co se necesita porque si bien algunos artículos de la 
Constitución Política permiten ensayar caminos de 

estas posibilidades hace rato. En relación con la vo-

los autores de crímenes de lesa humanidad. Por úl-
timo, el Senador manifestó que se ha hecho la tarea 
de precisar todos los cerrojos de este marco jurídico 
(en referencia a que no aplica para las BACRIM o 

-
menes internacionales no podrán participar en polí-
tica entre otros) para que Colombia esté tranquila.

Los ponentes radicamos 2 proposiciones susti-
tutivas y 1 aditiva que fueron votadas de manera 
integral.

La primera proposición reformaba los siguientes 
aspectos del artículo 1°: 

para aclarar que los integrantes de las BACRIM no 
estaban incluidos dentro de los instrumentos de jus-
ticia transicional y para garantizar que sólo cubrie-
ra los actos cometidos por agentes del Estado con 

Así, la frase propuesta fue: “Una Ley estatutaria 
podrá autorizar un tratamiento diferenciado para 
los distintos grupos armados al margen de la ley 

 
y también para los agentes del Estado, en relación 
con su participación en el mismo”.

– En el segundo inciso se eliminó la referencia a 
los mecanismos especiales de imputación de siste-
mas y patrones, dejando simplemente la referencia 
a los mecanismos especiales de imputación. La ló-
gica fue que la ley podría desarrollar estos mecanis-
mos sin que fuese necesario desarrollarlos directa-
mente en la Constitución.

– También en el segundo inciso se eliminó la 
palabra “complementarios”, por considerar que los 
mecanismos extrajudiciales para el esclarecimiento 
de la verdad y la reparación de las víctimas tiene 
un papel central y principal dentro de la estrategia 
de justicia transicional, y no simplemente comple-
mentario.

– En el cuarto inciso se incluyó la palabra “to-
-

secución penal no opera respecto de los crímenes 
internacionales. 

– También en el cuarto inciso se incluyó en la 
última frase que no son sólo los criterios de selec-
ción los que deberán tener en cuenta la gravedad y 
representatividad de los casos, sino también los de 
priorización.

– En el quinto inciso se agregó como una de las 
condiciones para la aplicación de los instrumentos 
de justicia transicional, el reconocimiento de res-
ponsabilidad, en el entendido de que a estos proce-
sos se acude a confesar la comisión de una serie de 
hechos de delictivos, y no bajo el principio de pre-
sunción de inocencia. Así mismo se incluyó la refe-

prerrequisito para la activación de todo el sistema. 
– Los incisos 6° y 7° se convirtieron en pará-

grafos, y en el segundo parágrafo se aclaró que “en 
ningún caso se podrán aplicar instrumentos de jus-
ticia transicional a grupos armados al margen de la 
ley -
do interno -
CRIM no están incluidas en este marco jurídico. 

La segunda proposición sustitutiva reformó el 
-

mando la Ley 5ª sino que el plazo estipulado de 4 
años es para proferir “todas” las leyes que regulen 
“esta” materia. 

Finalmente los ponentes radicaron una proposi-
ción aditiva, frente a la cual el señor Ministro del 
Interior, Federico Rengifo, manifestó el desacuer-
do del Gobierno. La proposición buscaba que los 
recursos del Tesoro Público que se liberen como 
consecuencia de la reducción de los gastos militares 
ante eventuales acuerdos de paz, sean destinados a 
inversión social y económica en las zonas más afec-

Una vez terminado el debate, se procedió a la 
votación del proyecto incluyendo las proposicio-
nes. El proyecto de acto legislativo fue aprobado 
con una votación de 13 votos a 1.

8. PLIEGO MODIFICATORIO PARA SE-

Teniendo en cuenta las observaciones presenta-
das por los distintos Senadores en el debate en la 
Comisión Primera del Senado y de algunos exper-
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tos en la materia, a continuación nos permitimos 
-

yecto de acto legislativo:
a) 
En el ° se propo-

ne corregir la redacción cambiando la palabra “ga-
rantizar” por la palabra “garantizarán”. Tal y como 
había quedado aprobado en el último debate se ge-

-
valente de la justicia transicional. Como ha venido 

-
dad prevalente de la justicia transicional es y debe 

logro de la paz estable y duradera. 
b) 

También en el ° se 
aclara que la aplicación de los instrumentos de jus-

y a los agentes del Estado, sólo podrá darse en el 
marco de un acuerdo de paz.

c) 
de imputación

En el  ° se propo-
ne eliminar la frase “y se podrán crear mecanismos 
especiales de imputación”. Esta frase había sido in-
corporada por nosotros en la ponencia para primer 
debate en la Comisión Primera del Senado por con-
siderar que se trata de una herramienta clave para 
que la Fiscalía General de la Nación pueda diseñar 
e implementar una estrategia verdaderamente inte-
gral que permita el esclarecimiento de los sistemas 
y patrones de victimización. Sin embargo, luego de 
consultar con expertos penalistas, la conclusión es 
que este tipo de sistemas de imputación no requiere 
reconocimiento constitucional para poder ponerse 
en práctica, por lo que se consideró adecuado ex-
cluirlo del proyecto. 

d) -
cional

También en el ° se 

no se trate de una facultad sino de una obligación 
de crear instrumentos judiciales y extrajudiciales de 
justicia transicional. 

e) 
En el  ° se proponen 

cuatro cambios. En primer lugar, se propone que 
la creación de la Comisión de la Verdad se pueda 
hacer por ley ordinaria. En la mayoría de las ex-
periencias internacionales su creación ha sido por 
decisión del ejecutivo, por lo cual no parece nece-
sario someterla a procedimientos más estricticos. 
En segundo lugar, se propone excluir la frase “A la 

que podría tratarse de un momento indeterminado. 
-
-

va de las guerrillas y que será allí cuando se cree 
una Comisión de la Verdad, algunos podrían alegar 

dada la presencia de bandas criminales, y podrían 

con esos argumentos bloquear la creación de la Co-
misión. Por eso hemos proponemos la eliminación 
de la frase, advirtiendo en todo caso que se trata 
de una herramienta esencial para la terminación del 

tercer lugar se incluye la palabra “atribuciones”, de 
tal forma que la ley pueda determinar las facultades 
que podrá tener la Comisión para el cumplimien-
to de sus funciones. Finalmente se incluye también 
una última frase señalando lo siguiente: “El manda-
to de la Comisión podrá incluir la formulación de 
recomendaciones para la aplicación de los instru-
mentos de justicia transicional, incluyendo la apli-
cación de los criterios de selección”. Esto con el 

-
canismos judiciales y extrajudiciales y contribuir 
al proceso de selección que deberá llevar a cabo el 
Fiscal General de la Nación. 

f) 
En el ° se propo-

ne incluir la referencia a que se seleccionen los 
crímenes de guerra que hayan sido “cometidos 
de manera sistemática”. Si bien a lo largo de las 
distintas ponencias se ha ratificado que precisa-
mente a través de la selección será posible con-
centrar esfuerzos y recursos de judicialización en 
la persecución penal de los máximos responsa-
bles de los crímenes internacionales, de tal forma 
que estos crímenes no queden en la impunidad, 
no es menos cierto que también hemos insistido 
en la importancia de concentrarnos en los críme-
nes más graves y representativos. Esto es espe-
cialmente importante si se tiene en cuenta que en 
el caso de crímenes de guerra existen crímenes 
como el uso ilegal del emblema del CICR o la 
destrucción de bienes que si bien son graves, no 
necesariamente deberían ser seleccionados si de 
lo que se trata es de concentrarse en los crímenes 
más graves. Por eso se propone adicionar la frase 
“cometidos de manera sistemática”.

g) -

También en el ° se 
incluye que la ley podrá establecer los requisitos y 
condiciones para la concesión de la suspensión de 
la pena en los casos a los que a ello haya lugar. Lo 

h) 
También en el ° se 

así: “La Ley estatutaria tendrá en cuenta la grave-
dad y representatividad de los casos para determi-

aclarar que será la ley estatutaria la que determine 
cuáles delitos deberán ser perseguidos penalmente, 
teniendo en cuenta su gravedad y representatividad.

i) Condicionamiento a la terminación del con-

En el ° se propone 

interno”. Si bien el espíritu general del proyecto es 
que la justicia transicional se aplique a la termina-
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trata de un criterio indeterminado que podría ser 
imposible de cumplir. Al igual que con el inciso so-
bre la Comisión de la Verdad, algunos podrían ale-

presencia de bandas criminales, y podrían con esos 
argumentos bloquear la aplicación del acto legisla-
tivo. Por eso se propone suprimir esta frase. 

j) 

Finalmente se propone reformar el ° 
introducido como proposición en el último debate. 
El texto propuesto señala: “Sin perjuicio del cum-
plimiento de los deberes y funciones de la Fuerza 
Pública consagrados en los artículos 2°, 216, 217 
y 218 de la Constitución Política, los recursos que 
se liberen efectivamente como consecuencia de la 
reducción real del gasto público que se produzca 
como efecto directo de eventuales acuerdos de paz, 
podrán ser destinados a la inversión social y de  

-
-

to, el Estado, de forma transitoria procurará, con-
forme la Ley 1473 de 2011, que los recursos que 
efectivamente se liberen por una reducción real 
del gasto público derivada de forma directa de un 

inversión social, en los términos de la aludida ley.
9. CONSTANCIAS
El Senador Hernán Andrade se permite dejar las 

siguientes constancias que no fueron adoptadas por 
los demás ponentes:

– En el primer inciso del artículo 1°, considera 
que debía incluirse con garantías de “investigación 

-
zar la satisfacción del derecho de las víctimas a la 
justicia. Los demás ponentes se opusieron a tal in-
clusión por considerar que ello estaba incorporado 
dentro de la referencia a los derechos de las víc-
timas, pero además, porque suponía judicializar la 
justicia transicional.

– En el cuarto inciso del artículo 1°, conside-
ra que se debe hablar de “responsables” y no de 
“máximos responsables”. Lo anterior por consi-
derar que los esfuerzos de investigación penal no 
debían concentrarse en todos los integrantes de 
los grupos armados. Los demás ponentes no aco-
gieron esta recomendación por considerar que era 
contraria al espíritu del proyecto, cuyo objetivo es 
precisamente garantizar que sea posible concentrar 
los esfuerzos de investigación y juzgamiento en los 
máximos responsables. 

– Finalmente, el Senador se opuso a la inclusión 
del artículo 4° por considerar que no guarda conse-
cutividad y que atenta contra el deber de protección 
y garantía de la Fuerza Pública. 

10. PROPOSICIÓN
Por las anteriores consideraciones y con base en 

lo dispuesto por la Constitución Política y la ley, 
proponemos a los honorables Senadores dar segun-
do debate Senado (segunda vuelta) al Proyecto de 

Acto Legislativo número 14 de 2011 Senado, 94 de 
2011 Cámara, -
junto. 

TEXTO PROPUESTO PARA SEGUNDO  
 

NÚMERO 14 DE 2011 SENADO, 94 DE 2011 
CÁMARA

por medio del cual se establecen instrumentos  
jurídicos de justicia transicional en el marco del 
artículo 22 de la Constitución Política y se dictan 

otras disposiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. La Constitución Política tendrá un 

nuevo artículo transitorio que será el 66, así:
Los instrumentos de 

justicia transicional serán excepcionales y tendrán 

estable y duradera, con garantías de no repetición 
y de seguridad para todos los colombianos; y ga-
rantizarán en el mayor nivel posible, los derechos 
de las víctimas a la verdad, la justicia y la repara-
ción. Una ley estatutaria podrá autorizar que, en el 
marco de un acuerdo de paz, se dé un tratamiento 
diferenciado para los distintos grupos armados al 
margen de la ley que hayan sido parte en el con-

del Estado, en relación con su participación en el 
mismo. 

Mediante una ley estatutaria se establecerán 
instrumentos de justicia transicional de carácter 
judicial o extrajudicial que permitan garantizar los 
deberes estatales de investigación y sanción. En 
cualquier caso se aplicarán mecanismos de carácter 
extrajudicial para el esclarecimiento de la verdad y 
la reparación de las víctimas. 

Una ley podrá crear una comisión de la verdad 
atribuciones y 

funciones. El mandato de la Comisión podrá in-
cluir la formulación de recomendaciones para la 
aplicación de los instrumentos de justicia transi-
cional, incluyendo la aplicación de los criterios de 
selección.

Tanto los criterios de priorización como los de 
selección son inherentes a los instrumentos de jus-
ticia transicional. El Fiscal General de la Nación 
determinará criterios de priorización para el ejerci-
cio de la acción penal. Sin perjuicio del deber gene-
ral del Estado de investigar y sancionar las graves 
violaciones a los Derechos Humanos y al Derecho 
Internacional Humanitario, en el marco de la justi-
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cia transicional, el Congreso de la República, por 
iniciativa del Gobierno Nacional, podrá mediante 
ley estatutaria determinar criterios de selección que 
permitan centrar los esfuerzos en la investigación 
penal de los máximos responsables de todos los de-
litos que adquieran la connotación de crímenes de 
lesa humanidad, genocidio, o crímenes de guerra 
cometidos de manera sistemática; establecer los ca-
sos, requisitos y condiciones en los que procedería 
la suspensión de la ejecución de la pena; estable-
cer los casos en los que proceda la aplicación de 
sanciones extrajudiciales, de penas alternativas, o 
de modalidades especiales de ejecución y cumpli-
miento de la pena; y autorizar la renuncia condi-
cionada a la persecución judicial penal de todos los 
casos no seleccionados. La ley estatutaria tendrá en 
cuenta la gravedad y representatividad de los casos 
para determinar los criterios de selección.

En cualquier caso, el tratamiento penal especial 
mediante la aplicación de instrumentos constitucio-
nales como los anteriores estará sujeto al cumpli-
miento de condiciones tales como la dejación de las 
armas, el reconocimiento de responsabilidad, y la 
contribución al esclarecimiento de la verdad y a la 
reparación integral de las víctimas. 

La suscripción de cualquier acuerdo de paz re-
querirá la liberación previa de los secuestrados en 
poder del grupo armado al margen de la ley.

Parágrafo 1°. En los casos de la aplicación de 
instrumentos de justicia transicional a grupos arma-
dos al margen de la ley que hayan participado en 
las hostilidades, esta se limitará a quienes se des-
movilicen colectivamente en el marco de un acuer-
do de paz o a quienes se desmovilicen de manera 
individual de conformidad con los procedimientos 
establecidos y con la autorización del Gobierno Na-
cional. 

Parágrafo 2°. En ningún caso se podrán aplicar 
instrumentos de justicia transicional a grupos arma-
dos al margen de la ley que no hayan sido parte en 

-
bro de un grupo armado que una vez desmovilizado 
siga delinquiendo.

Artículo 2°. Transitorio. Una vez el Gobierno 
Nacional presente al Congreso de la República el 
primer proyecto de ley que autorice la aplicación de 
los instrumentos penales establecidos en el inciso 
4° del artículo 1° del presente Acto Legislativo, el 
Congreso tendrá cuatro (4) años para proferir todas 
las leyes que regulen esta materia. 

Artículo 3°. La Constitución Política tendrá un 
nuevo artículo transitorio que será el 67, así:

Una Ley estatutaria 
regulará cuáles serán los delitos considerados co-
nexos al delito político para efectos de la posibili-
dad de participar en política.

Artículo 4°. La Constitución Política tendrá un 
nuevo artículo transitorio que será el 68, así:

 Sin perjuicio del cum-
plimiento de los deberes y funciones de la Fuerza 
Pública consagrados en los artículos 2°, 216, 217 
y 218 de la Constitución Política, los recursos que 
se liberen efectivamente como consecuencia de la 
reducción real del gasto público que se produzca 

como efecto directo de eventuales acuerdos de paz, 
podrán ser destinados a la inversión social y de ma-

Artículo 5°. El presente Acto Legislativo rige a 
partir de su promulgación.

De conformidad con el inciso 2° del artículo 165 
de la Ley 5ª de 1992, se autoriza la publicación del 
presente informe.

El Presidente,
Luis Fernando Velasco Chaves.

El Secretario,
Guillermo León Giraldo Gil.

TEXTO APROBADO POR LA COMISIÓN 
PRIMERA DEL HONORABLE SENADO DE 
LA REPÚBLICA AL PROYECTO DE ACTO 

 14 DE 2011 SENA-
DO, 94 DE 2011 CÁMARA 

por medio del cual se establecen instrumentos  
jurídicos de justicia transicional en el marco del 
artículo 22 de la Constitución Política y se dictan 

otras disposiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
1°. La Constitución Política tendrá un 

nuevo artículo transitorio que será el 66, así:
Artículo transitorio 66. Los instrumentos de 

justicia transicional ser n excepcionales y tendr n 
como nalidad prevalente facilitar la terminación 
del con icto armado interno y el logro de la paz 
estable y duradera, con garantías de no repetición 
y de seguridad para todos los colombianos; y ga-
rantizar en el mayor nivel posible, los derechos de 
las víctimas a la verdad, la justicia y la reparación. 

na ley estatutaria podr  autorizar un tratamiento 
diferenciado para los distintos grupos armados al 
margen de la ley que hayan sido parte en el con-

icto armado interno y también para los agentes 
del Estado, en relación con su participación en el 
mismo. 

Mediante una ley estatutaria se podr n estable-
cer instrumentos de justicia transicional de car c-
ter judicial o extrajudicial que permitan garantizar 
los deberes estatales de investigación y sanción, y 
se podr n crear mecanismos especiales de imputa-
ción. En cualquier caso se aplicar n mecanismos 
de car cter extrajudicial para el esclarecimiento 
de la verdad y la reparación de las víctimas. 

A la terminación del con icto armado se podr  
crear una comisión de la verdad. Una ley estatuta-
ria de nir  su objeto, composición y funciones.
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Tanto los criterios de priorización como los de 
selección son inherentes a los instrumentos de jus-
ticia transicional. El Fiscal General de la Nación 
determinar  criterios de priorización para el ejer-
cicio de la acción penal. Sin perjuicio del deber 
general del Estado de investigar y sancionar las 
graves violaciones a los Derechos Humanos y al 
Derecho Internacional Humanitario, en el marco 
de la justicia transicional, el Congreso de la Repú-
blica, por iniciativa del Gobierno Nacional, podr  
mediante ley estatutaria determinar criterios de se-
lección que permitan centrar los esfuerzos en la in-
vestigación penal de los m ximos responsables de 
todos los delitos que adquieran la connotación de 
crímenes de lesa humanidad, crímenes de guerra, 
o genocidio; establecer los casos en los que pro-
cedería la suspensión de la ejecución de la pena; 
establecer los casos en los que proceda la aplica-
ción de sanciones extrajudiciales, de penas alter-
nativas, o de modalidades especiales de ejecución 
y cumplimiento de la pena; y autorizar la renuncia 
condicionada a la persecución judicial penal de 
todos los casos no seleccionados. Los criterios de 
priorización y selección deber n tener en cuenta la 
gravedad y representatividad de los casos.

En cualquier caso, el tratamiento penal especial 
mediante la aplicación de instrumentos constitu-
cionales como los anteriores estar  sujeto a la ter-
minación del con icto armado interno, y por tanto 
al cumplimiento de condiciones tales como la deja-
ción de las armas, el reconocimiento de responsa-
bilidad, y la contribución al esclarecimiento de la 
verdad y a la reparación integral de las víctimas. 

La suscripción de cualquier acuerdo de paz re-
querir  la liberación previa de los secuestrados en 
poder del grupo armado al margen de la ley.

Parágrafo 1º. En los casos de la aplicación de 
instrumentos de justicia transicional a grupos ar-
mados al margen de la ley que hayan participado 
en las hostilidades, esta se limitar  a quienes se 
desmovilicen colectivamente en el marco de un 
acuerdo de paz o a quienes se desmovilicen de 
manera individual de conformidad con los proce-
dimientos establecidos y con la autorización del 
Gobierno Nacional.

Parágrafo 2º. En ningún caso se podr n apli-
car instrumentos de justicia transicional a grupos 
armados al margen de la ley que no hayan sido 
parte en el con icto armado interno, ni a cualquier 
miembro de un grupo armado que una vez desmovi-
lizado siga delinquiendo.

2°. Transitorio. Una vez el Gobierno 
Nacional presente al Congreso de la República el 
primer proyecto de ley que autorice la aplicación de 
los instrumentos penales establecidos en el inciso 
4° del artículo 1° del presente Acto Legislativo, el 
Congreso tendrá cuatro (4) años para proferir todas 
las leyes que regule esta materia. 

°. La Constitución Política tendrá un 
nuevo artículo transitorio que será el 67, así:

Artículo transitorio 67. Una Ley estatutaria 
regular  cu les ser n los delitos considerados co-
nexos al delito político para efectos de la posibili-
dad de participar en política.

4º. Sin perjuicio del deber general 
de la fuerza pública de proteger a la población, 
consagrados en los artículos 2°, 217 y 218 de 
la Constitución Política, los recursos del teso-
ro público que se liberen como consecuencia de 
la reducción de los gastos militares, ante even-
tuales acuerdos de paz, serán destinados funda-
mentalmente a la inversión social y de manera 
prioritaria a financiar el posconflicto y redimir 
económica y socialmente las zonas y poblacio-
nes afectadas con la confrontación.

°. El presente Acto Legislativo rige a 
partir de su promulgación.

Senado, 94 de 2011 Cámara, por medio del cual se 
establecen instrumentos jurídicos de justicia tran-
sicional en el marco del artículo 22 de la Constitu-
ción Política y se dictan otras disposiciones, como 

Ponente Coordinador:
Roy Leonardo Barreras Montealegre,

Honorable Senador de la República.
El Presidente honorable Senador,

 Luis Fernando Velasco Chaves.
El Secretario,

Guillermo León Giraldo Gil.
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